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I.- NORMATIVA GENERAL

I. 1.- CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 22 DE DICIEMBRE DE 1978

Artículo 17.

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de
su libertad, sino con la observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la
forma previstos en la ley.

3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea
comprensible, de sus derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada
a declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales,
en los términos que la ley establezca.

Artículo 24.

1. Todas las personas tienen derecho a obtener tutela efectiva de los jueces y tribunales
en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda
producirse indefensión.

2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la
defensa y a la asistencia al letrado, a ser informados de la acusación formulada contra
ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los
medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no con-
fesarse culpables y a la presunción de inocencia. La ley regulará los casos en que, por
razón de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre he-
chos presuntamente delictivos.

Artículo 119.

La justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley y, en todo caso, respecto de
quienes acrediten insuficiencia de recursos para litigar.
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I. 2.- ESTATUTO GENERAL DE LA ABOGACÍA ESPAÑOLA DE 22 DE JUNIO DE 2001

CAPÍTULO VI
En relación con la Asistencia Jurídica Gratuita

Artículo 45.

1. Corresponde a los abogados el asesoramiento jurídico y defensa de oficio de las
personas que tengan derecho a la asistencia jurídica gratuita, conforme a la legislación
vigente.

2. Asimismo, corresponde a los abogados la asistencia y defensa de quienes soliciten
abogado de oficio o no designen abogado en la jurisdicción penal, sin perjuicio del abono
de honorarios por el cliente si no le fuere reconocido el derecho a la asistencia jurídica
gratuita. La invocación del derecho de autodefensa no impedirá la asistencia de abogado
para atender los asesoramientos que al respecto se le soliciten y asumir la defensa si se le
pidiere.

3. Igualmente corresponde a los abogados la asistencia a los detenidos y presos, en los
términos que exprese la legislación vigente.

Artículo 46.

1. Los abogados desempeñarán las funciones a que se refiere el artículo precedente
con la libertad e independencia profesionales que les son propias y conforme a las normas
éticas y deontológicas que rigen la profesión.

2. El desarrollo de dichas funciones será organizado por el Consejo General, los Conse-
jos de Comunidades Autónomas, en su caso, y los Colegios de Abogados, procediendo a
la designación del abogado que haya de asumir cada asunto, al control de su desempeño,
a la exigencia de las responsabilidades disciplinarias a que hubiere lugar y al estableci-
miento de las normas y requisitos a que haya de atenerse la prestación de los servicios
correspondientes, todo ello conforme a la legislación vigente.

3. La Administración pública abonará la remuneración de los servicios que se presten
en cumplimiento de lo establecido en este capítulo y podrá efectuar el seguimiento y con-
trol periódico del funcionamiento del servicio y de la aplicación de los fondos públicos a él
destinados, en la forma legalmente establecida.
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I. 3.- LEY 1/1996 DE ASISTENCIA JURÍDICA GRATUITA DE 10 DE ENERO DE 1996
(B.O.E. 11/1996, publicado el 12/01/1996)

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

1. Justificación de la reforma.

Los derechos otorgados a los ciudadanos por los artículos 24 y 25 de la Constitución
son corolario evidente de la concepción social o asistencial del Estado Democrático de
Derecho, tal y como ha sido configurado por nuestra Norma Fundamental. En lógica cohe-
rencia con los contenidos de estos preceptos constitucionales, y al objeto de asegurar a
todas las personas el acceso a la tutela judicial efectiva, el artículo 119 del propio texto
constitucional previene que la Justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley y, en todo
caso, respecto de quienes acrediten insuficiencia de recursos para litigar. Con todo ello,
nuestra Norma Fundamental diseña un marco constitucional regulador del derecho a la
tutela judicial que incluye, por parte del Estado, una actividad prestacional encaminada a
la provisión de los medios necesarios para hacer que este derecho sea real y efectivo
incluso cuando quien desea ejercerlo carezca de recursos económicos.

Suprimidas por la Ley 25/1986 las tasas judiciales, el núcleo de los costes económicos
derivados del acceso a la tutela judicial viene determinado por la intervención en el mismo,
por imperativo legal, en la mayor parte de las ocasiones, de profesionales especializados
en la defensa y representación de los derechos e intereses legítimos. En efecto, una vez
que el Estado ha renunciado a la percepción de cualquier cantidad por el acceso al aparato
judicial, son los honorarios de abogados, de procuradores y, en su caso, de cualesquiera
otros profesionales, así como el coste de la obtención de las pruebas documentales o
periciales necesarias, los que implican un coste económico inasumible para los ciudada-
nos que no disponen de los recursos económicos necesarios para hacerles frente.

La previsión constitucional del artículo 119 ha sido ya objeto de desarrollo por la Ley
Orgánica 6/1985, del Poder Judicial, que en sus artículos 20.2 y 440.2 recoge el mandato
constitucional y remite, para la regulación del sistema de justicia gratuita, a la ley ordinaria.
En virtud de esta reserva de ley, corresponde al legislador ordinario dar cumplimiento a la
encomienda constitucional de que se articule un sistema de justicia gratuita para aquellos
que carezcan de recursos.

2. Vocación unificadora.

A esa finalidad responde la presente Ley, cuyo objeto es regular un sistema de justicia
gratuita que permita a los ciudadanos que acrediten insuficiencia de recursos para litigar,
proveerse de los profesionales necesarios para acceder a la tutela judicial efectiva y ver
adecuadamente defendidos sus derechos e intereses legítimos. Se trata, pues, de una ley
cuyos beneficiarios y destinatarios directos son todos los ciudadanos que pretendan acce-
der a la tutela judicial efectiva y vean obstaculizado dicho acceso en razón de su situación
económica. La finalidad es, por tanto, garantizar el acceso a la Justicia en condiciones de
igualdad a todos los ciudadanos.

Frente a la dispersa legislación procesal que hasta ahora ha regulado la justicia gratui-
ta, esta norma viene a unificar en sí misma el nuevo sistema legal de justicia gratuita; así
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pues, tal y como fue entendido por la Cámara Baja al aprobar por unanimidad en su sesión
celebrada el 10 de mayo de 1994 la moción consecuencia de interpelación presentada por
el Grupo Parlamentario Federal Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, ratificada por la
Resolución de 9 de febrero de 1995, la presente Ley regula un sistema único, concentrado
en una sola norma, con las lógicas consecuencias de claridad y certeza que redundan, en
definitiva, en un incremento de la seguridad jurídica.

3. Ampliación del contenido material del derecho.

Al objeto de remover los obstáculos que impiden que los ciudadanos más desprotegidos
accedan a la tutela judicial efectiva en condiciones de igualdad, la presente Ley opera una
notable transformación en el contenido material del derecho a la asistencia jurídica gratui-
ta, configurándolo de forma más amplia.

En efecto, frente a los beneficios hasta ahora recogidos por la Ley de Enjuiciamiento
Civil, el nuevo sistema configura un derecho más completo y por tanto más garantizador
de la igualdad de las partes en el proceso, eliminando onerosidades excesivas que no son
sino negaciones prácticas de aquélla; así pues, a los beneficios ya consagrados por nues-
tro ordenamiento jurídico como propios del derecho a la asistencia jurídica gratuita, la Ley
añade nuevas prestaciones tales como el asesoramiento y la orientación previos a la ini-
ciación del proceso -lo cual ha de evitar en numerosas ocasiones litigios artificiales tan
costosos en todos los sentidos para la Justicia-, la asistencia pericial en el mismo y la
reducción sustancial del coste para la obtención de escrituras y documentos notariales y
de aquellos documentos emanados de los Registros Públicos, que puedan ser precisos
para las partes en el proceso.

4. El reconocimiento del derecho.

De igual modo, la Ley supone un paso más en la protección de esos ciudadanos más
desfavorecidos que necesitan acceder a la tutela judicial para ver realizadas sus legítimas
pretensiones o defendidos sus derechos.

Bajo la amplia libertad de configuración legal que se deriva del artículo 119 de la Cons-
titución Española -libertad que nuestro Tribunal Constitucional ya reconoció expresamen-
te-, la presente Ley llega más lejos que el sistema anterior al adoptar los criterios para
reconocer el derecho de asistencia jurídica gratuita, estableciendo un doble mecanismo:
por un lado, un criterio objetivo para el reconocimiento del derecho, basado en la situación
económica de los solicitantes, y complementado por un mecanismo flexible de apreciación
subjetiva acorde con nuestra jurisprudencia constitucional, que posibilita efectuar el reco-
nocimiento excepcional del derecho a personas cuya situación económica excede del módulo
legal pero que, sin embargo, afrontan unas circunstancias de una u otra índole que deben
ser ponderadas y que hacen conveniente ese reconocimiento. En estos segundos supues-
tos excepcionales, y he aquí precisamente la diferencia con el régimen que la Ley de
Enjuiciamiento Civil tenía establecido hasta hoy, la extensión del derecho puede llegar a
ser total, incluyendo todas las prestaciones que lo integran.

Sin perjuicio de todo lo anterior, quedará siempre garantizado el derecho de los intere-
sados a la libre designación de abogado y procurador.
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5. Actuación administrativa.

A pesar de que la evaluación del cumplimiento de los requisitos para gozar del derecho
a la asistencia jurídica gratuita no es en sentido estricto una función jurisdiccional, así se
ha mantenido tradicionalmente en nuestra legislación procesal.

Lejos de esa concepción, constituye esencial propósito de la Ley la «desjudicialización»
del procedimiento para reconocer el derecho a la asistencia jurídica gratuita, optándose así
por las más modernas pautas que configuran dicha función como una actividad esencial-
mente administrativa.

La traslación del reconocimiento del derecho a sede administrativa responde a dos
motivos: en primer término, se descarga a los Juzgados y Tribunales de una tarea que
queda fuera de los márgenes constitucionales del ejercicio de la potestad jurisdiccional y,
en segundo lugar, se agiliza la resolución de las solicitudes de los ciudadanos mediante
una tramitación sumaria y normalizada. El reconocimiento del derecho pasa, por tanto, a
convertirse en una función que descansa sobre el trabajo previo de los Colegios profesio-
nales, que inician la tramitación ordinaria de las solicitudes, analizan las pretensiones y
acuerdan designaciones o denegaciones provisionales, y, por otra parte, sobre la actua-
ción de unos nuevos órganos administrativos, las Comisiones de Asistencia Jurídica Gra-
tuita, como órganos formalmente responsables de la decisión final, y en cuya composición
se hallan representadas las instancias intervinientes en el proceso.

No quiere ello decir que los órganos jurisdiccionales pierdan todo su peso en el recono-
cimiento, ya que la Ley garantiza suficientemente el control judicial sobre la aplicación
efectiva del derecho, habilitando a aquéllos para decidir sobre el mismo, en vía de recurso.

6. Financiación pública.

Esta meta legal de proporcionar a los ciudadanos que lo precisen un sistema rápido y
eficaz de justicia gratuita se articula, como hasta ahora, sobre la base de un servicio públi-
co, prestado por la Abogacía y la Procuraduría, financiado con fondos igualmente públicos.
De hecho, conforme a la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y de
nuestro Tribunal Constitucional, el Estado es el responsable del recto funcionamiento del
servicio por la sola obligación constitucional de proveer a la defensa de quienes carezcan
de recursos; esta jurisprudencia ha dejado claramente establecida la responsabilidad pú-
blica en tal sentido, como deber positivo del Estado de garantizar el derecho de acceso a
la Justicia o, lo que es lo mismo, a la tutela judicial efectiva como derecho fundamental
que es.

Ello conduce a la obligación de establecer mecanismos de control que aseguren el
adecuado destino de los fondos públicos asignados al servicio, de tal forma que no se
beneficien de dichos fondos quienes no precisen de asistencia alguna.

Así pues, la Ley fija los criterios básicos de la financiación del servicio, cuyo coste
deberá ser periódicamente evaluado por los poderes públicos, que en todo caso deberán
seguir el principio de que el servicio de asistencia jurídica gratuita esté digna y suficiente-
mente remunerado, haciéndose efectiva su retribución en plazos razonables. Tanto lo rela-
tivo a la financiación, como las reglas referentes a la prestación y funcionamiento del
servicio se conciben con la flexibilidad y generalidad propias de una norma de rango legal,
que habrán de permitir que su desarrollo por normas de rango inferior facilite el adecuado
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ajuste a las cambiantes situaciones económicas y sociales, evitando así la petrificación del
ordenamiento y la consagración en normas con la rigidez legal de materias que, por su
propia naturaleza, son susceptibles de sucesivas transformaciones en muy poco tiempo.
Tal regulación reglamentaria fue llevada a cabo con carácter urgente, y como paso inicial
y transitorio de la actual reforma del sistema de justicia gratuita, mediante el Real Decreto
108/1995, de 27 de enero, sobre medidas para instrumentar la subvención estatal a la
asistencia jurídica gratuita.

7. Ordenación competencial

La Ley resulta, en fin, respetuosa con la ordenación competencial que deriva de nuestra
Norma Fundamental y de los Estatutos de Autonomía, explicitando los títulos competenciales
que, de conformidad con las reglas 3.ª, 5.ª, 6.ª y 18.ª del artículo 149.1 de la Constitución
Española, habilitan al Estado para establecer la nueva regulación, y permitiendo que ésta
pueda complementarse con naturalidad con las normas que dicten las Comunidades Autó-
nomas en ejercicio de sus competencias estatutarias.

CAPITULO I
DERECHO A LA ASISTENCIA JURÍDICA GRATUITA

Artículo 1. Objeto de la Ley.

La presente Ley tiene por objeto determinar el contenido del derecho a la asistencia
jurídica gratuita al que se refiere el artículo 119 de la Constitución y regular el procedimien-
to para su reconocimiento y efectividad.

Las disposiciones de esta Ley serán de aplicación general en todo tipo de procesos
judiciales, incluidos los recursos de amparo constitucional, así como el asesoramiento
previo al proceso contemplado en el artículo 6.1.

Artículo 2. Ámbito personal de aplicación.

En los términos y con el alcance previstos en esta Ley y en los Tratados y Convenios
internacionales sobre la materia en los que España sea parte, tendrán derecho a la asisten-
cia jurídica gratuita:

a) Los ciudadanos españoles, los nacionales de los demás Estados miembros de la
Unión Europea y los extranjeros que residan en España, cuando acrediten insufi-
ciencia de recursos para litigar.

b) Las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social, en todo caso.
c) Las siguientes personas jurídicas cuando acrediten insuficiencia de recursos para

litigar:
1º.  Asociaciones de utilidad pública, previstas en el artículo 4.º de la Ley 191/1964,

de 24 de diciembre, reguladora de las Asociaciones.
2º.  Fundaciones inscritas en el Registro administrativo correspondiente.

d) En el orden jurisdiccional social, para la defensa en juicio, además, los trabajadores
y los beneficiarios del sistema de Seguridad Social.
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e) En el orden jurisdiccional penal, tendrán derecho a la asistencia letrada y a la defen-
sa y representación gratuitas, los ciudadanos extranjeros que acrediten insuficiencia
de recursos para litigar, aun cuando no residan legalmente en territorio español.

f) En el orden contencioso-administrativo así como en la vía administrativa previa, los
ciudadanos extranjeros que acrediten insuficiencia de recursos para litigar, aun cuando
no residan legalmente en territorio español, tendrán derecho a la asistencia letrada
y a la defensa y representación gratuita en todos aquellos procesos relativos a su
solicitud de asilo.

Artículo 3. Requisitos básicos.

1. Se reconocerá el derecho de asistencia jurídica gratuita a aquellas personas físicas
cuyos recursos e ingresos económicos, computados anualmente por todos los conceptos y
por unidad familiar, no superen el doble del salario mínimo interprofesional vigente en el
momento de efectuar la solicitud.

2. Constituyen modalidades de unidad familiar las siguientes:
a) La integrada por los cónyuges no separados legalmente y, si los hubiere, los hijos

menores con excepción de los que se hallaren emancipados.
b) La formada por el padre o la madre y los hijos que reúnan los requisitos a que se

refiere la regla anterior.
3. Los medios económicos podrán, sin embargo, ser valorados individualmente, cuan-

do el solicitante acredite la existencia de intereses familiares contrapuestos en el litigio
para el que se solicita la asistencia.

4. El derecho a la asistencia jurídica gratuita sólo podrá reconocerse a quienes litiguen
en defensa de derechos o intereses propios.

5. En el supuesto del apartado 2 del artículo 6, no será necesario que el detenido o
preso acredite previamente carecer de recursos, sin perjuicio de que si no se le reconoce
con posterioridad el derecho a la asistencia jurídica gratuita, éste deberá abonar al aboga-
do los honorarios devengados por su intervención.

6. Tratándose de las personas jurídicas mencionadas en el apartado c) del artículo
anterior, se entenderá que hay insuficiencia de recursos económicos para litigar, cuando su
base imponible en el Impuesto de Sociedades fuese inferior a la cantidad equivalente al
triple del salario mínimo interprofesional en cómputo anual.

Artículo 4. Exclusión por motivos económicos.

A los efectos de comprobar la insuficiencia de recursos para litigar, se tendrá en cuenta
además de las rentas y otros bienes patrimoniales o circunstancias que declare el solicitan-
te, los signos externos que manifiesten su real capacidad económica, negándose el dere-
cho a la asistencia jurídica gratuita si dichos signos, desmintiendo la declaración del solici-
tante, revelan con evidencia que éste dispone de medios económicos que superan el límite
fijado por la Ley.

La circunstancia de ser el solicitante propietario de la vivienda en que resida habitual-
mente, no constituirá por sí misma obstáculo para el reconocimiento del derecho, siempre
que aquélla no sea suntuaria.
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Artículo 5. Reconocimiento excepcional del derecho.

En atención a las circunstancias de familia del solicitante, número de hijos o familiares
a su cargo, estado de salud, obligaciones económicas que sobre él pesen, costes deriva-
dos de la iniciación del proceso u otras de análoga naturaleza, objetivamente evaluadas, la
Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita ante la que se presente la solicitud podrá conce-
der excepcionalmente, mediante resolución motivada, el reconocimiento del derecho a las
personas cuyos recursos e ingresos, aún superando los límites previstos en el artículo 3,
no excedan del cuádruplo del salario mínimo interprofesional.

En tales casos, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita correspondiente determina-
rá expresamente qué beneficios de los contemplados en el artículo 6, y en qué proporción,
son de aplicación al solicitante.

Artículo 6. Contenido material del derecho.

El derecho a la asistencia jurídica gratuita comprende las siguientes prestaciones:
1. Asesoramiento y orientación gratuitos previos al proceso a quienes pretendan

reclamar la tutela judicial de sus derechos e intereses, cuando tengan por objeto
evitar el conflicto procesal, o analizar la viabilidad de la pretensión.

2. Asistencia de abogado al detenido o preso que no lo hubiera designado, para
cualquier diligencia policial que no sea consecuencia de un procedimiento penal
en curso o en su primera comparecencia ante un órgano jurisdiccional, o cuando
ésta se lleve a cabo por medio de auxilio judicial y el detenido o preso no hubiere
designado Letrado en el lugar donde se preste.

3. Defensa y representación gratuitas por abogado y procurador en el procedimiento
judicial, cuando la intervención de estos profesionales sea legalmente preceptiva
o, cuando no siéndolo, sea expresamente requerida por el Juzgado o Tribunal
mediante auto motivado para garantizar la igualdad de las partes en el proceso.

4. Inserción gratuita de anuncios o edictos, en el curso del proceso, que
preceptivamente deban publicarse en periódicos oficiales.

5. Exención del pago de depósitos necesarios para la interposición de recursos.
6. Asistencia pericial gratuita en el proceso a cargo del personal técnico adscrito a

los órganos jurisdiccionales, o, en su defecto, a cargo de funcionarios, organis-
mos o servicios técnicos dependientes de las Administraciones públicas.
Excepcionalmente y cuando por inexistencia de técnicos en la materia de que se
trate, no fuere posible la asistencia pericial de peritos dependientes de los órga-
nos jurisdiccionales o de las Administraciones públicas, ésta se llevará a cabo, si
el Juez o Tribunal lo estima pertinente en resolución motivada, a cargo de peritos
que, por insaculación, sean designados entre los técnicos privados que corres-
pondan.

7. Obtención gratuita de copias, testimonios, instrumentos y actas notariales, en los
términos previstos en el artículo 130 del Reglamento Notarial.

8. Reducción del 80 por 100 de los derechos arancelarios que correspondan por el
otorgamiento de escrituras públicas y por la obtención de copias y testimonios
notariales no contemplados en el número anterior, cuando tengan relación direc-
ta con el proceso y sean requeridos por el órgano judicial en el curso del mismo,
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o sirvan para la fundamentación de la pretensión del beneficiario de la justicia
gratuita.

9. Reducción del 80 por 100 de los derechos arancelarios que correspondan por la
obtención de notas, certificaciones, anotaciones, asientos e inscripciones en los
Registros de la Propiedad y Mercantil, cuando tengan relación directa con el
proceso y sean requeridos por el órgano judicial en el curso del mismo, o sirvan
para la fundamentación de la pretensión del beneficiario de la justicia gratuita.

10.Los derechos arancelarios a que se refieren los apartados 8 y 9 de este artículo
no se percibirán cuando el interesado acredite ingresos por debajo del salario
mínimo interprofesional.

Artículo 7. Extensión temporal.

1. La asistencia jurídica gratuita en el transcurso de una misma instancia se extiende a
todos sus trámites e incidencias, incluida la ejecución, pero no podrá aplicarse a un proce-
so distinto.

2. El derecho a la asistencia jurídica gratuita se mantendrá para la interposición y suce-
sivos trámites de los recursos contra las resoluciones que pongan fin al proceso en la
correspondiente instancia, aplicándose en este caso lo dispuesto en el artículo 32 de la
presente Ley.

3. Cuando la competencia para el conocimiento de los recursos a los que se refiere el
apartado anterior corresponda a un órgano jurisdiccional cuya sede se encuentre en distin-
ta localidad, el Juzgado o Tribunal, una vez recibido el expediente judicial, requerirá a los
respectivos Colegios la designación de abogado y procurador de oficio ejercientes en di-
cha sede jurisdiccional.

Artículo 8. Insuficiencia económica sobrevenida.

No se reconocerá el derecho a la asistencia jurídica gratuita al actor una vez presenta-
da la demanda, o al demandado una vez formulada su contestación, salvo que en su
solicitud acrediten ante la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita que las circunstancias
y condiciones necesarias para obtener aquél sobrevinieron con posterioridad a la demanda
o contestación, respectivamente.

Cuando el actor o el demandado pretendan el reconocimiento del derecho en la segun-
da instancia sin haberlo solicitado en la primera, deberán acreditar ante la Comisión de
Asistencia Jurídica Gratuita que las circunstancias y condiciones precisas sobrevinieron en
el curso de la primera instancia o con posterioridad a ella.

La misma regla será aplicable al que pretenda el reconocimiento del derecho para
interponer o seguir el recurso de casación respecto de la segunda instancia.
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CAPÍTULO II
COMPETENCIA Y PROCEDIMIENTO PARA EL RECONOCIMIENTO

DEL DERECHO A LA ASISTENCIA JURÍDICA GRATUITA

Artículo 9. Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita.

En cada capital de provincia, en las ciudades de Ceuta y Melilla y en cada isla en que
existan uno o más partidos judiciales, se constituirá una Comisión de Asistencia Jurídica
Gratuita, como órgano responsable, en su correspondiente ámbito territorial, de efectuar el
reconocimiento del derecho regulado en la presente Ley.

Artículo 10. Composición de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita.

1. Las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita estarán presididas por un miembro
del Ministerio Fiscal, designado por el Fiscal Jefe del Tribunal Superior de Justicia o de la
Audiencia Provincial, e integradas además por el Decano del Colegio de Abogados y el del
Colegio de Procuradores, o el abogado o el procurador que ellos designen, y por dos
miembros que designen las Administraciones públicas de las que dependen, actuando uno
de ellos como Secretario.

2. En las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita dependientes de la Administración
General del Estado, los miembros a los que se refiere el último inciso del apartado anterior,
serán los siguientes: un Abogado del Estado y un funcionario del Ministerio de Justicia e
Interior perteneciente a Cuerpos o Escalas del Grupo A, que además actuará como Secre-
tario.

En las provincias donde exista más de un Colegio de Abogados o de Procuradores, el
representante de estas Corporaciones en la Comisión se designará de común acuerdo por
los Decanos de aquéllos.

Cuando el volumen de asuntos u otras circunstancias justificadas lo aconsejen, podrán
crearse delegaciones de la Comisión provincial de Asistencia Jurídica Gratuita, con la
composición y ámbito de actuación que reglamentariamente se determinen y garantizan-
do, en todo caso, la homogeneidad de criterios para reconocer el derecho a la asistencia
jurídica gratuita.

Artículo 11. Funcionamiento de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita.

El funcionamiento de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita se ajustará a lo
establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, para los órganos colegia-
dos.

El Ministerio de Justicia e Interior prestará el soporte administrativo y el apoyo técnico
necesarios para el funcionamiento de las Comisiones dependientes de la Administración
General del Estado.

Los Colegios de Abogados y de Procuradores pondrán a disposición de las Comisiones
de Asistencia Jurídica Gratuita, la lista de colegiados ejercientes adscritos a los servicios
de justicia gratuita, con indicación, en su caso, de especializaciones.
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Artículo 12. Solicitud del derecho.

El reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita se instará por los solici-
tantes ante el Colegio de Abogados del lugar en que se halle el Juzgado o Tribunal que
haya de conocer del proceso principal para el que aquél se solicita, o ante el Juzgado de su
domicilio. En este último caso, el órgano judicial dará traslado de la petición al Colegio de
Abogados territorialmente competente.

Cuando haya concurrencia de litigantes en un proceso, el reconocimiento del derecho a
la asistencia jurídica gratuita deberá ser instado individualmente por cada uno de los inte-
resados.

Cuando con arreglo a las leyes procesales, los solicitantes deban litigar bajo una sola
defensa o representación, deberán computarse, a efectos del reconocimiento del derecho,
la totalidad de los ingresos y haberes patrimoniales de los solicitantes. En este caso, si se
acreditara que los ingresos y haberes patrimoniales de cada uno de los solicitantes no
sobrepasan el doble del salario mínimo interprofesional, se procederá a nombrar abogado
y, en su caso, procurador del turno de oficio que deberán asumir la representación y defen-
sa conjunta de todos ellos.

Si se acreditara que los ingresos y haberes patrimoniales de cada uno de los solicitan-
tes superan el doble del salario mínimo interprofesional pero no alcanzan el cuádruple, la
Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita podrá determinar cuáles de los beneficios esta-
blecidos en el artículo 6 se otorgará a los solicitantes.

Artículo 13. Requisitos de la solicitud.

En la solicitud se harán constar, acompañando los documentos que reglamentariamente
se determinen para su acreditación, los datos que permitan apreciar la situación económi-
ca del interesado y de los integrantes de su unidad familiar, sus circunstancias personales
y familiares, la pretensión que se quiere hacer valer y la parte o partes contrarias en el
litigio, si las hubiere.

Artículo 14. Subsanación de deficiencias.

Si el Colegio de Abogados constatara que existen deficiencias en la solicitud o que la
documentación presentada resulta insuficiente, lo comunicará al interesado, fijando con
precisión los defectos o carencias advertidas y las consecuencias de la falta de subsanación,
requiriéndole para que la complete en el plazo de diez días hábiles.

Transcurrido este plazo sin que se haya aportado la documentación requerida, el Cole-
gio de Abogados archivará la petición.

Artículo 15. Designaciones provisionales y traslados.

Si de la solicitud y sus documentos justificativos resulta acreditado que el peticionario
se encuentra incluido en el ámbito definido en el artículo 2 de esta Ley, el Colegio de
Abogados, subsanados los defectos advertidos, procederá en el plazo máximo de quince
días, contado a partir de la recepción de la solicitud por dicho Colegio o de la subsanación
de los defectos, a la designación provisional de abogado, comunicándolo inmediatamente
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al Colegio de Procuradores a fin de que, en caso de ser preceptivo, en el plazo máximo de
tres días, se designe procurador que asuma la representación.

En el caso de que el Colegio de Abogados estimara que el peticionario no cumple las
citadas condiciones, o que la pretensión principal contenida en la solicitud es manifiesta-
mente insostenible o carente de fundamento, notificará en el plazo de cinco días al solici-
tante que no ha efectuado el nombramiento provisional de abogado previsto en el párrafo
anterior y trasladará la solicitud a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita.

Del expediente correspondiente y las designaciones provisionales efectuados, se dará
traslado en el plazo de tres días a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita a los efectos
de su verificación y resolución.

En el caso de que el Colegio de Abogados no dictara resolución alguna en el plazo de
quince días, el solicitante podrá reiterar su solicitud ante la Comisión de Asistencia Jurídica
Gratuita, la cual, de modo inmediato, recabará el expediente al Colegio de Abogados
ordenando, al mismo tiempo, la designación provisional de abogado y procurador, si éste
fuera preceptivo, y seguirá, posteriormente, el procedimiento fijado en el artículo 17 de
esta Ley.

Artículo 16. Suspensión del curso del proceso.

La solicitud de reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita no suspen-
derá el curso del proceso.

No obstante, a fin de evitar que el transcurso de los plazos pueda provocar la preclusión
de un trámite o la indefensión de cualquiera de las partes, el Juez, de oficio o a petición de
éstas, podrá decretar la suspensión hasta que se produzca la decisión sobre el reconoci-
miento o la denegación del derecho a litigar gratuitamente, o la designación provisional de
abogado y procurador si su intervención fuera preceptiva o requerida en interés de la
justicia.

Cuando la presentación de la solicitud de reconocimiento del derecho a la asistencia
jurídica gratuita se realice antes de iniciar el proceso y la acción pueda resultar perjudicada
por el transcurso de los plazos de prescripción, quedará ésta interrumpida siempre que
dentro de los plazos establecidos en esta Ley no sea posible nombrar al solicitante aboga-
do y, de ser preceptivo, procurador del turno de oficio que ejerciten la acción en nombre del
solicitante.

El cómputo del plazo de prescripción se reanudará desde la notificación al solicitante de
la designación provisional de abogado por el Colegio de Abogados o, en su caso, desde la
notificación del reconocimiento o denegación del derecho por la Comisión de Asistencia
Jurídica Gratuita y, en todo caso, en el plazo de dos meses desde la presentación de la
solicitud.

En el supuesto de que esta petición hubiere sido denegada, fuere claramente abusiva y
únicamente esté preordenada a dilatar los plazos, el órgano judicial que conozca de la
causa podrá computar los plazos en los estrictos términos legalmente previstos, con todas
las consecuencias que de ello se derive.
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Artículo 17. Resolución y notificación.

Para verificar la exactitud y realidad de los datos económicos declarados por el solici-
tante del derecho a la asistencia jurídica gratuita, la Comisión podrá realizar las comproba-
ciones y recabar la información que estime necesarias. En especial, podrá requerir de la
Administración Tributaria correspondiente la confirmación de la exactitud de los datos de
carácter tributario que consten en la documentación de esta naturaleza presentada con la
solicitud. También podrá la Comisión oír a la parte o partes contrarias en el pleito o contra
las que se pretenda ejercitar la acción, cuando sean conocidas y se estime que pueden
aportar datos para conocer la real situación económica del solicitante.

La Comisión, una vez efectuadas las comprobaciones anteriores, dictará resolución, en
el plazo máximo de treinta días, contados a partir de la recepción del expediente por la
Comisión, reconociendo o denegando el derecho a la asistencia jurídica gratuita y, en el
caso contemplado en el artículo 5, determinando cuáles de los beneficios son de aplica-
ción a la solicitud. Transcurrido dicho plazo sin que la Comisión haya resuelto expresa-
mente la solicitud, quedarán ratificadas las decisiones previamente adoptadas por el Cole-
gio de Abogados y el Colegio de Procuradores, sin perjuicio de la obligación de resolver de
dicho órgano de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

La resolución se notificará en el plazo común de tres días al solicitante, al Colegio de
Abogados y, en su caso, al Colegio de Procuradores, así como a las partes interesadas y se
comunicará al Juzgado o Tribunal que esté conociendo del proceso, o al Juez Decano de
la localidad si aquél no se hubiera iniciado.

Si el Colegio de Abogados no hubiera dictado ninguna resolución, el silencio de la
Comisión será positivo, procediendo a petición del interesado el Juez o Tribunal que co-
nozca del proceso o si la solicitud se realiza con anterioridad a la iniciación del mismo el
Juez Decano competente, a declarar el derecho en su integridad y a requerir a los Colegios
profesionales la designación provisional de abogado y procurador, en su caso. Ello sin
perjuicio de lo que resulte de las eventuales impugnaciones contra tal estimación presunta.

Artículo 18. Efectos de la resolución.

El reconocimiento del derecho implicará la confirmación de las designaciones de abo-
gado y de procurador efectuadas provisionalmente por los Colegios profesionales.

Si, por el contrario, la Comisión desestimara la pretensión, las designaciones que even-
tualmente se hubieran realizado quedarán sin efecto y el peticionario deberá, en su caso,
abonar los honorarios y derechos económicos ocasionados por la intervención de los pro-
fesionales designados con carácter provisional, en los mismos términos previstos en el
artículo 27 de esta Ley.

Artículo 19. Revocación del derecho.

La declaración errónea, el falseamiento u ocultación de datos por los solicitantes de
asistencia jurídica gratuita, que hayan sido determinantes para el reconocimiento del dere-
cho, darán lugar, en todo caso, a su revocación por parte de la Comisión de Asistencia
Jurídica Gratuita, que, a estos fines, tendrá potestades de revisión de oficio.
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La revocación contemplada en el párrafo anterior llevará consigo la obligación del pago
de todos los honorarios de abogado y procurador devengados desde la concesión del
derecho, así como la cantidad equivalente al costo de las demás prestaciones obtenidas
en razón de dicha concesión, sin perjuicio de las responsabilidades de otro orden que, en
su caso, correspondan.

Artículo 20. Impugnación de la resolución.

Quienes sean titulares de un derecho o de un interés legítimo podrán impugnar las
resoluciones que, de modo definitivo, reconozcan o denieguen el derecho a la asistencia
jurídica gratuita.

Tal impugnación, para la que no será preceptiva la intervención de Letrado, habrá de
realizarse por escrito y de forma motivada, en el plazo de cinco días desde la notificación
de la resolución o desde que haya sido conocida por cualquiera de los legitimados para
interponerla, ante el Secretario de la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita. Este remi-
tirá el escrito de impugnación, junto con el expediente correspondiente a la resolución
impugnada y una certificación de ésta, al Juzgado o Tribunal competente o al Juez Decano
para su reparto, si el procedimiento no se hubiera iniciado.

Recibido el escrito de impugnación y los documentos y certificación a que alude el
párrafo anterior, el Juez o Tribunal citará de comparecencia a las partes y al Abogado del
Estado o al Letrado de la Comunidad Autónoma correspondiente cuando de ella dependa
la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita, dentro de los ocho días siguientes y, tras oírles
y practicar la prueba que estime pertinente en el plazo de los cinco días siguientes, dictará
auto en el plazo de los cinco días siguientes manteniendo o revocando la resolución im-
pugnada.

El Juez o Tribunal competente para conocer de la impugnación, en el auto por el que
resuelva sobre la misma podrá imponer a quien la hubiere promovido de manera temeraria
o con abuso de derecho, una sanción pecuniaria de cinco mil a cincuenta mil pesetas.

Contra el auto dictado por el Juez o el Tribunal no cabrá recurso alguno.

Artículo 21. Requerimiento judicial de designación de abogado y procurador.

Si, conforme a la legislación procesal, el órgano judicial que esté conociendo del proce-
so estimara que, por las circunstancias o la urgencia del caso, fuera preciso asegurar de
forma inmediata los derechos de defensa y representación de las partes, y alguna de ellas
manifestara carecer de recursos económicos, dictará una resolución motivada requiriendo
de los Colegios profesionales el nombramiento provisional de abogado y de procurador,
cuando las designaciones no hubieran sido realizadas con anterioridad.

Dicha resolución se comunicará por el medio más rápido posible a los Colegios de
Abogados y de Procuradores, tramitándose a continuación la solicitud según lo previsto en
los artículos precedentes.
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CAPÍTULO III
ORGANIZACIÓN DE LOS SERVICIOS DE ASISTENCIA LETRADA,

DEFENSA Y REPRESENTACIÓN GRATUITAS

Artículo 22. Gestión colegial de los servicios de asistencia letrada, de defensa y de
representación gratuitas.

Los Consejos Generales de la Abogacía Española y de los Colegios de Procuradores de
los Tribunales de España y sus respectivos Colegios regularán y organizarán, a través de
sus Juntas de Gobierno, los servicios de asistencia letrada y de defensa y representación
gratuitas, garantizando, en todo caso, su prestación continuada y atendiendo a criterios de
funcionalidad y de eficiencia en la aplicación de los fondos públicos puestos a su disposi-
ción.

Los Colegios de Abogados implantarán servicios de asesoramiento a los peticionarios
de asistencia jurídica gratuita, con la finalidad de orientar y encauzar sus pretensiones.
Dicho asesoramiento tendrá, en todo caso, carácter gratuito para los solicitantes.

Los Colegios de Abogados facilitarán a los solicitantes de asistencia jurídica gratuita la
información necesaria en relación al cumplimiento de los requisitos para su concesión, así
como el auxilio en la redacción de las solicitudes correspondientes.

Artículo 23. Autonomía profesional y disciplina colegial.

Los profesionales inscritos en los servicios de justicia gratuita, a los que se refiere esta
Ley, desarrollarán su actividad con libertad e independencia de criterio, con sujeción a las
normas deontológicas y a las normas que disciplinan el funcionamiento de los servicios
colegiales de justicia gratuita.

Artículo 24. Distribución por turnos.

Los Colegios profesionales establecerán sistemas de distribución objetiva y equitativa
de los distintos turnos y medios para la designación de los profesionales de oficio. Dichos
sistemas serán públicos para todos los colegiados y podrán ser consultados por los solici-
tantes de asistencia jurídica gratuita.

Los Colegios de Abogados, salvo aquéllos en los que por la reducida dimensión de la
actividad no sea necesario, constituirán turnos de guardia permanente para la prestación
del servicio de asistencia letrada al detenido.

Artículo 25. Formación y especialización.

El Ministerio de Justicia e Interior, previo informe de los Consejos Generales de la
Abogacía y de los Colegios de Procuradores de los Tribunales de España, establecerá los
requisitos generales mínimos de formación y especialización necesarios para prestar los
servicios de asistencia jurídica gratuita, con objeto de asegurar un nivel de calidad y de
competencia profesional que garantice el derecho constitucional a la defensa. Dichos re-
quisitos serán de obligado cumplimiento para todos los Colegios profesionales, sin perjui-
cio de los requisitos complementarios que puedan establecer las Comunidades Autóno-
mas competentes.
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Artículo 26. Responsabilidad patrimonial.

En lo que afecta al funcionamiento de los servicios de asistencia jurídica gratuita, los
Colegios de Abogados y de Procuradores estarán sujetos a los mismos principios de res-
ponsabilidad patrimonial establecidos para las Administraciones públicas por la Ley 30/
1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común.

CAPÍTULO IV
DESIGNACIÓN DE ABOGADO Y DE PROCURADOR DE OFICIO

Artículo 27. Efectos del reconocimiento del derecho.

El reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita llevará consigo la desig-
nación de abogado y, cuando sea preciso, de procurador de oficio, sin que en ningún caso
puedan actuar simultáneamente un abogado de oficio y un procurador libremente elegido,
o viceversa, salvo que el profesional de libre elección renunciara por escrito a percibir sus
honorarios o derechos ante el titular del derecho a la asistencia jurídica gratuita y ante el
Colegio en el que se halle inscrito.

Si el derecho no fuera reconocido, los profesionales intervinientes podrán percibir de
sus defendidos o representados los honorarios correspondientes a las actuaciones practi-
cadas.

Artículo 28. Renuncia a la designación.

Quienes tengan derecho en los términos previstos en esta Ley a la asistencia jurídica
gratuita podrán, no obstante lo previsto en el artículo anterior, renunciar expresamente a la
designación de abogado y procurador de oficio, nombrando libremente a profesionales de
su confianza debiendo constar expresamente este extremo en la solicitud y afectando
simultáneamente esta renuncia al abogado y procurador.

La renuncia posterior a la designación, que, asimismo, deberá afectar simultáneamente
al abogado y procurador designados de oficio, tendrá que ser comunicada expresamente a
la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita y a los correspondientes Colegios Profesiona-
les y no implicará la pérdida de las demás prestaciones reconocidas en la concesión del
derecho de asistencia jurídica gratuita.

Artículo 29. Especialidades del orden jurisdiccional penal.

En el orden penal se aplicarán, además de las reglas contenidas en la presente Ley, las
garantías previstas en la Ley de Enjuiciamiento Criminal con objeto de asegurar, en todo
caso, el derecho a la defensa desde el mismo momento de la detención.

Artículo 30. Aplicación de fondos públicos.

La intervención de profesionales designados de oficio para la asistencia, defensa y
representación gratuita sólo podrá ser retribuida con cargo a los fondos públicos contem-
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plados en el artículo 37, cuando exista reconocimiento expreso del derecho a la asistencia
jurídica gratuita efectuado en los términos contemplados en esta Ley.

Artículo 31. Obligaciones profesionales.

Los abogados y procuradores designados desempeñaran sus funciones de asistencia y
representación de forma real y efectiva hasta la terminación del proceso en la instancia
judicial de que se trate y, en su caso, la ejecución de las sentencias, si las actuaciones
procesales en ésta se produjeran dentro de los dos años siguientes a la resolución judicial
dictada en la instancia, sin perjuicio del efecto de las causas de renuncia o excusa que
estén previstas en la Ley.

Sólo en el orden penal podrán los abogados designados excusarse de la defensa. Para
ello deberá concurrir un motivo personal y justo, que será apreciado por los Decanos de los
Colegios.

La excusa deberá formularse en el plazo de tres días desde la notificación de la desig-
nación y resolverse en el plazo de cinco días desde su presentación.

Artículo 32. Insostenibilidad de la pretensión.

Cuando el abogado designado para un proceso considere insostenible la pretensión
que pretende hacerse valer, deberá comunicarlo a la Comisión de Asistencia Jurídica Gra-
tuita, dentro de los seis días siguientes a su designación, exponiendo los motivos jurídicos
en los que fundamenta su decisión. Transcurrido dicho plazo sin que se produzca tal comu-
nicación, o sin que el abogado pida la interrupción del mismo por falta de la documentación
necesaria para evaluar la pretensión, éste quedará obligado a asumir la defensa.

Salvo lo dispuesto en el artículo anterior, la defensa del acusado o imputado será obli-
gatoria.

Artículo 33. Tramitación.

1. Solicitada por el abogado la interrupción del plazo previsto en el artículo anterior, por
falta de la documentación necesaria, la Comisión requerirá al interesado para que la pre-
sente en un plazo máximo de diez días.

Transcurrido este plazo sin que el interesado haya presentado dicha documentación, la
Comisión archivará la solicitud.

Presentada la documentación, ésta se aportará al abogado, reanudándose el plazo
para analizar la viabilidad de la pretensión.

Si la Comisión estima que la documentación con la que cuenta el abogado, en el mo-
mento de la solicitud, es suficiente para analizar la viabilidad de la pretensión principal,
inadmitirá la solicitud de interrupción, reanudándose el plazo para formulación de la
insostenibilidad desde la notificación de la resolución de inadmisión.

2. Formulada la insostenibilidad de la pretensión, la Comisión recabará del Colegio de
Abogados un dictamen sobre su viabilidad, que deberá emitirse en el plazo de seis días.

Se solicitará, asimismo, informe fundado del Ministerio Fiscal cuando el dictamen del
Colegio de Abogados coincidiera con el del abogado designado. Dicho informe se emitirá
en el plazo de seis días.
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Artículo 34. Nombramiento de segundo abogado.

Si el Colegio de Abogados o el Ministerio Fiscal estimaran defendible la pretensión, se
procederá al nombramiento de un segundo abogado. Los dictámenes emitidos por el Cole-
gio de Abogados y por el Ministerio Fiscal serán aportados al nuevo abogado, para quien
será obligatoria la defensa.

En caso de que el Colegio de Abogados y el Ministerio Fiscal estimaran indefendible la
pretensión, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita desestimará la solicitud.

Artículo 35. Insostenibilidad en vía de recurso.

El mismo procedimiento previsto en los artículos anteriores se seguirá cuando se trate
de interponer recursos contra resoluciones que hayan puesto fin al proceso en la instancia
correspondiente, si el abogado del recurrente considerase inviable la pretensión.

El cómputo del plazo para la interposición de los recursos quedará suspendido hasta
tanto se resuelve materialmente la viabilidad de la pretensión.

En el orden penal y respecto de los condenados no cabrá formular insostenibilidad de la
pretensión.

Artículo 36. Reintegro económico.

1. Si en la sentencia que ponga fin al proceso hubiera pronunciamiento sobre costas, a
favor de quien obtuvo el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita o de
quien lo tuviera legalmente reconocido, deberá la parte contraria abonar las costas causa-
das en la defensa de aquélla.

2. Cuando en la sentencia que ponga fin al proceso fuera condenado en costas quien
hubiera obtenido el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita o quien lo
tuviera legalmente reconocido, éste quedará obligado a pagar las causadas en su defensa
y las de la parte contraria, si dentro de los tres años siguientes a la terminación del proceso
viniere a mejor fortuna, quedando mientras tanto interrumpida la prescripción del artículo
1.967 del Código Civil. Se presume que ha venido a mejor fortuna cuando sus ingresos y
recursos económicos por todos los conceptos superen el doble del módulo previsto en el
artículo 3, o si se hubieran alterado sustancialmente las circunstancias y condiciones teni-
das en cuenta para reconocer el derecho conforme a la presente Ley.

3. Cuando la sentencia que ponga fin al proceso no contenga expreso pronunciamiento
en costas, venciendo en el pleito el beneficiario de la justicia gratuita, deberá éste pagar
las costas causadas en su defensa, siempre que no excedan de la tercera parte de lo que
en él haya obtenido. Si excedieren se reducirán a lo que importe dicha tercera parte,
atendiéndose a prorrata sus diversas partidas.

4. Cuando se reconozca el derecho a asistencia jurídica gratuita para procesos en los
que proceda la petición de «litis expensas» y éstas fueren concedidas en resolución firme
a favor de la parte que litiga con el reconocimiento del derecho a asistencia jurídica gratui-
ta, el Letrado y procurador intervinientes podrán exigir a ésta el pago de sus honorarios,
hasta el importe total de la partida aprobada judicialmente para este concepto.

5. Obtenido el pago por los profesionales designados de oficio conforme a las reglas
contempladas en los apartados anteriores, estarán obligados a devolver las cantidades
eventualmente percibidas con cargo a fondos públicos por su intervención en el proceso.



23

CÓDIGO DEL TURNO DE OFICIO

Para el cálculo de sus honorarios y derechos, se estará a las normas sobre honorarios
de abogados de cada Colegio, así como a los aranceles de los procuradores vigentes en el
momento de la sustanciación del proceso.

CAPÍTULO V
SUBVENCIÓN Y SUPERVISIÓN DE LOS SERVICIOS

DE ASISTENCIA JURÍDICA GRATUITA

Artículo 37. Subvención.

El Ministerio de Justicia e Interior subvencionará, con cargo a sus dotaciones presu-
puestarias, la implantación y prestación de los servicios de asistencia jurídica gratuita por
los Colegios de Abogados y de Procuradores.

El importe de la subvención se aplicará fundamentalmente a retribuir las actuaciones
profesionales previstas en los apartados 1 a 3 del artículo 6 de esta Ley, cuando tengan por
destinatarios a quienes hayan obtenido el reconocimiento del derecho a la asistencia jurí-
dica gratuita.

Artículo 38. Gastos de funcionamiento.

El importe máximo de la subvención que podrá ser destinado por los Colegios profesio-
nales a atender el funcionamiento operativo de los servicios de asistencia jurídica gratuita,
de las unidades encargadas del asesoramiento y la orientación previos al proceso a los
ciudadanos y de la calificación provisional de las pretensiones solicitadas, no podrá supe-
rar en ningún caso el 8 por 100 del crédito total consignado en el presupuesto de cada
ejercicio.

Artículo 39. Gestión colegial de la subvención.

Los Consejos Generales de la Abogacía Española y de los Colegios de los Procurado-
res de los Tribunales de España distribuirán entre los Colegios de Abogados y de Procu-
radores el importe de la subvención que corresponda a la actividad desarrollada por cada uno.

Los Consejos Generales y los Colegios, en cuanto entidades colaboradoras para la
gestión de la subvención, estarán sometidos a las obligaciones establecidas para dichos
sujetos por la Ley General Presupuestaria.

Artículo 40. Retribución por baremo.

En atención a la tipología de procedimientos en los que intervengan los profesionales
designados de oficio, se establecerán, previo informe del Consejo General de la Abogacía
Española y del Consejo General de los Colegios de los Procuradores de los Tribunales de
España, las bases económicas y módulos de compensación por la prestación de los servi-
cios de asistencia jurídica gratuita.
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Artículo 41. Quejas y denuncias.

Las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita darán traslado a los Colegios profesio-
nales correspondientes a su ámbito territorial de las quejas o denuncias formuladas como
consecuencia de las actuaciones de los profesionales encargados de los servicios colegia-
les de asistencia jurídica gratuita, sin perjuicio de aquellas actuaciones judiciales que
resultaren procedentes.

Los Colegios estarán obligados a comunicar a las citadas Comisiones las resoluciones
y medidas adoptadas como consecuencia de los expedientes disciplinarios que, en su
caso, fueran incoados. Dichas resoluciones podrán ser recurridas por las Comisiones.

CAPÍTULO VI
RÉGIMEN DISCIPLINARIO

Artículo 42. Correcciones disciplinarias.

El régimen disciplinario de los abogados y procuradores de los servicios de asistencia
jurídica gratuita se regirá por las mismas reglas establecidas con carácter general para el
desempeño de dichas profesiones, con las siguientes especialidades:

a) La indebida percepción de honorarios, derechos o beneficios económicos tendrá
siempre la consideración de falta muy grave.

b) La imposición de sanciones por infracciones graves o muy graves, relacionadas con
las actuaciones desarrolladas en aplicación de lo establecido en esta Ley, llevará
aparejada, en todo caso, la exclusión del profesional de los servicios de asistencia
jurídica gratuita.

Artículo 43. Separación cautelar.

Abierto un expediente disciplinario por un Colegio profesional como consecuencia de
quejas o denuncias formuladas por los usuarios de los servicios de asistencia jurídica
gratuita, y cuando la gravedad de los hechos denunciados así lo aconseje, podrá acordarse
la separación cautelar del servicio del profesional presuntamente responsable de aquellos
hechos, por un período máximo de seis meses hasta tanto se resuelva el expediente disci-
plinario incoado al efecto.

CAPÍTULO VII
APLICACIÓN EN ESPAÑA DE TRATADOS Y CONVENIOS

INTERNACIONALES SOBRE ASISTENCIA JURÍDICA GRATUITA

Artículo 44. Autoridad Central.

El Ministerio de Justicia e Interior, a través de la Autoridad Central receptora de la
aplicación en España del Convenio Europeo relativo a la transmisión de solicitudes de
asistencia jurídica gratuita de 27 de enero de 1977 y del Convenio de La Haya de acceso
internacional a la Justicia de 25 de octubre de 1980, formulará ante las Comisiones de
Asistencia Jurídica Gratuita las solicitudes de justicia gratuita formuladas al amparo de
dichos Convenios.
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Artículo 45. Tramitación.

La tramitación de las solicitudes de justicia gratuita a que se refiere el artículo anterior,
se ajustará a las reglas de procedimiento establecidas en esta Ley, con las siguientes
excepciones:

a) El plazo para la impugnación prevista en el artículo 20 será de dos meses.
b) El plazo para la subsanación de deficiencias contemplado en el artículo 14 será de

dos meses, contados a partir de la fecha en que la Comisión de Asistencia Jurídica
Gratuita notifique la insuficiencia documental.

c) Los documentos presentados estarán redactados o traducidos al castellano, que-
dando dispensados de cualquier formalidad de legalización o apostilla.

Disposición adicional primera.

1. El capítulo I, los artículos 9, 10.1, 12 y 16 a 21 del capítulo II, los artículos 27 a 29 y
31 a 36 del capítulo IV, el capítulo VII, las disposiciones adicionales tercera, cuarta y quin-
ta, y la disposición derogatoria, se dictan al amparo de las competencias que al Estado
atribuye el artículo 149.1.3.ª, 5.ª y 6.ª de la Constitución Española, sobre «Relaciones
Internacionales», «Administración de Justicia» y «Legislación procesal», respectivamente.

2. Los artículos 25 y 26 del capítulo III y el capítulo VI, se dictan en virtud de la compe-
tencia del Estado reconocida en el artículo 149.1.18.ª de la Constitución Española, confor-
me al cual corresponde a éste dictar las «Bases del Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas».

3. Los restantes preceptos serán de aplicación en defecto de normativa específica de
las Comunidades Autónomas que hayan asumido el ejercicio efectivo de las competencias
en materia de provisión de medios para la Administración de Justicia.

Disposición adicional segunda.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2, la Cruz Roja Española tendrá reconocido el
derecho a la asistencia jurídica gratuita, sin necesidad de acreditar insuficiencia de recur-
sos para litigar.

Igual derecho asistirá a las Asociaciones de Consumidores y Usuarios, en los términos
previstos en el artículo 2.2 de la Ley 26/1984, de 19 de julio, para la Defensa de los Consu-
midores y Usuarios.

Disposición adicional tercera.

Los artículos que a continuación se relacionan de la Ley de Enjuiciamiento Civil, ten-
drán la siguiente redacción:

1. El artículo 844 tendrá la siguiente redacción:
«Cuando el apelante tenga reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita, se
le tendrá por personado en tiempo ante el Tribunal superior, si dentro del término del
emplazamiento compareciere ante el mismo por sí o por medio de otra persona,
solicitando la designación de abogado y procurador de oficio.
La misma pretensión podrá deducir al hacerle el emplazamiento, en cuyo caso lo
consignará el Secretario en la diligencia.
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En estos casos, la designación se efectuará conforme a lo previsto en la Ley de
Asistencia Jurídica Gratuita y se entenderán con el Procurador nombrado de oficio
todas las actuaciones en representación del apelante.»

2. El artículo 1.701 tendrá la siguiente redacción:
«Si la parte recurrente en queja tuviere reconocido el derecho a la asistencia jurídica
gratuita, la designación de abogado y procurador que le defiendan y representen se
efectuará conforme a lo previsto en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita y el plazo
de presentación del escrito de interposición del recurso se computará a partir de la
comunicación de las designaciones, siempre que haya mediado solicitud de la parte
dentro de los diez días siguientes a la notificación de la sentencia.»

3. El primer párrafo de la regla 6.ª del artículo 1.708, tendrá la siguiente redacción:
«En los casos en que el recurso de casación fuere interpuesto por el Letrado desig-
nado en turno de oficio, tendrá siempre un plazo no inferior a los veinte días, conta-
dos desde el siguiente a aquél en que se disponga de las actuaciones para hacerlo,
interrumpiéndose, si es necesario, a tal fin, el plazo de los cuarenta días fijados en el
emplazamiento».

Disposición adicional cuarta.

Los artículos y rúbricas que a continuación se relacionan de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal tendrán la siguiente redacción:

1. El Título V del Libro I se denominará «Del derecho de defensa y de la asistencia
jurídica gratuita en los juicios criminales».

2. El artículo 121 tendrá la siguiente redacción:
«Todos los que sean parte en una causa, si no se les hubiere reconocido el derecho
a la asistencia jurídica gratuita, tendrán obligación de satisfacer los derechos de los
procuradores que les representen, los honorarios de los abogados que les defien-
dan, los de los peritos que informen a su instancia y las indemnizaciones de los
testigos que presentaren, cuando los peritos y testigos, al declarar, hubiesen formu-
lado su reclamación y el Juez o Tribunal la estimaren.
Ni durante la causa ni después de terminada tendrán la obligación de satisfacer las
demás costas procesales, a no ser que a ello fueren condenados.
El procurador que, nombrado por los que fueren parte en una causa, haya aceptado
su representación tendrá la obligación de pagar los honorarios a los Letrados de que
se valiesen los clientes para su defensa.
Los que tuvieren reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita, podrán va-
lerse de abogado y procurador de su elección; pero en este caso estarán obligados
a abonarles sus honorarios y derechos, como se dispone respecto de los que no
tengan reconocido dicho derecho, salvo que los profesionales de libre elección re-
nunciaran a la percepción de honorarios o derechos en los términos previstos en el
artículo 27 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita.»

3. El último párrafo del artículo 875 tendrá la siguiente redacción:
«Si el recurrente tuviese reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita o
apareciese declarado insolvente total o parcial, quedará obligado a responder de la
cantidad referida, si viniere a mejor fortuna, en la forma que dispone el artículo
857.»
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Disposición adicional quinta.

El artículo 21 de la Ley de Procedimiento Laboral, texto refundido aprobado por el Real
Decreto legislativo 2/1995, de 7 de abril, tendrá la siguiente redacción:

«1. La defensa por abogado tendrá carácter facultativo en la instancia, con excep-
ción de lo previsto en el artículo siguiente, pero podrá utilizarla cualquiera de los
litigantes, en cuyo caso será de su cuenta el pago de los honorarios o derechos
respectivos, con las excepciones fijadas en el artículo 2, d), de la Ley de Asistencia
Jurídica Gratuita.
2. Si el demandante pretendiese comparecer en el juicio asistido de abogado o
representado por procurador o graduado social colegiado, lo hará constar en la de-
manda. Asimismo, el demandado pondrá esta circunstancia en conocimiento del
Juzgado o Tribunal por escrito, dentro de los dos días siguientes al de su citación
para el juicio, con objeto de que, trasladada tal intención al actor, pueda éste estar
representado por procurador o graduado social colegiado, designar abogado en otro
plazo igual o solicitar su designación a través del turno de oficio. La falta de cumpli-
miento de estos requisitos supone la renuncia de la parte al derecho de valerse en el
acto de juicio de abogado, procurador o graduado social colegiado.
3. Si en cualquier otra actuación, diversa al acto de juicio, cualquiera de las partes
pretendiese actuar asistido de Letrado, el Juez o Tribunal adoptará las medidas
oportunas para garantizar la igualdad de las partes.
4. La solicitud de designación de abogado por el turno de oficio por los trabajadores
y los beneficiarios del Sistema de Seguridad Social comportará la suspensión de los
plazos de caducidad o la interrupción de la prescripción de acciones.»

Disposición transitoria única.

Las solicitudes de justicia gratuita, presentadas con anterioridad a la entrada en vigor
de la presente Ley, se regirán por la normativa vigente en el momento de efectuar la
solicitud.

Disposición derogatoria única.

Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo establecido en esta Ley, y en
particular:

a) De la Ley de Enjuiciamiento Civil:
- El inciso primero del número 4.º del artículo 4, cuando dice «justicia gratuita».
- Los artículos 13 a 50, ambos inclusive.
- Las reglas 3.ª, 4.ª y 5.ª del artículo 1.708.
- El artículo 1.719.

b) De la Ley de Enjuiciamiento Criminal:
- El artículo 119.
- El artículo 120.
- Los artículos 123 a 140, ambos inclusive.
- Los apartados 2, 4 y 5 del artículo 788.
- El último párrafo del artículo 874.
- Los tres primeros párrafos del artículo 876.
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c) Del Real Decreto legislativo 2/1995, de 7 de abril, por el que se aprueba el texto
refundido de la Ley de Procedimiento Laboral:
- Los artículos 25 y 26.

d) De la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de di-
ciembre de 1956:
- El artículo 132.

e) El artículo 6.3 del Real Decreto-ley 18/1982, de 24 de septiembre, de régimen de los
fondos de Garantía de Depósitos de Bancos Privados, Cajas de Ahorro y Coopera-
tivas de Crédito.

f) El artículo 59.3 del Real Decreto legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se
aprueba el texto refundido de la Ley General de Seguridad Social.

Disposición final primera.

En el plazo de seis meses desde la publicación de la presente Ley, el Gobierno, en el
ámbito de sus competencias, dictará el Reglamento General de desarrollo de la misma, en
el que se contendrán necesariamente los siguientes extremos:

a) Las normas de organización y funcionamiento de la Comisiones de Asistencia Jurí-
dica Gratuita.

b) Normalización de los documentos a presentar por los solicitantes de asistencia jurí-
dica gratuita.

c) El procedimiento para la aplicación de la subvención.
d) El sistema de determinación de las bases económicas y módulos de compensación

con cargo a fondos públicos por la prestación de los servicios de asistencia jurídica
gratuita.

e) El sistema de provisión de la asistencia pericial gratuita prevista en el apartado 6 del
artículo 6.

Disposición final segunda.

La presente Ley entrará en vigor a los seis meses de su publicación en el «Boletín
Oficial del Estado».

Entrada en vigor: El 13 de julio de 1996.
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I. 4. REGLAMENTO DE ASISTENCIA JURÍDICA GRATUITA DE 25 DE JULIO DE 2003
Real Decreto 996/2003 (B.O.E. 188/2003, publicado el 07/08/2003)

La Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, y su reglamento de
desarrollo aprobado por el Real Decreto 2103/1996, de 20 de septiembre, modificado por
el Real Decreto 1949/2000, de 1 de diciembre, y por el Real Decreto 1162/2001, de 26 de
octubre, operaron una profunda reforma en el sistema de reconocimiento del derecho a la
asistencia jurídica gratuita, así como en el funcionamiento de los servicios colegiales de
abogados y procuradores encargados de su prestación.

La Ley 38/2002, de 24 de octubre, de reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal, ha incorporado importantes novedades con el fin de conseguir la celeridad en la
respuesta ante la delincuencia, con la creación de un proceso especial para el enjuicia-
miento rápido de determinados delitos que permita su enjuiciamiento inmediato.

La más importante aceleración de estos procesos es la que ha de darse en el tiempo
que transcurre desde la incoación del proceso penal hasta la celebración del juicio oral,
siendo por tanto, pieza clave del nuevo procedimiento, la instrucción concentrada ante el
juzgado de guardia y durante el tiempo que dure el servicio de guardia de dicho órgano
judicial, prorrogable en aquellos partidos judiciales en que dicho servicio no tenga carácter
permanente.

Junto a esta instrucción concentrada y con el fin de alcanzar su objetivo, la norma
prevé así mismo que el juicio oral, la emisión de la sentencia, así como la tramitación de
los eventuales recursos que puedan interponerse, se realicen con rapidez, por lo que esta-
blece para ello plazos reducidos.

Esta agilización y concentración de actuaciones ante el juzgado de guardia hace preci-
so asegurar la presencia en aquéllas de forma inmediata de abogados, que aseguren el
derecho de asistencia letrada y de defensa y representación de las partes, y se prevé, en el
ámbito de la justicia gratuita y en este tipo de procedimientos, que sea un único letrado el
que preste la asistencia, desde la detención, si la hubiera, hasta la finalización del proceso,
así como que las solicitudes de reconocimiento del derecho gocen de prioridad en su
tramitación.

Esta reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento Criminal tiene una repercusión directa
en el Reglamento de asistencia jurídica gratuita, por lo que es necesario abordar su modi-
ficación, mediante la incorporación de las previsiones necesarias a las que debe ajustarse
el procedimiento para la tramitación de solicitudes correspondientes a procesos de enjui-
ciamiento rápido.

Se modifica, pues, la estructura del vigente Reglamento de asistencia jurídica gratuita,
dividiendo el capítulo II, «Procedimiento para el reconocimiento del derecho a la asistencia
jurídica gratuita», en dos secciones: una sección 1ª., de «Procedimiento general», y una
sección 2ª., de «Procedimiento especial para los procesos de enjuiciamiento rápido de
determinados delitos». Asimismo, con el fin de clarificar los conceptos «asistencia letrada
de oficio» y «asistencia y representación gratuitas», el capítulo III pasa a denominarse
«Organización de los servicios de asistencia letrada, defensa y representación», que se
divide asimismo en dos secciones, sección 1ª., «Asistencia letrada de oficio», y sección
2ª., «Asistencia jurídica gratuita».

Por lo que se refiere a la composición de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratui-
ta, se procede a su adaptación a la reciente modificación efectuada por la Ley 7/2003, de
1 de abril, de la sociedad limitada Nueva Empresa por la que se modifica la Ley 2/1995, de
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23 de marzo, de Sociedades de Responsabilidad Limitada, que modifica la regulación que
en esta materia se contenía en la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de medidas fiscales,
administrativas y del orden social.

Por último, las nuevas previsiones que se establecen determinan la modificación del
modelo normalizado de solicitud que figuraba como anexo I del citado reglamento y los
módulos y bases de compensación económica establecidos en el anexo II.

Por razones de técnica legislativa y para evitar la dispersión normativa, se ha optado
por elaborar un nuevo texto que deroga el anterior y al que se incorporan, además de las
mencionadas modificaciones, aquéllas que se han venido produciendo desde la entrada
en vigor del Real Decreto 2103/1996, operadas por el Real Decreto 1949/2000, de 1 de
diciembre, y por el Real Decreto 1162/2001, de 26 de octubre, texto en el que se regula el
procedimiento para el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita por la
Administración General del Estado, de conformidad con lo dispuesto por la Ley 1/1996, de
10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, y que se aplicará al reconocimiento del dere-
cho en relación con todo tipo de procesos ante órganos jurisdiccionales españoles, cuya
sede radique en el territorio de comunidades autónomas que no hayan recibido los traspa-
sos en materia de provisión de medios al servicio de la Administración de Justicia, o que
extiendan su competencia a todo el territorio nacional, con las excepciones que en aquél
se establecen.

Este real decreto se dicta al amparo de la habilitación conferida al Gobierno por la
disposición final primera de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita.
Ha sido informado por el Consejo General del Poder Judicial, por las comunidades autóno-
mas con competencias asumidas en materia de Justicia y por los Consejos Generales de
la Abogacía Española y de los Colegios de Procuradores de los Tribunales de España.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Justicia y de Hacienda, con la aprobación
previa del Ministro de Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y
previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 25 de julio de 2003,

DISPONGO:

Artículo único. Aprobación de Reglamento.

Se aprueba el Reglamento de asistencia jurídica gratuita, cuyo texto se inserta a conti-
nuación de este real decreto.

Disposición adicional única. Asistencia jurídica gratuita en los procedimientos adminis-
trativos de extranjería y asilo.

Este real decreto será aplicable al derecho a la asistencia jurídica gratuita en los proce-
dimientos administrativos de extranjería y asilo, sin perjuicio de lo que disponga su norma-
tiva específica.

Disposición transitoria única. Devengo de retribuciones.

Las retribuciones derivadas de intervenciones en procesos iniciados con anterioridad a
la entrada en vigor de este real decreto se realizarán conforme a los módulos y bases
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económicas establecidas por el Real Decre to 1949/2000, de 1 de diciembre, por el que se
modifica el Reglamento de asistencia jurídica gratuita, excepto en el orden penal para
aquellos procesos a que se refiere la Ley 38/2002, de 24 de octubre, de reforma parcial de
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, iniciados con posterioridad a la entrada en vigor de
dicha norma, que se retribuirán conforme a los módulos establecidos en este real decreto.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Queda derogado el Real Decreto 2103/1996, de 20 de septiembre, así como las modi-
ficaciones a éste operadas por el Real Decreto 1949/2000, de 1 de diciembre, y por el Real
Decreto 1162/2001, de 26 de octubre, así como cuantas disposiciones de igual o inferior
rango se opongan a lo establecido en este real decreto.

Disposición final primera. Desarrollo normativo.

Se autoriza al Ministro de Justicia para dictar, en el ámbito de sus competencias, las
disposiciones necesarias para la aplicación de este real decreto.

Disposición final segunda. Efectos económicos.

Los módulos y bases de compensación económicos establecidos en el anexo II del
reglamento que se aprueba por este real decreto serán de aplicación para la retribución de
abogados y procuradores por su asistencia a beneficiarios de asistencia jurídica gratuita en
los procesos que se inicien a partir de su entrada en vigor.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el
«Boletín Oficial del Estado».
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REGLAMENTO DE ASISTENCIA JURÍDICA GRATUITA

TÍTULO PRELIMINAR
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.

1. Este reglamento regula el procedimiento para el reconocimiento del derecho a la
asistencia jurídica gratuita por la Administración General del Estado, de conformidad con
lo dispuesto por la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita.

2. Este reglamento será de aplicación al reconocimiento del derecho de asistencia jurí-
dica gratuita en relación con todo tipo de procesos ante órganos jurisdiccionales españoles
cuya sede radique en el territorio de comunidades autónomas que no hayan recibido los
traspasos en materia de provisión de medios al servicio de la Administración de Justicia o
que extiendan su competencia a todo el territorio nacional.

3. Se exceptúan de lo dispuesto en los apartados anteriores los artículos 16 ; 20; apar-
tados 1, 3 y 4 del artículo 27 ; 33; 34, y 35 de este reglamento, que, de conformidad con lo
previsto en la disposición adicional primera de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia
Jurídica Gratuita, serán de aplicación general en todo el territorio nacional.

TÍTULO I
ÓRGANOS COMPETENTES Y PROCEDIMIENTOS

CAPÍTULO I
NORMAS DE ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO

DE LAS COMISIONES DE ASISTENCIA JURÍDICA GRATUITA

Artículo 2. Ámbito territorial de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita.

1. Se constituirá una Comisión Central de Asistencia Jurídica Gratuita en la ciudad de
Madrid para el reconocimiento de este derecho en relación con los procesos seguidos ante
órganos jurisdiccionales que extiendan su competencia a todo el territorio nacional, así
como una en cada capital de provincia del ámbito competencial del Ministerio de Justicia,
en las ciudades de Ceuta y Melilla y en las islas de Menorca e Ibiza, a las que correspon-
derán las funciones y competencias de estas comisiones previstas en la Ley de Asistencia
Jurídica Gratuita y en este reglamento, en su respectivo ámbito territorial.

2. Por real decreto, previa aprobación del Ministro de Administraciones Públicas, se
podrá acordar la creación de delegaciones de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gra-
tuita en aquellos casos en los que el volumen de asuntos a tratar, las circunstancias geo-
gráficas u otras causas justificadas lo aconsejen.

Cuando se trate de delegaciones de comisiones en cuya composición se integren fun-
cionarios de Delegaciones o Subdelegaciones del Gobierno, conforme a lo establecido en
el artículo 3.2.b), su creación se llevará a cabo a propuesta conjunta del Ministro de Justi-
cia y del Ministro de Administraciones Públicas.

3. El real decreto de creación de las delegaciones determinará su ámbito territorial y
fijará su composición, en la que estarán representadas las mismas instituciones que inte-
gran con carácter general las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita.
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4. Las delegaciones, que tendrán las mismas funciones que las Comisiones de Asisten-
cia Jurídica Gratuita, estarán sujetas a las directrices de actuación y a los criterios genera-
les que, para reconocer el derecho a la asistencia jurídica gratuita, adopten las comisiones
provinciales, y les serán de aplicación las reglas de funcionamiento que se prevén en este
reglamento.

Artículo 3. Composición y designación de miembros.

1. La Comisión Central de Asistencia Jurídica Gratuita estará presidida por un miembro
del Ministerio Fiscal, designado por el Fiscal General del Estado, y compuesta por los
Decanos del Colegio de Abogados y del Colegio de Procuradores de Madrid o por el abo-
gado y procurador que ellos designen ; por un Abogado del Estado y por un funcionario del
Ministerio de Justicia, perteneciente a un cuerpo o escala del grupo A que, además, actua-
rá como secretario.

2. Las restantes Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita estarán presididas por un
miembro del Ministerio Fiscal, que será designado por el Fiscal Jefe de la Fiscalía del
Tribunal Superior de Justicia o, en su caso, de la Audiencia Provincial. Asimismo formarán
parte de las comisiones los siguientes vocales:

a) Un Abogado del Estado, designado por el Abogado General del Estado-Director del
Servicio Jurídico del Estado.

b) Un funcionario que ocupe un puesto de trabajo cuyo desempeño corresponda a
funcionarios pertenecientes a cuerpos o escalas del grupo A, que ejercerá las fun-
ciones de secretario de la comisión y que será designado conforme a las siguientes
reglas:
1ª. Para las comisiones de aquellas provincias en las que exista Gerencia Territorial

del Ministerio de Justicia, el funcionario será designado por el Subsecretario de
Justicia, de entre los destinados en dicha Gerencia.

2ª. Para las comisiones de aquellas provincias en las que no exista Gerencia Territo-
rial del Ministerio de Justicia, el funcionario será designado por el Delegado o
Subdelegado de Gobierno, en su caso, de entre los destinados en la Delegación
o Subdelegación de Gobierno respectiva.

3ª. Para las comisiones de las islas, en las que no radica la capital de provincia, el
funcionario será designado por el Director Insular de la Administración General
del Estado, de entre los destinados en la respectiva Dirección Insular.

c) El Decano del Colegio de Abogados de la provincia, o el abogado que aquél designe.
d) El Decano del Colegio de Procuradores de la provincia, o el procurador que aquél

designe.
En las provincias donde exista más de un Colegio de Abogados o de Procuradores,
su representante será designado de común acuerdo por los Decanos de éstos.

3. Al objeto de garantizar la continuidad de los trabajos y el buen funcionamiento de las
comisiones, las instituciones encargadas de la designación nombrarán, además, un su-
plente por cada miembro de la comisión, incluido el presidente. Los miembros titulares y
suplentes podrán actuar indistintamente.

4. Los miembros de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita tendrán derecho a
una indemnización en concepto de asistencia a las reuniones que celebren, en los térmi-
nos, condiciones y por el importe que se establezca por el Ministerio de Hacienda, a pro-
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puesta del Ministerio de Justicia, de conformidad con lo establecido en los artículos 27 y 28
del Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por razón del servicio.

Artículo 4. Dependencia orgánica, soporte administrativo y sede.

1. Las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita quedarán adscritas orgánicamente a
las Gerencias Territoriales del Ministerio de Justicia o, donde no existan, a las Delegacio-
nes o Subdelegaciones del Gobierno.

Estos órganos prestarán el soporte administrativo y el apoyo técnico necesarios para su
funcionamiento.

2. Las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita tendrán su sede en las dependencias
que los órganos mencionados en el apartado anterior pongan a su disposición o, en su
caso, en los de órganos judiciales radicados en su ámbito territorial.

Artículo 5. Información sobre los servicios de justicia gratuita.

1. Las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita dispondrán de las listas de colegia-
dos ejercientes adscritos a los servicios de justicia gratuita, con indicación de su domicilio
profesional y, en su caso, de especializaciones por órdenes jurisdiccionales o en las diver-
sas ramas jurídicas.

En las sedes de las comisiones se expondrán las normas de funcionamiento, sede y
horarios de atención al público de los servicios de orientación jurídica de los colegios de
abogados.

2. La información a la que se refiere el apartado anterior estará a disposición de toda
persona interesada en acceder a los servicios de justicia gratuita, y será semestralmente
actualizada por los respectivos colegios.

Artículo 6. Normas de funcionamiento.

1. El funcionamiento de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita se ajustará a lo
establecido en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita y, con carácter general, se regirá por
lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, para los órganos colegia-
dos.

2. Las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita se reunirán, con carácter ordinario,
una vez cada 15 días, sin perjuicio de que el presidente de la comisión acuerde variar
dicha periodicidad, atendiendo al volumen de los asuntos a tratar.

Artículo 7. Funciones.

Son funciones de las comisiones, en los términos previstos en la Ley de Asistencia
Jurídica Gratuita, las siguientes:

a) Reconocer, denegar o revocar, en su caso, el derecho a la asistencia jurídica gratui-
ta, mediante confirmación o modificación, en su caso, de las decisiones previamen-
te adoptadas por los colegios profesionales.

b) Efectuar las comprobaciones y recabar la información que a lo largo de la tramita-
ción de las solicitudes de asistencia jurídica gratuita se estimen necesarias, y reque-
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rir de la Administración correspondiente la confirmación de la exactitud de los datos
alegados por los solicitantes, para lo cual podrán utilizarse, a tal efecto, los proce-
dimientos telemáticos de transmisión de datos, siempre que el interesado así lo
autorice.

c) Adoptar, previa consulta a los respectivos colegios profesionales, aquellas medidas
que permitan conocer, con la periodicidad que se estime conveniente, la situación
de los expedientes.

d) Recibir y trasladar al juzgado o tribunal correspondiente el escrito de impugnación
de las resoluciones que, de modo definitivo, reconozcan o denieguen el derecho.

e) Tramitar las comunicaciones relativas a la insostenibilidad de la pretensión presen-
tadas por los abogados.

f) Supervisar las actuaciones de los servicios de orientación jurídica previstos en el
artículo 32, y actuar como órganos de comunicación con los colegios profesionales,
a efectos de canalizar las quejas o denuncias formuladas como consecuencia de las
actuaciones relacionadas con los servicios de asistencia jurídica gratuita, en aque-
llos casos en que tales iniciativas no se hayan planteado directamente ante los
colegios.

g) Cualquier otra competencia que le atribuya la normativa reguladora de la asistencia
jurídica gratuita.

CAPÍTULO II
PROCEDIMIENTOS PARA EL RECONOCIMIENTO

DEL DERECHO A LA ASISTENCIA JURÍDICA GRATUITA

SECCIÓN 1ª.
PROCEDIMIENTO GENERAL

Artículo 8. Iniciación.

El procedimiento para reconocer el derecho a la asistencia jurídica gratuita se iniciará a
instancia de parte, mediante la presentación del modelo normalizado incluido en el anexo
I.I, debidamente firmado por el peticionario, y acompañándose la solicitud de la documen-
tación que se señala en dicho anexo.

Los impresos se facilitarán en las dependencias judiciales, en los servicios de orienta-
ción jurídica de los Colegios de Abogados y en las sedes de las Comisiones de Asistencia
Jurídica Gratuita.

Los Colegios de Abogados adoptarán las medidas necesarias para que los profesiona-
les faciliten los impresos a los interesados y recaben de éstos su cumplimentación.

Artículo 9. Presentación de la solicitud.

1. Las solicitudes de asistencia jurídica gratuita se presentarán ante los servicios de
orientación jurídica del Colegio de Abogados del lugar en que se halle el juzgado o tribunal
que haya de conocer del proceso principal, o ante el juzgado del domicilio del solicitante si
el proceso no se hubiera iniciado.

En este último caso, el órgano judicial dará traslado inmediato de la petición al Colegio
de Abogados territorialmente competente.
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2. Cuando el interesado fundamente su pretensión en las circunstancias excepcionales
previstas en el artículo 5 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita para obtener el recono-
cimiento del derecho, la solicitud se presentará directamente ante la Comisión de Asisten-
cia Jurídica Gratuita, que resolverá determinando cuáles de los beneficios del artículo 6 de
la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, y con qué alcance, son de aplicación al solicitante.

3. En el orden penal y en el supuesto de que el juzgado o tribunal hubiera acordado
cualquiera de las medidas privativas de libertad o restrictivas de derechos en los casos en
que procedan conforme a la ley, de forma que no sea posible presentar la documentación
exigida y en los plazos establecidos, el letrado designado remitirá directamente a la Comi-
sión de Asistencia Jurídica Gratuita la solicitud debidamente firmada por el interesado, en
la que constará, de modo expreso, la identidad del solicitante y del asunto o procedimiento
de que se trate y a la que se unirá una diligencia acreditativa de la situación.

Artículo 10. Subsanación de deficiencias.

Los servicios de orientación jurídica de los Colegios de Abogados examinarán la docu-
mentación presentada y, si apreciaran que es insuficiente o que en la solicitud existen
deficiencias, concederán al interesado un plazo de 10 días hábiles para la subsanación de
los defectos advertidos.

Transcurrido este plazo sin que se produzca la subsanación, el Colegio de Abogados
archivará la petición, y lo notificará en el plazo de tres días a la Comisión de Asistencia
Jurídica Gratuita correspondiente.

Artículo 11. Designaciones provisionales.

1. Analizada la solicitud, y subsanados en su caso los defectos advertidos, si el Colegio
de Abogados estimara que el peticionario cumple los requisitos legalmente establecidos
para obtener el derecho a la asistencia jurídica gratuita, procederá en el plazo máximo de
15 días, contados a partir de la recepción de la solicitud o desde la subsanación de los
defectos, a la designación provisional de abogado y lo comunicará en el mismo momento
al Colegio de Procuradores para que, dentro de los tres días siguientes, se designe procu-
rador si su intervención fuera preceptiva.

En este último caso, el Colegio de Procuradores comunicará inmediatamente al de
Abogados la designación efectuada.

2. Realizada la designación provisional de abogado, y en su caso comunicada la del
procurador, el Colegio de Abogados tendrá un plazo de tres días para trasladar a la Comi-
sión de Asistencia Jurídica Gratuita correspondiente el expediente completo, así como las
designaciones efectuadas, a los efectos de la verificación y resolución definitiva de la
solicitud.

Artículo 12. Ausencia de designaciones provisionales.

En el caso de que el Colegio de Abogados estimara que el peticionario no cumple los
requisitos referidos en el apartado 1 del artículo anterior, o que la pretensión principal
contenida en la solicitud es manifiestamente insostenible o carente de fundamento, comu-
nicará al solicitante en un plazo de cinco días que no ha efectuado el nombramiento provi-



37

CÓDIGO DEL TURNO DE OFICIO

sional de abogado y, al mismo tiempo, trasladará la solicitud a la Comisión de Asistencia
Jurídica Gratuita para que ésta resuelva definitivamente.

Artículo 13. Designación provisional a requerimiento judicial.

1. El órgano judicial que esté conociendo de un proceso podrá dictar resolución motiva-
da, y requerirá de los colegios profesionales el nombramiento provisional de abogado y, en
su caso, procurador si estimara preciso asegurar de forma inmediata los derechos de de-
fensa y representación de las partes y alguna de ellas manifestara carecer de recursos
económicos.

2. Con dicha resolución, se adjuntará la solicitud del beneficio de justicia gratuita del
interesado, debidamente firmada, solicitud que previamente le habrá sido facilitada por el
propio órgano judicial.

El nombramiento provisional de abogado y procurador a requerimiento judicial no obstará
para que el posible interesado deba facilitar la correspondiente documentación para la
obtención del beneficio de asistencia jurídica gratuita.

Artículo 14. Reiteración de la solicitud.

1. Cuando el Colegio de Abogados, en el plazo de 15 días a contar desde la recepción
de la solicitud o, en su caso, desde la subsanación de los defectos advertidos, no haya
realizado ninguna de las actuaciones previstas en los artículos 11 y 12, el solicitante podrá
reiterar su solicitud ante la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita correspondiente.

2. Reiterada la solicitud, la comisión recabará del colegio la inmediata remisión del
expediente junto con un informe sobre la petición, y ordenará al mismo tiempo la designa-
ción provisional de abogado y, si fuera preceptivo, de procurador.

Artículo 15. Instrucción del procedimiento.

1. Recibido el expediente en cualquiera de los supuestos contemplados en los artículos
11, 12, 13 y 14, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita dispondrá de un plazo de 30
días para efectuar las comprobaciones y recabar la información que estime necesarias
para verificar la exactitud y realidad de los datos declarados por el solicitante.

2. A los efectos previstos en el apartado anterior, la comisión podrá recabar de la Admi-
nistración correspondiente la confirmación de los datos que consten en la documentación
presentada con la solicitud, siempre que lo estime indispensable para dictar resolución,
especialmente los de naturaleza tributaria.

La petición de esta información, siempre que el interesado así lo autorice, podrá obtenerse
por la comisión mediante los procedimientos de transmisión de datos a que se refiere el
Real Decreto 209/2003, de 21 de febrero, por el que se regulan los registros y las notifica-
ciones telemáticas, así como la utilización de medios telemáticos para la sustitución de la
aportación de certificaciones por los ciudadanos.

3. Asimismo, dentro del plazo establecido en el apartado 1 de este artículo, la Comisión
de Asistencia Jurídica Gratuita podrá oír a la parte o partes contrarias en el pleito o contra
las que se pretenda ejercitar la acción, cuando sean conocidas y se estime que pueden
aportar datos para conocer la real situación económica del solicitante.
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En el caso de no comparecer éstas en el plazo de 10 días desde que fueran citadas,
continuará la tramitación de la solicitud, sin perjuicio de su derecho a personarse en el
procedimiento en cualquier momento anterior a su resolución definitiva y su posterior im-
pugnación.

4. La fase de instrucción del procedimiento para reconocer el derecho a la asistencia
jurídica gratuita se regirá en todo caso por los principios de celeridad y sumariedad.

Artículo 16. Resolución: contenido y efectos.

1. Realizadas las comprobaciones pertinentes, la comisión dictará resolución que reco-
nozca o deniegue el derecho a la asistencia jurídica gratuita en el plazo máximo de 30
días, a contar desde la recepción del expediente completo.

En el caso de dictar resolución estimatoria, la comisión determinará, cuando sea nece-
sario conforme a lo establecido en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, cuáles de las
prestaciones que integran el derecho son de aplicación al solicitante.

Asimismo, a los efectos previstos por el artículo 6.10 de la Ley de Asistencia Jurídica
Gratuita, cuando el solicitante a quien se reconozca el derecho acredite ingresos por deba-
jo del salario mínimo interprofesional, se hará mención expresa de esta circunstancia en la
resolución.

2. La resolución estimatoria del derecho implicará la confirmación de las designaciones
de abogado y, en su caso, de procurador, efectuadas provisionalmente por los colegios
profesionales.

En el supuesto de que dichas designaciones no se hubieran producido, la Comisión de
Asistencia Jurídica Gratuita requerirá inmediatamente de los colegios el nombramiento de
los profesionales que defiendan y, en su caso, representen al titular del derecho.

3. La resolución desestimatoria implicará que las eventuales designaciones de oficio
realizadas previamente queden sin efecto y, por tanto, el solicitante habrá de designar
abogado y procurador de libre elección. En tales casos, el peticionario deberá abonar los
honorarios y derechos económicos ocasionados por los servicios efectivamente prestados
por los profesionales designados de oficio con carácter provisional, pero el abogado no
podrá reclamar al procurador el pago de sus honorarios.

Artículo 17. Notificación de la resolución.

1. La resolución de la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita se notificará en el plazo
común de tres días al solicitante, al Colegio de Abogados y, en su caso, al Colegio de
Procuradores, así como a las partes interesadas, y se comunicará al juzgado o tribunal que
esté conociendo del proceso, o al juez decano de la localidad si aquél no se hubiera inicia-
do.

2. Las notificaciones y comunicaciones las realizarán los secretarios de las Comisiones
de Asistencia Jurídica Gratuita, a través de los órganos mencionados en el artículo 4.1.

Artículo 18. Silencio administrativo.

1. Transcurrido el plazo de 30 días establecido en el artículo 16 sin que la Comisión de
Asistencia Jurídica Gratuita haya dictado resolución expresa, quedarán ratificadas las de-



39

CÓDIGO DEL TURNO DE OFICIO

cisiones previas adoptadas por el Colegio de Abogados, sin perjuicio de la obligación de
dictar resolución expresa a que se refiere el artículo 42 de la Ley 30/1992, de 26 de no-
viembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Ad-
ministrativo Común.

2. Si los colegios no hubieran adoptado decisión alguna en el supuesto a que se refiere
el artículo 14.2, la falta de resolución expresa de la Comisión de Asistencia Jurídica Gratui-
ta, dará lugar a que la solicitud se considere estimada, por lo que, a petición del interesado,
el juez o tribunal que conozca del proceso, o el juez decano competente si la solicitud se
realizó antes de la iniciación de aquél, procederá a requerir de los colegios profesionales la
designación de abogado y, en su caso, de procurador y a declarar el derecho en su integri-
dad.

3. Cuando el interesado haya fundado su pretensión en las circunstancias excepciona-
les previstas en el artículo 5 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica
Gratuita, la falta de resolución expresa de la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita dará
lugar a que la solicitud se entienda estimada y, por tanto, reconocido el derecho.

4. La estimación o desestimación presunta de la solicitud, se podrán hacer valer de
conformidad con lo establecido en el artículo 43.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

Artículo 19. Impugnación de la resolución.

Las resoluciones que reconozcan o denieguen el derecho a la asistencia jurídica gratui-
ta podrán ser impugnadas por quienes sean titulares de un derecho o interés legítimo,
según el procedimiento establecido en el artículo 20 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de
Asistencia Jurídica Gratuita.

Artículo 20. Revocación del derecho.

1. La declaración errónea, el falseamiento u ocultación de datos por los solicitantes de
asistencia jurídica gratuita que hayan sido determinantes para el reconocimiento del dere-
cho darán lugar, en todo caso, a su revocación, que llevará consigo la obligación de pago
de todos los honorarios de abogado y procurador devengados desde la concesión del
derecho, así como el reembolso de la cantidad equivalente al coste de las demás presta-
ciones obtenidas.

2. La Administración podrá exigir dicho reembolso mediante el procedimiento de apre-
mio previsto en el Reglamento General de Recaudación, aprobado por el Real Decreto
1684/1990, de 20 de diciembre, todo ello sin perjuicio de las responsabilidades de otro
orden que correspondan.

3. La revocación del derecho será acordada por la Comisión de Asistencia Jurídica
Gratuita competente, de conformidad con lo previsto en la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común.
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SECCIÓN 2ª.
PROCEDIMIENTO EN LOS PROCESOS ESPECIALES

PARA EL ENJUICIAMIENTO RÁPIDO DE DELITOS

Artículo 21. Iniciación y presentación de la solicitud.

1. Cuando se trate de la prestación del servicio de asistencia letrada al detenido, preso
o denunciado en el procedimiento especial, para el enjuiciamiento rápido de delitos en los
que se haya procedido a la designación de abogado de oficio, éste informará a su defendi-
do del derecho que le asiste para solicitar el beneficio de asistencia jurídica gratuita, y le
advertirá que, de no serle reconocido el derecho, deberá abonar a su cargo los honorarios
correspondientes.

Cuando proceda, el letrado recabará de su defendido la cumplimentación del modelo
de solicitud correspondiente establecido en el anexo I.II, debidamente firmada, y dará
traslado de ésta, en el plazo de 48 horas al servicio de orientación jurídica del Colegio de
Abogados competente para su tramitación.

2. Dada la inmediatez en la prestación de asistencia letrada, no será precisa la acredi-
tación previa de la carencia de recursos económicos por parte del asistido, sin perjuicio de
la obligación de presentar la documentación necesaria ante el Colegio de Abogados.

3. No obstante, si el abogado designado para la defensa apreciara que el posible bene-
ficiario carece, de manera notoria, de medios económicos, elaborará un informe conforme
al modelo del anexo I.III que se unirá a la solicitud, para su valoración por la Comisión de
Asistencia Jurídica Gratuita, que procederá, en su caso, a recabar las informaciones que
estime necesarias sobre la situación económica del interesado.

4. En la solicitud deberán constar los datos identificativos del solicitante y deberá estar
debidamente firmada por éste. No obstante, si por cualquier circunstancia el asistido no
firmara la solicitud y el letrado apreciara que es posible beneficiario de asistencia jurídica
gratuita, se hará constar esta circunstancia, a fin de que continúe la tramitación, lo cual se
acreditará mediante certificación expedida por el secretario del órgano judicial en el que se
lleva a cabo la instrucción del procedimiento judicial.

Si al asistido no le fuese reconocida posteriormente la condición de beneficiario de
asistencia jurídica gratuita, el letrado actuante habrá de rembolsar a la Administración el
importe de las retribuciones percibidas con motivo de su intervención profesional cuando
perciba de aquél sus honorarios conforme a las reglas ordinarias.

Este documento, en su caso, junto con el informe del letrado a que se refiere el párrafo
anterior, se remitirá por el letrado al Colegio de Abogados correspondiente que, tras su
registro, emitirá la oportuna valoración y lo remitirá a la Comisión de Asistencia Jurídica
Gratuita para su resolución.

Artículo 22. Presentación de documentación y remisión a la Comisión de Asistencia
Jurídica Gratuita.

1. El solicitante de asistencia jurídica gratuita estará obligado a presentar la documen-
tación prevista en el anexo I.II en el servicio de orientación jurídica del Colegio de Aboga-
dos, en los cinco días siguientes a la fecha de la solicitud.
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2. Transcurrido dicho plazo, si el interesado no aportase la documentación, se le tendrá
por desistido de su solicitud, y procederá el Colegio de Abogados a su archivo y notifica-
ción a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita correspondiente.

3. Analizada la solicitud y documentación presentada, si ésta fuere insuficiente, se le
requerirá para que subsane los defectos advertidos en el plazo de 10 días ; de no hacerlo
así, se le tendrá igualmente por desistido.

Si la documentación fuese suficiente o subsanase los defectos advertidos, una vez
analizado el informe emitido por el letrado, el Colegio de Abogados adoptará una primera
decisión provisional sobre si el solicitante reúne los requisitos legalmente exigidos para la
concesión del derecho y la trasladará, junto con el expediente completo, en el plazo de tres
días a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita para su verificación y resolución defini-
tiva, comunicándole asimismo la designación de letrado efectuada.

Artículo 23. Instrucción y resolución del procedimiento.

Recibido el expediente en la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita, ésta dará prefe-
rencia absoluta a la tramitación de estas solicitudes procurando que la resolución, que
reconozca o deniegue el derecho, se dicte con anterioridad a la fecha de celebración del
juicio oral y sin que en ningún caso el plazo para efectuar comprobaciones y recabar la
información necesaria para verificar la exactitud de los datos declarados, así como para
dictar resolución, exceda de 30 días desde su recepción.

Artículo 24. Ausencia de resolución expresa.

La falta de resolución expresa de la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita en el
plazo establecido en el artículo anterior producirá la confirmación de las decisiones previas
adoptadas por el Colegio de Abogados referentes al cumplimiento por parte del solicitante
de los requisitos legalmente establecidos para ser beneficiario del derecho a la asistencia
jurídica gratuita o al archivo de la solicitud por falta de documentación.

Artículo 25. Aplicación supletoria de las normas comunes.

En lo no previsto expresamente en esta sección, se aplicarán a este procedimiento las
normas comunes contenidas en la sección 1ª.

TÍTULO II
ORGANIZACIÓN DE LOS SERVICIOS DE ASISTENCIA LETRADA,

DEFENSA Y REPRESENTACIÓN

CAPÍTULO I
ORGANIZACIÓN DE LA ASISTENCIA LETRADA DE OFICIO

Artículo 26. Regulación y organización.

1. Los Consejos Generales de la Abogacía Española y del Colegio de Procuradores de
los Tribunales de España aprobarán las directrices generales sobre organización y funcio-
namiento de los servicios de asistencia letrada de oficio.
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2. Las Juntas de Gobierno de los Colegios de Abogados y de Procuradores regularán y
organizarán los servicios de asistencia letrada y de defensa y representación de quienes
soliciten abogado de oficio en cualquier jurisdicción o no designen abogado en la jurisdic-
ción penal, conforme a las directrices adoptadas por los órganos a que se refiere el aparta-
do anterior, que serán, en todo caso, de obligado cumplimiento.

3. La organización de los servicios deberá garantizar su continuidad y, cuando el censo
de profesionales lo permita, la especialización por órdenes jurisdiccionales, atendiendo a
criterios de eficiencia y funcionalidad en la aplicación de los fondos públicos puestos a su
disposición, velando por la distribución objetiva de turnos y medios.

Los sistemas de distribución de turnos y medios serán públicos para todos los colegia-
dos, así como para los solicitantes de asistencia jurídica gratuita.

Artículo 27. Obligaciones profesionales.

1. Los abogados y procuradores designados de oficio desempeñarán sus funciones de
forma real y efectiva hasta la finalización del procedimiento en la instancia judicial de que
se trate y, en su caso, la ejecución de las sentencias, si las actuaciones procesales en ésta
se produjeran dentro de los dos años siguientes a la resolución judicial dictada en la
instancia.

2. En el procedimiento especial para el enjuiciamiento rápido de delitos, la asistencia
letrada se prestará por el mismo abogado desde el momento de la detención, si la hubiese,
o desde que se requiera dicha asistencia y hasta la finalización del procedimiento, incluido
el juicio oral y, en su caso, la ejecución de sentencia.

3. Sólo en el orden penal los letrados designados podrán excusarse de la defensa,
siempre que concurra un motivo personal y justo, que será apreciado por los decanos de
los colegios.

4. Para la prestación del servicio de asistencia letrada al detenido o preso, no será
necesario que éste acredite previamente carecer de recursos económicos, pero el aboga-
do que le asista deberá informarle sobre su derecho a solicitar la asistencia jurídica gratuita.

Artículo 28. Régimen de guardias.

1. Para la atención letrada al detenido durante la detención y la realización de las
primeras diligencias de instrucción criminal que resultaran procedentes, así como para la
asistencia letrada a quien se le atribuya un delito en el atestado policial, haya sido o no
detenido, para cuya instrucción y enjuiciamiento es de aplicación el procedimiento espe-
cial previsto en el título III de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en su redacción dada por
la Ley 38/2002, de 24 de octubre, todos los Colegios de Abogados establecerán un régi-
men de guardias que garantice, de forma permanente, la asistencia y defensa de aquéllos.

2. El régimen de guardias, así como el número de letrados que integrará cada servicio
de guardia, se determinará, entre otras circunstancias, en función del volumen de litigiosidad,
ámbito territorial, características geográficas o situación y distancia de los centros de de-
tención. A tal efecto, el Consejo General de la Abogacía Española, con la conformidad del
Ministerio de Justicia, determinará los parámetros a que han de ajustarse los colegios
profesionales en la determinación del número de letrados que ha de integrar el servicio de
guardia.
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Artículo 29. Prestación de los servicios de guardia.

1. Con carácter general, los servicios de guardia se prestarán con periodicidad diaria, y
se incorporarán a éste, en situación de disponibilidad o de presencia física, todos los letra-
dos que lo integren, conforme al régimen establecido por el colegio respectivo, y que
realizarán cuantas asistencias sean necesarias durante el servicio de guardia.

2. Excepcionalmente, en aquellos colegios en los que la reducida dimensión de sus
actividades u otras características así lo aconsejen, se podrán establecer servicios de
guardia con diferente periodicidad, a los que se irán incorporando los letrados a medida
que se produzca alguna incidencia que requiera asistencia letrada.

3. El régimen de prestación de servicios de guardia requerirá ser conocido, con carácter
previo, por el Ministerio de Justicia.

CAPÍTULO II
RECONOCIMIENTO, RENUNCIA Y CUESTIONES ORGANIZATIVAS

DE LA ASISTENCIA JURÍDICA GRATUITA

Artículo 30. Efectos del reconocimiento del derecho.

1. El reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita llevará consigo la
confirmación de las designaciones provisionales de abogado y, en su caso, de procurador
de oficio, y si éstas no se hubiesen producido, el nombramiento inmediato de los profesio-
nales que defiendan y, en su caso, representen al titular del derecho, así como del resto de
las prestaciones que integren el derecho. En cada ámbito territorial, los Colegios de Abo-
gados y los Colegios de Procuradores actuarán de manera coordinada para efectuar las
designaciones que procedan en cada caso, y no podrá actuar, al mismo tiempo, un aboga-
do de oficio y un procurador libremente elegido o viceversa, salvo que el profesional de
libre elección renuncie por escrito a percibir sus honorarios o derechos ante el titular del
derecho a la asistencia jurídica gratuita y ante el colegio ante el que se halle inscrito.

2. En el orden penal, se asegurará en todo caso la defensa desde el momento mismo
de la detención, sin perjuicio del abono de los honorarios por el cliente si no le fuese
reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita.

Artículo 31. Renuncia a la designación.

1. Quienes crean tener derecho a la asistencia jurídica gratuita podrán renunciar expre-
samente a la designación de abogado y procurador de oficio, nombrando libremente a
profesionales de su confianza, y deberá hacer constar este extremo en la solicitud. La
renuncia afectará a ambos.

2. La renuncia posterior a la designación, que asimismo deberá afectar a ambos profe-
sionales, tendrá que ser comunicada expresamente a la Comisión de Asistencia Jurídica
Gratuita y a los colegios profesionales, y no implicará la pérdida de las demás prestaciones
del derecho a asistencia jurídica gratuita que se hubiesen reconocido.

3. Para asegurar la efectiva y mutua comunicación de las renuncias de los profesiona-
les a la percepción de honorarios y derechos, así como las de los interesados a las desig-
naciones de oficio, los Colegios de Abogados y Procuradores adoptarán cuantas medidas
sean necesarias.
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Artículo 32. Servicios de orientación jurídica.

1. Cada Colegio de Abogados contará necesariamente con un servicio de orientación
jurídica que asumirá, además de las funciones que le asigne la Junta de Gobierno, el
asesoramiento previo a los peticionarios de asistencia jurídica gratuita, la información so-
bre el cumplimiento de los requisitos necesarios para su reconocimiento y el auxilio en la
redacción de los impresos normalizados de solicitud. Este servicio tendrá carácter gratuito
para los solicitantes.

2. Los Colegios de Abogados adoptarán las medidas precisas para facilitar el acceso de
los ciudadanos a los servicios de orientación jurídica y para difundir adecuadamente la
localización de sus dependencias y sus funciones.

Artículo 33. Formación y especialización.

1. De conformidad con lo previsto en el artículo 25 de la Ley de Asistencia Jurídica
Gratuita, el Ministerio de Justicia, previo informe de los Consejos Generales de la Aboga-
cía Española y de los Colegios de Procuradores de los Tribunales de España, establecerá
los requisitos generales mínimos de formación y especialización necesarios para prestar
los servicios de asistencia jurídica gratuita, así como aquellos relativos a experiencia pro-
fesional previa.

2. Dichos requisitos serán de obligado cumplimiento para todos los colegios profesionales.

Artículo 34. Responsabilidad patrimonial.

1. Los daños producidos por el funcionamiento de los servicios colegiales de asistencia
jurídica gratuita serán resarcidos conforme a las reglas y principios generales de responsa-
bilidad patrimonial contenidos en la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Pú-
blicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. La anulación o modificación de las decisiones adoptadas por los colegios profesiona-
les respecto de las designaciones provisionales de abogado y de procurador, que sean
acordadas por las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita en el momento de dictar
resolución, o por los órganos judiciales que resuelvan las impugnaciones previstas en el
artículo 20 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, no suponen en sí mismas título de
imputación de responsabilidad a los colegios profesionales.

3. La tramitación de las reclamaciones de indemnización se ajustará a lo previsto por el
Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de los
procedimientos de las Administraciones públicas en materia de responsabilidad patrimo-
nial, en lo que sea de aplicación y, en todo caso, con las siguientes precisiones:

a) El procedimiento de reclamación de indemnización se iniciará mediante solicitud del
interesado, que se dirigirá y presentará ante el colegio profesional que corresponda.

b) La resolución final, que acuerde o desestime la indemnización reclamada, será adop-
tada, previo dictamen del Consejo de Estado, por la Junta de Gobierno del colegio
respectivo.
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Artículo 35. Insostenibilidad de la pretensión.

1. Cuando el abogado designado para un proceso considere insostenible la pretensión
que pretende hacerse valer, deberá comunicarlo a la Comisión de Asistencia Jurídica Gra-
tuita dentro de los seis días siguientes a su designación, mediante la presentación de un
informe debidamente motivado en el que exponga los argumentos jurídicos en los que
fundamenta su decisión, y se tramitará a continuación conforme a lo previsto en los artícu-
los 32 a 35 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita.

Este mismo procedimiento se seguirá cuando se trate de interponer recursos contra
resoluciones que hayan puesto fin al proceso en la instancia correspondiente, si el aboga-
do del recurrente considerase inviable la pretensión.

2. Los Colegios de Abogados llevarán un registro especial en el que se dejará constan-
cia de los expedientes tramitados con motivo de la insostenibilidad de la pretensión formu-
lada por los colegiados.

TÍTULO III
SUBVENCIÓN Y SUPERVISIÓN

DE LOS SERVICIOS DE ASISTENCIA JURÍDICA GRATUITA

Artículo 36. Subvención.

1. El Ministerio de Justicia subvencionará, con cargo a sus dotaciones presupuestarias,
la implantación y prestación de los servicios de asistencia jurídica gratuita por los Colegios
de Abogados y de Procuradores en su ámbito de gestión.

El importe de la subvención se aplicará fundamentalmente a retribuir las actuaciones
profesionales previstas en los apartados 1 a 3 del artículo 6 de la Ley de Asistencia Jurídi-
ca Gratuita, siempre que tengan por destinatarios a quienes sean beneficiarios del derecho
a la asistencia jurídica gratuita. Asimismo se destinará a retribuir los gastos devengados
por la tramitación de los expedientes de asistencia jurídica gratuita, concepto en el que se
incluyen el asesoramiento y la orientación previos al proceso.

2. Los libramientos de las subvenciones se efectuarán trimestralmente.

Artículo 37. Retribución de abogados y procuradores.

1. La retribución de los abogados y procuradores se realizará conforme a bases econó-
micas y módulos de compensación fijados en atención a la tipología de procedimientos en
los que intervengan dichos profesionales.

Los módulos y bases económicas de referencia, aplicables a partir de la entrada en
vigor de este reglamento, serán los que se determinan en el anexo II.

2. Para años sucesivos, el Ministro de Justicia, previo informe del Consejo General de
la Abogacía Española, del Consejo General de los Colegios de Procuradores de los Tribu-
nales de España y del Ministerio de Hacienda, determinará, en función de las dotaciones
presupuestarias, el importe económico que, en atención a su complejidad, se asignará a
cada una de las actuaciones previstas en el citado anexo II.
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Artículo 38. Devengo de la indemnización.

1. Los abogados y procuradores devengarán la indemnización correspondiente a su
actuación, en los porcentajes establecidos en el anexo III, una vez acrediten
documentalmente ante sus respectivos colegios la intervención profesional realizada, que
habrá de ser verificada por éstos. Dicha documentación se conservará por los colegios,
quienes la pondrán a disposición del Consejo General de la Abogacía Española y, en su
caso, del Ministerio de Justicia cuando sea solicitada.

2. Cuando se trate del servicio de asistencia letrada al detenido, la indemnización se
devengará por servicio de guardia de 24 horas al finalizar éste, y las asistencias realizadas
se considerarán, con las limitaciones que se establezcan, como una única actuación.

Si excepcionalmente el servicio de guardia fuese de duración superior, se retribuirá por
asistencia individualizada, sin que la retribución diaria de cada letrado, sea cual sea el
número de las realizadas, pueda exceder del doble de la cantidad asignada, también por
día, a cada letrado por servicio de guardia de 24 horas.

Las actuaciones posteriores a la primera declaración del detenido o preso se considera-
rán incluidas en la retribución que corresponda al procedimiento de que se trate, conforme
al baremo establecido en el anexo II.

3. Cuando se trate de un procedimiento de enjuiciamiento rápido, todas las actuacio-
nes, incluida la asistencia letrada al detenido, si la hubiera, se considerarán incluidas en la
retribución que corresponda al procedimiento, conforme al baremo establecido en el anexo II.

No obstante, si una vez prestada la asistencia letrada al detenido en las diligencias
policiales o en la primera comparecencia judicial el juez determinara que el procedimiento
no es susceptible de tramitación rápida, la actuación letrada de asistencia al detenido se
considerará, a efectos de su retribución, como asistencia individualizada, y se devengará
una vez adoptada la resolución judicial y previa su acreditación.

4. Asimismo, si durante el servicio de guardia los letrados a quienes por turno corres-
ponda no hubiesen efectuado ninguna intervención, serán retribuidos por haber permane-
cido en disponibilidad, en la cuantía que se fija en el anexo III.

Si, por el contrario, durante el tiempo de la guardia el número de letrados que constituye
el servicio de guardia de asistencia para el enjuiciamiento rápido de delitos excepcional-
mente resultase insuficiente, los letrados que forman parte del servicio de guardia de asis-
tencia al detenido podrán pasar a reforzar dicho servicio, sin perjuicio de percibir la indem-
nización correspondiente por servicio de guardia al detenido. Este refuerzo, en cualquier
caso, será acordado por el colegio correspondiente, a la vista de la situación planteada.

5. En todos los casos, la documentación acreditativa de la actuación profesional reali-
zada ha de ser presentada en el colegio, dentro del plazo máximo de un mes natural,
contado a partir de la fecha de su realización.

Artículo 39. Gastos de funcionamiento e infraestructura.

1. El coste que genera a los Colegios Profesionales de Abogados y Procuradores el
funcionamiento operativo de los servicios de asistencia jurídica gratuita, de las unidades
encargadas del asesoramiento y la orientación previos al proceso a los ciudadanos y de la
calificación provisional de las pretensiones solicitadas se compensará en función de la
aplicación a cada expediente del siguiente módulo:
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a) Colegios de Abogados: 30 euros por expediente tramitado.
b) Colegios de Procuradores: 3 euros por expediente tramitado.
2. La cantidad resultante de multiplicar el módulo por cada expediente se devengará

cuando quede constancia de que éste está completo y ha sido enviado a la correspondien-
te Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita para su resolución definitiva.

3. Dentro del mes natural siguiente al de finalización de cada trimestre, los Consejos
Generales de la Abogacía Española y de los Procuradores de los Tribunales de España,
así como las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita, remitirán, por separado, al Minis-
terio de Justicia una certificación que contenga el número de expedientes completos trami-
tados por cada Colegio de Abogados y de Procuradores que han tenido entrada en las
respectivas comisiones. En función de dichas certificaciones, el Ministerio de Justicia efec-
tuará reglamentariamente los libramientos trimestrales que correspondan con cargo a sus
dotaciones presupuestarias.

4. Para subvencionar el coste que generen al Consejo General de la Abogacía Españo-
la y al Consejo General de los Colegios de Procuradores de los Tribunales de España sus
actuaciones en materia de asistencia jurídica gratuita, trimestralmente los Consejos perci-
birán una cantidad igual a la resultante de aplicar el 11,5 por ciento al importe que corres-
ponda a los colegios por los expedientes tramitados, según lo dispuesto en los apartados 1
y 2 de este artículo.

Artículo 40. Gestión colegial de la subvención.

1. Los Consejos Generales de la Abogacía Española y de los Colegios de Procuradores
de los Tribunales de España distribuirán entre sus respectivos colegios el importe de la
subvención que corresponda a cada uno, en función del número de actuaciones profesio-
nales realizadas y acreditadas por éstos ante los citados Consejos Generales, así como de
los expedientes tramitados, durante el trimestre inmediatamente anterior al de cada libra-
miento.

2. Los Consejos Generales y los Colegios, en cuanto entidades colaboradoras para la
gestión de la subvención, estarán sujetos a las reglas y obligaciones establecidas para
dichos sujetos por la Ley General Presupuestaria.

Artículo 41. Procedimiento de aplicación de la subvención.

1. Dentro del mes natural siguiente al de la finalización de cada trimestre, el Consejo
General de la Abogacía Española y el Consejo General de los Colegios de Procuradores
de los Tribunales de España remitirán al Ministerio de Justicia una certificación que con-
tenga los datos relativos al número y clase de actuaciones realizadas por cada colegio a lo
largo del trimestre anterior, junto con la justificación del coste económico total asociado a
aquéllas.

2. En función de dichas certificaciones, el Ministerio de Justicia efectuará a continua-
ción los libramientos trimestrales que correspondan, sin perjuicio de las posteriores regula-
rizaciones que procedan una vez cumplimentada en su totalidad la justificación anual re-
gulada en los artículos siguientes.
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Artículo 42. Justificación anual de la aplicación de la subvención.

Dentro de los cuatro primeros meses de cada año, los Consejos Generales justificarán
ante el Ministerio de Justicia la aplicación de la subvención percibida durante todo el ejer-
cicio inmediatamente anterior. Si incumplieran dicha obligación, se suspenderán los suce-
sivos libramientos hasta que se rinda la cuenta. En el supuesto de que la cuenta justifica-
tiva fuese incompleta por retraso u omisión de algún Colegio de Abogados o de Procurado-
res, se detraerá de los libramientos posteriores una cantidad igual a la última distribuida
por los Consejos Generales a dichos colegios.

Las diferencias que puedan resultar de los libramientos a cuenta realizados conforme a
lo previsto en el apartado 2 del artículo anterior se regularizarán una vez cumplimentado el
trámite de justificación anual.

Artículo 43. Contenido de la justificación anual.

1. La justificación anual de la aplicación de los fondos percibidos a que se refiere el
artículo anterior comprenderá, en el caso del Consejo General de la Abogacía Española,
los siguientes extremos:

a) Número total de prestaciones de asistencia letrada realizadas, así como su distribu-
ción en cada uno de los colegios.

b) Número total de servicios de guardia realizados en los colegios.
c) Cantidad distribuida a cada colegio para indemnizar las prestaciones de asistencia

letrada en servicio de guardia y relación, por colegios, de las indemnizaciones
percibidas por cada profesional que haya intervenido en la prestación del servicio.

d) Número total de prestaciones de asistencia jurídica gratuita, excluidas las corres-
pondientes a los servicios de guardia, así como su distribución entre cada uno de los
colegios, desglosados ambos datos por tipo de procedimiento.

e) Cantidades distribuidas a cada colegio para indemnizar las anteriores prestaciones
y relación por colegios de las indemnizaciones percibidas por cada profesional que
haya intervenido en aquéllas.

f) Importe destinado a atender los gastos de infraestructura y funcionamiento operati-
vo de los servicios de asistencia jurídica gratuita.

g) Relación de las cantidades distribuidas a cada colegio por el Consejo General, para
atender los gastos de organización, infraestructura y funcionamiento de los servi-
cios, con indicación de los criterios seguidos para ello y detalle de la aplicación que
de dichas cantidades haya realizado cada colegio.

h) Importe de los intereses devengados, en su caso, por los sucesivos libramientos y
aplicación de aquéllos.

i) Aplicación de los requisitos de formación y especialización necesarios para prestar
los servicios de asistencia jurídica gratuita.

2. La justificación anual que deberá presentar el Consejo General de los Colegios de
Procuradores de los Tribunales de España comprenderá los extremos mencionados en los
párrafos d) a i) del apartado anterior.
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Artículo 44. Contabilización separada.

Tanto el Consejo General de la Abogacía Española como los Colegios de Abogados,
deberán contabilizar separadamente las cantidades libradas para atender a las finalidades
referidas en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita y en este reglamento.

Idéntica obligación corresponderá al Consejo General de los Colegios de Procuradores
de los Tribunales de España y a los Colegios de Procuradores.

TÍTULO IV
ASISTENCIA PERICIAL GRATUITA

Artículo 45. Abono de honorarios.

1. El abono de los honorarios devengados por los profesionales a los que se refiere el
segundo párrafo del artículo 6.6 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita correrá a cargo
del Ministerio de Justicia, excepto en los siguientes casos:

a) Cuando en la sentencia que ponga fin al proceso haya pronunciamiento sobre cos-
tas a favor del titular del derecho a la asistencia jurídica gratuita.

b) Cuando, venciendo en el pleito el titular del derecho a la asistencia jurídica gratuita
y no existiendo en la sentencia pronunciamiento expreso sobre costas, los benefi-
cios obtenidos por aquél en el procedimiento superen en tres veces la cuantía de las
costas causadas en su defensa.

2. En el supuesto de que en la sentencia que ponga fin al proceso fuera condenado en
costas el titular del derecho a la asistencia jurídica gratuita, quedará éste obligado a abonar
las peritaciones realizadas por técnicos privados, si dentro de los tres años siguientes a la
terminación del proceso viniese a mejor fortuna.

Para hacer efectiva dicha obligación, será de aplicación el procedimiento al que hace
referencia el artículo 20.

Artículo 46. Coste económico de las pruebas periciales.

1. Antes de la realización de la prueba pericial, el técnico privado designado conforme
a lo previsto en el párrafo segundo del artículo 6.6 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita
remitirá a la Gerencia del Ministerio de Justicia competente por razón del territorio, para su
aprobación, una previsión del coste económico de aquélla, que incluirá necesariamente
los extremos siguientes:

a) Tiempo previsto para la realización de la pericia y valoración del coste por hora.
b) Gastos necesarios para su realización.
c) Copia de la resolución judicial que dio lugar a la realización de la prueba.

La previsión inicial del coste quedará automáticamente aprobada si en el plazo de
un mes, desde su remisión, la Gerencia Territorial no formula ningún reparo a su
cuantificación.

2. La minuta de honorarios se ajustará a la previsión del coste económico, aprobada
conforme a lo dispuesto en el apartado anterior. Para su devengo, el profesional aportará,
además, documentos que acrediten el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica
gratuita de quien instó la prueba pericial y pronunciamiento del órgano judicial sobre las
costas generadas por el proceso.
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ANEXO III
MOMENTO DEL DEVENGO DE LA INDEMNIZACIÓN

Los abogados y procuradores devengarán la indemnización correspondiente a su ac-
tuación en el turno de oficio, con arreglo a los siguientes porcentajes:

1. Un 70 por 100.
a) En procesos civiles, incluidos los de familia, a la presentación de la copia de la

providencia de admisión de demanda o teniendo por formulada la contestación de
ésta.

b) En apelaciones civiles, a la presentación de la copia de providencia admitiendo a
trámite el recurso o, en su caso, la personación en la alzada.

c) En procedimientos penales, a la presentación de la copia de la diligencia o solicitud
de actuación procesal en la que intervenga el letrado o procurador, o de la apertura
del juicio oral.

d) En apelaciones penales, a la presentación de la copia de la resolución judicial te-
niendo por formalizado o impugnado el recurso o del señalamiento para la vista.

e) En los demás procedimientos, a la presentación de la copia de la diligencia judicial
acreditativa de la intervención del letrado, o procurador de los tribunales.

f) En los recursos de casación formalizados, a la presentación de la copia de la provi-
dencia por la que se tenga por formalizado el recurso.

g) En los recursos de casación no formalizados, a la presentación de la copia del infor-
me dirigido al colegio, fundamentando la inviabilidad del recurso.

2. El restante 30 por 100 de los asuntos procedentes, a la presentación de la copia de la
sentencia o resolución que ponga fin a la instancia.

3. En las transacciones extrajudiciales e informe de insostenibilidad de la pretensión, se
devengará la totalidad de la indemnización correspondiente a la presentación de docu-
mento suscrito por el interesado o del informe de insostenibilidad.

4. En las salidas a centros de prisión, se devengarán la totalidad de la indemnización a
la presentación de certificación expedida por el centro penitenciario, acreditativa de la
actuación realizada.

5. En la vía administrativa previa (extranjería y asilo), se devengará la totalidad de la
indemnización a la presentación de la copia de la resolución o acto administrativo que
suponga la finalización del procedimiento.



61

CÓDIGO DEL TURNO DE OFICIO

I. 5. ACUERDO DE 18 DE JUNIO DE 1996, DEL PLENO DEL TRIBUNAL CONSTITU-
CIONAL, SOBRE ASISTENCIA JURIDICA GRATUITA EN LOS PROCESOS DE AMPA-
RO CONSTITUCIONAL. (BOE 174/1996. Publicado 19/07/1996)

El artículo 80 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional,
remite a la Ley Orgánica del Poder Judicial y a la Ley de Enjuiciamiento Civil para la
regulación de la comparecencia en juicio, dentro de la que se comprende la defensa jurídi-
ca gratuita.

Las particularidades del proceso constitucional de amparo, de entre las que destacan
las previstas en los artículos 81 y 95 de la Ley Orgánica 2/1979, motivaron en su día la
adopción del Acuerdo de este Tribunal de 20 de diciembre de 1982, por el que se aproba-
ron normas acerca de la defensa por pobre en los procesos constitucionales, Acuerdo en el
que se efectuaban continuas remisiones a la regulación contenida en la sección segunda
del título I de la Ley de Enjuiciamiento Civil, cuyos preceptos van a quedar derogados
cuando el próximo día 12 de julio de 1996 entra en vigor la nueva Ley 1/1996, de 10 de
enero, de Asistencia Jurídica Gratuita.

Dicha ineludible circunstancia, junto a la necesidad de adecuar el reconocimiento del
derecho a la asistencia jurídica gratuita en los procesos de amparo constitucional a la Ley
1/1996, así como la conveniencia de reformar, a la luz de la experiencia desarrollada
durante estos últimos años, algunos apartados de la normativa contenida en el Acuerdo de
20 de diciembre de 1982, hace precisa la aprobación de un nuevo Acuerdo del Tribunal
sobre asistencia jurídica gratuita en los procesos de amparo constitucional.

Por lo expuesto, y en el ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 2.2 de su
Ley Orgánica (LOTC en lo sucesivo), el Tribunal Constitucional, en reunión del Pleno del
día 18 de junio de 1996, ha aprobado el siguiente Acuerdo:

CAPÍTULO I
OBJETO

Artículo 1.

El derecho a la asistencia jurídica gratuita, en los casos contemplados en los artículos
2 a 5 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, y con el contenido previsto en su artículo 6, se
ejercitará ante este Tribunal de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Tribu-
nal Constitucional, con lo establecido en aquella Ley y en el presente Acuerdo.

CAPÍTULO II
RECURSOS DE AMPARO PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 42 DE LA LEY ORGÁNICA

DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Artículo 2.

1. Quienes se encuentren en alguna de las situaciones previstas en los artículos 2 a 5
de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita y pretendan interponer el recurso de amparo
contemplado en el artículo 42 de la LOTC, deberán dirigir al Tribunal Constitucional, dentro
del plazo previsto en dicho precepto, un escrito en el que manifiesten expresamente dicho
propósito.
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2. A dicho escrito acompañarán copia o testimonio de las decisiones o actos que pre-
tendan impugnar, así como la certificación acreditativa de haber solicitado ante el Colegio
de Abogados de Madrid o ante el Juez Decano de su domicilio el reconocimiento del
derecho a la asistencia jurídica gratuita.

3. En los supuestos previstos en los apartados anteriores, el interesado dispondrá de un
plazo de veinte días para interponer el recurso de amparo desde que se le comunique la
designación provisional de Abogado y Procurador prevista en el artículo 15 de la Ley de
Asistencia Jurídica Gratuita, o desde que se le notifique la resolución definitiva de la Comi-
sión de Asistencia Jurídica Gratuita.

El plazo para interponer la demanda de amparo quedará suspendido si alguno de los
interesados formulara contra dicha resolución definitiva la impugnación regulada en el
artículo 20 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita.

CAPÍTULO III
RECURSOS DE AMPARO PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 43 Y 44

DE LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

SECCIÓN 1.ª: INSUFICIENCIA ECONÓMICA ORIGINARIA

Artículo 3.

Cuando la resolución que agote la vía jurisdiccional previa al recurso de amparo haya
sido dictada por un órgano judicial con sede en Madrid, quienes pretendan promover un
recurso de amparo y ya tuvieren reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita en
dicha vía jurisdiccional, deberán interponer la demanda de amparo en el plazo previsto en
los artículos 43 y 44 de la LOTC, salvo en el caso de que el Letrado designado de oficio
para asistir al interesado en la vía judicial previa, en los seis días posteriores a la notifica-
ción de aquella resolución, oponga reparos a las sostenibilidad del recurso en los términos
previstos en los artículos 32 a 35 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita.

Artículo 4.

1. Cuando la resolución que agote la vía jurisdiccional previa al recurso de amparo
haya sido dictada por un órgano judicial que no tenga su sede en Madrid, quienes preten-
dan promover un recurso de amparo y ya tuvieren reconocido el derecho a la asistencia
jurídica gratuita en dicha vía jurisdiccional deberán dirigirse por escrito al Tribunal Consti-
tucional dentro del plazo previsto en los artículos 43 y 44 de la LOTC.

2. En dicho escrito harán constar expresamente su intención de interponer recurso de
amparo, expondrán sucintamente una relación circunstanciada de los hechos en que se
funde su pretensión y solicitarán que, a requerimiento del Tribunal, se les designe Abogado
y Procurador del turno de oficio.

Cuando el Abogado que haya asistido al interesado en la vía judicial previa considere
sostenible la pretensión y consienta en seguir ejerciendo gratuitamente sus funciones en el
recurso de amparo, dicha solicitud deberá limitarse a requerir la designación de un Procu-
rador de oficio.

3. En todo caso, los interesados acompañarán al referido escrito copia o testimonio de
las resoluciones judiciales que pretendan impugnar en amparo, la acreditación de la fecha
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en que les hayan sido notificadas y la certificación del derecho a la asistencia jurídica
gratuita que previamente se les haya reconocido.

Cuando en dicho escrito se limiten a solicitar la designación de Procurador de oficio,
deberán acompañar, además, el original del escrito de renuncia del Abogado a percibir
honorarios en los términos establecidos en el artículo 27 de la Ley de Asistencia Jurídica
Gratuita.

4. El Tribunal Constitucional, tras examinar el escrito a que se refieren los anteriores
apartados, podrá denegar la solicitud de designación de Abogado y Procurador de oficio
cuando manifiestamente concurra alguno de los siguientes motivos:

Primero.- Que el escrito del interesado se haya presentado fuera del plazo previsto en
los artículos 43 y 44 de la LOTC.

Segundo.- Que el enjuiciamiento de la materia a que se refiera la impugnación no co-
rresponda a la competencia del Tribunal Constitucional.

Tercero.- Que las resoluciones que se pretendan impugnar no sean susceptibles de
recurso de amparo constitucional.

Cuarto.- Que no se haya agotado la vía judicial procedente o todos los recursos utili-
zables dentro de la vía judicial.

Artículo 5.

Cuando el Abogado designado de oficio oponga reparos a la sostenibilidad del recurso
de amparo en los términos previstos en los artículos 32 a 35 de la Ley de Asistencia
Jurídica Gratuita, el plazo para interponerlo se computará desde el día en que se notifique
al interesado la decisión de la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita, si fuere
desestimatoria, o desde el día en que se produzca la designación del segundo Abogado de
oficio.

Artículo 6.

Quienes pretendan oponerse a un recurso de amparo dirigido contra una resolución
dictada por un órgano judicial con sede en Madrid y ya tuvieren reconocido el derecho a la
asistencia jurídica gratuita en la vía jurisdiccional previa, habrán de personarse ante el
Tribunal Constitucional dentro del plazo que les haya sido concedido en la cédula de em-
plazamiento, asistidos y representados por los profesionales que les hubieren sido desig-
nados en la vía judicial previa.

Artículo 7.

1. En el caso previsto en el artículo anterior, si el recurso de amparo se dirige contra una
resolución dictada por un órgano que no tenga su sede en Madrid, quienes pretendan
oponerse al mismo deberán dirigirse por escrito al Tribunal Constitucional dentro del plazo
que les haya sido concedido en la cédula de emplazamiento.

2. En dicho escrito harán constar expresamente su intención de oponerse al recurso de
amparo, y solicitarán que, a requerimiento del Tribunal, se les designe Abogado y Procura-
dor del turno de oficio.

Cuando el Abogado que haya asistido al interesado en la vía judicial previa consienta
en seguir ejerciendo gratuitamente sus funciones en el recurso de amparo, dicha solicitud
se limitará a requerir la designación de un Procurador de oficio.
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3. En todo caso, los interesados acompañarán al referido escrito la cédula de emplaza-
miento y la certificación del derecho a la asistencia jurídica gratuita que previamente se les
haya reconocido.

Cuando en dicho escrito se limiten a solicitar la designación de un Procurador de oficio,
deberán acompañar, además, el escrito de renuncia del Abogado a percibir honorarios en
los términos establecidos en el artículo 27 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita.

SECCIÓN 2.ª: INSUFICIENCIA ECONÓMICA SOBREVENIDA

Artículo 8.

1. Quienes se encuentren en la situación de insuficiencia económica sobrevenida a que
se refiere el artículo 8 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita y pretendan interponer
recurso de amparo, deberán dirigir al Tribunal Constitucional, dentro del plazo previsto en
los artículos 43 y 44 de la LOTC, un escrito en el que manifiesten expresamente su inten-
ción de recurrir.

2. A dicho escrito acompañarán copia o testimonio de las resoluciones judiciales que
pretendan impugnar en amparo, así como la certificación acreditativa de haber solicitado
ante el Colegio de Abogados de Madrid o ante el Juez Decano de su domicilio el reconoci-
miento del derecho a la asistencia jurídica gratuita.

3. En estos casos, el plazo para interponer el recurso de amparo se computará desde
que se produzca la notificación de la designación provisional de Abogado y Procurador de
oficio en virtud de lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita o
desde que se les notifique la resolución definitiva de la Comisión de Asistencia Jurídica
Gratuita.

El plazo para interponer la demanda de amparo quedará suspendido si alguno de los
interesados interpusiere contra dicha resolución definitiva la impugnación regulada en el
artículo 20 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita.

Artículo 9.

Si la situación de insuficiencia económica sobreviniese con posterioridad a la interposi-
ción del recurso de amparo, el recurrente o la persona a quien se haya tenido por
comparecida en calidad de demandada o de coadyuvante deberá presentar ante el Tribu-
nal la certificación acreditativa de haber solicitado ante el Colegio de Abogados de Madrid
o ante el Juez Decano de su domicilio el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídi-
ca gratuita.

Artículo 10.

1. En el caso previsto en el artículo anterior, la persona a quien se hubiere desestimado
la solicitud de reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita podrá formular la
impugnación a que se refiere el artículo 20 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, que
será resuelta por el Tribunal.

2. Una vez recibidas las actuaciones, el Tribunal concederá un plazo de tres días para
formular alegaciones por escrito al Abogado del Estado o al Letrado de la Comunidad
Autónoma cuando de ella dependa la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita.
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3. Finalizado dicho plazo, el Tribunal resolverá la impugnación, mediante auto, en el
plazo de tres días.

Disposición adicional primera.

1. Quienes pretendan interponer recurso de amparo contra las resoluciones judiciales
desestimatorias de la impugnación a que se refiere el artículo 20 de la Ley de Asistencia
Jurídica Gratuita, deberán dirigirse por escrito al Tribunal Constitucional dentro del plazo
previsto en el artículo 44 de la LOTC.

2. En dicho escrito, donde harán constar expresamente su intención de interponer re-
curso de amparo, expondrán sucintamente una relación circunstanciada de los hechos en
que se funde su pretensión, y solicitarán que, a requerimiento del Tribunal, se les designe
Abogado y Procurador del turno de oficio.

3. En todo caso, los interesados acompañarán al referido escrito copia o testimonio de
la resolución judicial que pretendan impugnar en amparo, así como la acreditación de la
fecha en que les haya sido notificada.

4. El Tribunal, salvo que el escrito se hubiere presentado fuera del plazo legalmente
establecido, requerirá, sin más, a los respectivos colegios la designación definitiva de
Abogado y Procurador del turno de oficio.

El Abogado así designado no podrá instar el procedimiento regulado en los artículos 32
a 35 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita.

5. Si el recurso de amparo fuere inadmitido o desestimado, los profesionales que hayan
asistido y representado al recurrente tendrán derecho a percibir de éste los honorarios
correspondientes a las actuaciones practicadas.

Disposición adicional segunda.

Lo dispuesto en la disposición anterior será igualmente de aplicación a quienes, alegan-
do insuficiencia económica, pretendan interponer recurso de amparo contra las resolucio-
nes judiciales desestimatorias de solicitudes formuladas en virtud de la Ley Orgánica 6/
1984, de 24 de mayo, de Habeas Corpus.

Disposición adicional tercera.

Quienes pretendan interponer un recurso de amparo dirigido contra una resolución judi-
cial dictada en un procedimiento en el que no sea legalmente exigible la intervención de
Abogado o de Procurador y ya tuvieren reconocido el derecho a la asistencia jurídica gra-
tuita, deberán dirigirse por escrito a este Tribunal dentro del plazo previsto en los artículos
43 y 44 de la LOTC.

Dicho escrito deberá formularse de conformidad con lo dispuesto en los apartados 2 y 3
del artículo 4 del presente Acuerdo y el Tribunal podrá rechazar la solicitud que en él se
haga constar por cualquiera de las causas previstas en el apartado 4 de ese mismo precepto.

Disposición adicional cuarta.

Corresponderá a los Secretarios de Justicia del Tribunal Constitucional dictar las dili-
gencias de ordenación que hayan de adoptarse en aplicación del presente Acuerdo.
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Disposición derogatoria.

Queda derogado el Acuerdo de este Tribunal de 20 de diciembre de 1982, por el que se
aprueban normas acerca de la defensa por pobre en los procesos constitucionales.
Disposición final.

El presente Acuerdo entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín
Oficial del Estado». Madrid, 18 de junio de 1996.-El Presidente del Tribunal, Rodríguez
Bereijo. BOE 174/1996. Publicado 19-07-1996
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I. 6. ORDEN DE 23 DE SEPTIEMBRE DE 1997 SOBRE TRAMITACION DE LAS SOLICI-
TUDES DE ASISTENCIA JURIDICA GRATUITA EN EL AMBITO DE LA JURISDICCION
PENAL. (BOE 237/1997. Publicado 03101997)

La Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, y su Reglamento de
desarrollo, aprobado por Real Decreto 2103/1996, de 20 de septiembre, modificaron en su
totalidad nuestro sistema legal de gratuidad de la justicia.

 Tras varios meses de funcionamiento de este nuevo sistema, profundamente innova-
dor en relación con la situación anterior, se han detectado algunos aspectos prácticos que
requieren actuaciones complementarias. En concreto, destaca por su importancia, tanto
cualitativa como cuantitativa, la tramitación de las solicitudes de reconocimiento del dere-
cho a la asistencia jurídica gratuita cuando afectan a litigios enmarcados dentro del orden
jurisdiccional penal, en donde, por encima de cualquier otra circunstancia, resulta priorita-
rio el aseguramiento de los derechos fundamentales a la defensa y a la tutela judicial
efectiva, reconocidos en el artículo 24 de la Constitución.

 En este ámbito, el entorno socio-cultural que en la inmensa mayoría de los casos rodea
a los justiciables está generando evidentes dificultades a la hora de acreditar a priori la
insuficiencia de recursos económicos para litigar. La necesidad de dicha acreditación per-
manece, en todo caso, inalterable y dará lugar a la correspondiente resolución del procedi-
miento, con los efectos que la misma conlleve según la aplicación ordinaria de los criterios
generales contenidos en la Ley y en el Reglamento; sin embargo, ello no puede convertirse
en un elemento obstaculizador de la efectividad de los mencionados derechos fundamen-
tales.

 En su virtud, en uso de la autorización contenida en la Disposición final primera del
Real Decreto 2103/1996, de 20 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento de
Asistencia Jurídica Gratuita, previo informe de la Fiscalía General del Estado, del Consejo
General de la Abogacía Española y del Consejo General de los Colegios de Procuradores
de los Tribunales de España, dispongo:

 Primero.- En los procedimientos penales, cuando el Colegio de Abogados aprecie la
imposibilidad de acreditar la documentación a la que se refiere el artículo
8 del Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita, remitirá el expediente
que haya podido aportar el interesado a la Comisión de Asistencia Jurídica
Gratuita correspondiente para que continúe la tramitación.
 Dicho expediente habrá de ir acompañado de una acreditación de las
gestiones realizadas por el Colegio y por el Abogado designado para reca-
bar dicha documentación, así como de un informe sobre la valoración que
al Abogado le merece la concreta situación del interesado a efectos del
reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita.

 Segundo.- La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en
el «Boletín Oficial del Estado».
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I. 7. LEY ORGÁNICA 6/1985, DE 1 DE JULIO, DEL PODER JUDICIAL.
(B.O.E. 157/1985, publicado el 2/07/1985)

Artículo veinte

1. La justicia será gratuita en los supuestos que establezca la Ley.
2. Se regulara por Ley un sistema de justicia gratuita que de efectividad al derecho

declarado en los artículos 24 y 119 de la Constitución, en los casos de insuficiencia de
recursos para litigar.

3. No podrán exigirse fianzas que por su inadecuación impidan el ejercicio de la acción
popular, que será siempre gratuita.

Artículo cuatrocientos cuarenta

1. Salvo que la Ley disponga otra cosa, las partes podrán designar libremente a sus
representantes y defensores entre los procuradores y abogados que reúnan los requisitos
exigidos por las Leyes.

2. Se designaran de oficio, con arreglo a lo que en aquellas se establezca, a quien lo
solicite o se niegue a nombrarlos, siendo preceptiva su intervención. La defensa de oficio
tendrá carácter gratuito para quien acredite insuficiencia de recursos para litigar en los
términos en que establezca la Ley.

3. En los procedimientos laborales y de seguridad social la representación podrá ser
ostentada por graduado social colegiado.

Artículo cuatrocientos cuarenta y uno

Es obligación de los poderes públicos garantizar la defensa y la asistencia de abogado,
en los términos establecidos en la Constitución y en las Leyes.
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I. 8. ORDEN DE 3 DE JUNIO DE 1997 POR LA QUE SE ESTABLECEN LOS REQUISI-
TOS GENERALES MINIMOS DE FORMACION Y ESPECIALIZACION NECESARIOS
PARA PRESTAR LOS SERVICIOS DE ASISTENCIA JURIDICA GRATUITA.

(BOE 144/1997. Publicado 17/06/1997)

La Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita («Boletín Oficial del
Estado» número 11, de 12 de enero de 1996), prevé en su artículo 25 que el Ministerio de
Justicia «establecerá los requisitos generales mínimos de formación y especialización ne-
cesarios para prestar los servicios de asistencia jurídica gratuita, con objeto de asegurar un
nivel de calidad y de competencia profesional que garantice el derecho constitucional a la
defensa».

Por su parte, el artículo 23.1 del Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita, aprobado
por el Real Decreto 2103/1996, de 20 de septiembre («Boletín Oficial del Estado» número
231, del 24), dispone, asimismo, que «el Ministerio de Justicia, previo informe de los Con-
sejos Generales de la Abogacía Española y de los Colegios de Procuradores de los Tribu-
nales de España, establecerá los requisitos generales mínimos de formación y especiali-
zación necesarios para prestar los servicios de asistencia jurídica gratuita, así como aque-
llos relativos a experiencia profesional previa».

Con la presente Orden se procede, por tanto, a dar cumplimiento al mandato contenido
en las normas citadas, y, en aplicación de lo dispuesto por la disposición transitoria segun-
da del mencionado Real Decreto 2103/1996, de 20 de septiembre, devienen inaplicables a
partir de este momento las condiciones fijadas en virtud del artículo 6 del Real Decreto
108/1995, de 27 de enero, sobre medidas para instrumentar la subvención estatal a la
asistencia jurídica gratuita.

En su virtud, previo informe de los Consejos Generales de la Abogacía Española y de
los Colegios de Procuradores de los Tribunales de España, dispongo:

Primero. Requisitos generales mínimos exigibles a los Abogados.
1. Se establecen como requisitos generales mínimos exigibles a los Abogados para

prestar los servicios de asistencia jurídica gratuita los siguientes:
a) Tener residencia habitual y despacho abierto en el ámbito del colegio respec-

tivo y, en el caso de que el colegio tenga establecidas demarcaciones territo-
riales especiales, tener despacho en la demarcación territorial correspondien-
te, salvo que, en cuanto a este último requisito, la Junta de Gobierno del
Colegio lo dispense excepcionalmente para una mejor organización y eficacia
del servicio.

b) Acreditar más de tres años en el ejercicio efectivo de la profesión.
c) Estar en posesión del diploma del curso de Escuela de Práctica Jurídica o de

cursos equivalentes homologados por los Colegios de Abogados, o haber su-
perado los cursos o pruebas de acceso a los servicios de turno de oficio y
asistencia letrada al detenido establecidos por las Juntas de Gobierno de los
Colegios de Abogados.

2. Excepcionalmente, la Junta de Gobierno de cada colegio podrá dispensar
motivadamente el cumplimiento del requisito establecido en la letra c) del punto
anterior, si concurrieren en el solicitante méritos y circunstancias que acreditasen
su capacidad para la prestación del servicio.
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Segundo. Requisitos generales mínimos exigibles a los Procuradores.
1. Se establecen como requisitos generales mínimos exigibles a los Procuradores

de los Tribunales para prestar los servicios de asistencia jurídica gratuita los
siguientes:
a) Tener residencia habitual y despacho abierto en el territorio del partido judicial

en el que se haya de actuar.
b) Acreditar la asistencia a los cursos de formación que, al efecto, hayan organi-

zado los Colegios de Procuradores, así como la superación de las pruebas de
aptitud celebradas a la finalización de los mismos.

2. La Junta de Gobierno de cada colegio podrá, con carácter excepcional y de forma
motivada, eximir del cumplimiento del requisito establecido en la letra b) del
punto anterior, si en el solicitante concurrieren méritos y circunstancias que acre-
ditasen su capacidad para la prestación del servicio.

Tercero. Ámbito de aplicación. -Los requisitos establecidos en la presente Orden serán
de obligado cumplimiento para todos los Colegios de Abogados y de Procuradores, sin
perjuicio de los requisitos complementarios que puedan establecer las Comunidades Autó-
nomas que hayan asumido el ejercicio efectivo de competencias en materia de provisión
de medios materiales para el funcionamiento de la Administración de Justicia.

Disposición final. -La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publi-
cación en el «Boletín Oficial del Estado».
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I. 9.- DIRECTIVA 2002/8/CE DEL CONSEJO DE 27 DE ENERO DE 2003 DESTINADA
A MEJORAR EL ACCESO A LA JUSTICIA EN LOS LITIGIOS TRANSFRONTERIZOS
MEDIANTE EL ESTABLECIMIENTO DE REGLAS MÍNIMAS COMUNES RELATIVAS A
LA JUSTICIA GRATUITA PARA DICHOS LITIGIOS

EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA,

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, y en particular la letra c) del
artículo 61 y el artículo 67,

Vista la propuesta de la Comisión(1),
Visto el dictamen del Parlamento Europeo(2),
Visto el dictamen del Comité Económico y Social(3),
Considerando lo siguiente:
(1) La Unión Europea se ha fijado como objetivo mantener y desarrollar un espacio de

libertad, seguridad y justicia en el que esté garantizada la libre circulación de personas.
Para el gradual establecimiento de dicho espacio, la Comunidad debe adoptar, entre otras,
las medidas relativas a la cooperación judicial en materia civil que tengan implicaciones
transfronterizas y sean necesarias para el adecuado funcionamiento del mercado interior.

(2) En virtud de la letra c) del artículo 65 del Tratado, entre estas medidas deben incluir-
se las encaminadas a eliminar los obstáculos al buen funcionamiento de los procedimien-
tos civiles, fomentando, si fuera necesario, la compatibilidad de las normas de procedi-
miento civil aplicables en los Estados miembros.

(3) El Consejo Europeo de Tampere de 15 y 16 de octubre de 1999 invitó al Consejo a
instaurar normas mínimas que garanticen un nivel adecuado de justicia gratuita para los
asuntos transfronterizos en el conjunto de la Unión.

(4) Todos los Estados miembros son Partes contratantes del Convenio Europeo para la
Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, de 4 de noviem-
bre de 1950. Las materias a las que hace referencia la presente Directiva se abordarán con
arreglo a dicho Convenio, y en particular al principio de igualdad de las partes en un litigio.

(5) La presente Directiva tiene como objetivo promover la aplicación de la justicia gra-
tuita en los litigios transfronterizos a las personas que no dispongan de recursos suficien-
tes, siempre y cuando dicha asistencia sea necesaria para garantizar el acceso efectivo a
la justicia. El derecho de acceso a la justicia, generalmente reconocido, viene confirmado
por el artículo 47 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea.

(6) Ni la falta de recursos de una persona que sea parte en un litigio, en calidad de
demandante o demandada, ni las dificultades que se derivan de la condición transfronteri-
za de un litigio deben constituir obstáculos al acceso efectivo a la justicia.

(7) Dado que los objetivos de la presente Directiva no pueden ser alcanzados de mane-
ra suficiente por los Estados miembros y, por consiguiente, pueden lograrse mejor a nivel
comunitario, la Comunidad puede adoptar medidas, de acuerdo con el principio de subsi-
diariedad consagrado en el artículo 5 del Tratado. De conformidad con el principio de
proporcionalidad enunciado en dicho artículo, la presente Directiva no excede de lo nece-
sario para alcanzar dichos objetivos.

(8) La presente Directiva está destinada sobre todo a garantizar un nivel adecuado de
justicia gratuita en los litigios transfronterizos, fijando algunas normas mínimas comunes
en relación con la justicia gratuita en tales litigios. Una Directiva del Consejo es el instru-
mento legislativo más adecuado para lograr este objetivo.
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(9) La presente Directiva se refiere a los litigios transfronterizos en materia civil y mer-
cantil.

(10) Cualquier persona implicada en un litigio en materia civil o mercantil que entre en
el ámbito de aplicación de la presente Directiva debe poder hacer valer sus derechos ante
un tribunal aunque su situación financiera personal no le permita hacer frente a las costas
procesales. Se considera adecuada la justicia gratuita cuando permite al beneficiario el
acceso efectivo a la justicia en las condiciones establecidas en la presente Directiva.

(11) La justicia gratuita debe incluir el asesoramiento previo a la demanda con vistas al
logro de un acuerdo antes de iniciar el proceso, así como la asistencia jurídica y la repre-
sentación letrada ante el tribunal y la ayuda para el pago o la exención de las costas
procesales.

(12) Se determinará con arreglo al Derecho del Estado miembro en que se halle el
tribunal, o donde se solicite la ejecución, si las costas procesales pueden incluir las costas
de la parte contraria impuestas al beneficiario de justicia gratuita.

(13) Todos los ciudadanos de la Unión, con independencia del lugar del territorio de un
Estado miembro en que estén domiciliados o sean residentes habituales, deben poder
beneficiarse de la justicia gratuita en los litigios transfronterizos si cumplen las condiciones
previstas por la presente Directiva. Lo mismo se aplica a los nacionales de terceros países
que residan legalmente de forma habitual en el territorio de un Estado miembro.

(14) Conviene dejar a los Estados miembros la libertad de definir los límites máximos
más allá de los cuales se considera que una persona puede hacer frente a las costas
procesales, en las condiciones definidas en la presente Directiva. Es preciso definir dichos
límites en función de diversos factores objetivos, como los ingresos, el patrimoneo y la
situación familiar.

(15) No obstante, el objetivo de la presente Directiva no podría alcanzarse si no se
ofreciera a los solicitantes de justicia gratuita la posibilidad de demostrar que no pueden
hacer frente a las costas procesales aunque sus recursos superen el límite máximo fijado
por el Estado miembro donde se halle el tribunal. Al evaluar si es preciso conceder la
justicia gratuita por este motivo, las autoridades de los Estados miembros donde se halle
el tribunal tendrán en cuenta la información que justifique el cumplimiento por el solicitante
de los criterios de carácter financiero aplicables en el Estado miembro de su domicilio o
residencia habitual.

(16) La posibilidad de recurrir en el marco del mismo asunto a otros mecanismos que
garanticen el acceso efectivo a la justicia no es una forma de justicia gratuita. Esta posibi-
lidad puede, sin embargo, justificar la presunción de que la persona interesada está en
condiciones de hacer frente a las costas procesales a pesar de su situación financiera
desfavorable.

(17) Conviene ofrecer a los Estados miembros la posibilidad de rechazar las solicitudes
de justicia gratuita relativas a demandas manifiestamente infundadas, o por motivos rela-
tivos al fondo del caso en la medida en que se ofrezca asesoramiento previo a la demanda
y se garantice el acceso la justicia. Al resolver sobre el fundamento de una solicitud, los
Estados miembros podrán denegar las solicitudes de justicia gratuita si el solicitante alega
un daño a su reputación pero no ha sufrido perjuicio material o financiero alguno o si la
solicitud se refiere a una reclamación directamente vinculada a la actividad empresarial
del solicitante o al ejercicio autónomo de una profesión por parte del mismo.

(18) La complejidad y las diferencias entre los sistemas judiciales de los Estados miem-
bros, así como los costes inherentes al carácter transfronterizo de los litigios no deberían
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obstaculizar el acceso a la justicia. Conviene pues que la justicia gratuita cubra los costes
directamente vinculados al carácter transfronterizo de un litigio.

(19) Al considerar si es precisa la presencia física de una persona en un tribunal, los
tribunales de un Estado miembro deben tomar en consideración el pleno beneficio de las
posibilidades ofrecidas por el Reglamento (CE) n° 1206/2001 del Consejo, de 28 de mayo
de 2001, relativo a la cooperación entre los órganos jurisdiccionales de los Estados miem-
bros en el ámbito de la obtención de pruebas en materia civil o mercantil(4).

(20) Si se concede la justicia gratuita, debe cubrir todo el proceso, incluidos los gastos
para que una sentencia sea ejecutada; el beneficiario seguirá percibiendo esta asistencia
en caso de que se interponga un recurso contra él o lo interponga él mismo, siempre que
se sigan cumpliendo las condiciones relativas a los recursos económicos y a la sustancia
del litigio.

(21) La justicia gratuita debe concederse en las mismas condiciones ya se trate de
procedimientos judiciales tradicionales o de procedimientos extrajudiciales como la me-
diación, siempre que el recurso a éstos últimos sea obligatorio por ley o haya sido ordena-
do por el tribunal.

(22) La justicia gratuita debe concederse asimismo para la ejecución de instrumentos
auténticos en otro Estado miembro con arreglo a las condiciones definidas en la presente
Directiva.

(23) Dado que la justicia gratuita es concedida por el Estado miembro en que se halle
el tribunal o donde se solicite la ejecución, con excepción de la asistencia previa a la
demanda prestada por un abogado local si el solicitante de justicia gratuita no está domi-
ciliado o no tiene su residencia habitual en el Estado miembro en que se halle el tribunal,
dicho Estado miembro deberá aplicar su propia legislación respetando los principios de la
presente Directiva.

(24) Es conveniente que la justicia gratuita sea concedida o denegada por la autoridad
competente del Estado miembro en que se halle el tribunal o donde deba ejecutarse una
sentencia. Ello ocurre tanto si dicho tribunal está juzgando el asunto en cuanto al fondo
como si antes ha de resolver si tiene o no jurisdicción.

(25) Conviene organizar la cooperación judicial en materia civil entre los Estados miem-
bros con el fin de favorecer la información del público y los profesionales y de simplificar y
acelerar el envío de las solicitudes de justicia gratuita de un Estado miembro a otro.

(26) Los mecanismos de notificación y transmisión previstos por la presente Directiva
se inspiran directamente en los previstos por el Acuerdo Europeo relativo a la transmisión
de solicitudes de asistencia jurídica gratuita, firmado en Estrasburgo el 27 de enero de
1977, denominado en lo sucesivo «Acuerdo de 1977». Se ha fijado un plazo, no previsto
en el Acuerdo de 1977, para la transmisión de las solicitudes de justicia gratuita. Un plazo
relativamente corto contribuye al buen funcionamiento de la justicia.

(27) Los datos transmitidos en aplicación de la presente Directiva deben estar ampara-
dos por un régimen de protección. Puesto que son aplicables la Directiva 95/46/CE del
Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de
las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre
circulación de estos datos(5), y la Directiva 97/66/CE del Parlamento Europeo y del Con-
sejo, de 15 de diciembre de 1997, relativa al tratamiento de los datos personales y a la
protección de la intimidad en el sector de las telecomunicaciones(6), no es necesario
incluir disposiciones específicas sobre protección de datos en la presente Directiva.
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(28) La creación de un formulario normalizado para las solicitudes de justicia gratuita y
para su transmisión en los casos de litigios transfronterizos hará más fáciles y más rápidos
los procesos.

(29) Además, dichos formularios, así como los formularios de solicitud nacionales,
deben estar disponibles a escala europea mediante el sistema de información de la Red
Judicial Europea, creada con arreglo a la Decisión 2001/470/CE(7).

(30) Las medidas necesarias para la ejecución de la presente Directiva deben aprobar-
se con arreglo a la Decisión 1999/468/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, por la que
se establecen los procedimientos para el ejercicio de las competencias de ejecución atri-
buidas a la Comisión(8).

(31) Conviene precisar que el establecimiento de normas mínimas en litigios transfron-
terizos no supone un obstáculo para que los Estados miembros establezcan disposiciones
más favorables para las personas solicitantes de justicia gratuita y beneficiarias de la
misma.

(32) El Acuerdo de 1977 y el Protocolo adicional al Acuerdo Europeo relativo a la
transmisión de solicitudes de asistencia jurídica gratuita, firmado en Moscú en 2001, si-
guen siendo aplicables a las relaciones entre los Estados miembros y los terceros Estados
parte en el Acuerdo de 1977 o en el Protocolo. No obstante, en las relaciones entre Esta-
dos miembros la presente Directiva prevalecerá sobre las disposiciones del Acuerdo de
1977.

(33) De conformidad con el artículo 3 del Protocolo sobre la posición del Reino Unido e
Irlanda anexo al Tratado de la Unión Europea y al Tratado constitutivo de la Comunidad
Europea, el Reino Unido e Irlanda han notificado su deseo de participar en la adopción de
la presente Directiva.

(34) De conformidad con los artículos 1 y 2 del Protocolo sobre la posición de Dinamar-
ca anexo al Tratado de la Unión Europea y al Tratado constitutivo de la Comunidad Euro-
pea, Dinamarca no participa en la adopción de la presente Directiva y no queda vinculada
por ésta ni sujeta a su aplicación,

HA ADOPTADO LA PRESENTE DIRECTIVA:

CAPÍTULO I
ÁMBITO DE APLICACIÓN Y DEFINICIONES

Artículo 1. Objetivos y ámbito de aplicación.

1. La presente Directiva tiene como objetivo mejorar el acceso a la justicia en los
litigios transfronterizos mediante el establecimiento de unas reglas mínimas comunes
relativas a la justicia gratuita en dichos litigios.

2. Se aplicará a todo litigio transfronterizo en materia civil y mercantil, con independen-
cia de la naturaleza del órgano jurisdiccional. No incluirá, en particular, las materias fiscal,
aduanera y administrativa.

3. A los efectos de la presente Directiva, se entenderá por «Estado miembro» los
Estados miembros excepto Dinamarca.
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Artículo 2. Litigios transfronterizos.

1. A los efectos de la presente Directiva, un litigio transfronterizo es aquél en el que la
parte que solicita la justicia gratuita en el contexto de la presente Directiva está domicilia-
da o reside habitualmente en un Estado miembro distinto del Estado miembro donde se
halle el tribunal o en el que deba ejecutarse la resolución.

2. El Estado miembro en el que está domiciliada una parte se determinará conforme a
lo dispuesto en el artículo 59 del Reglamento (CE) n° 44/2001 del Consejo, de 22 de
diciembre de 2000, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de
resoluciones judiciales en materia civil y mercantil(9).

3. El momento que se tendrá en cuenta para determinar si existe un litigio transfronte-
rizo será el momento de presentación de la solicitud con arreglo a la presente Directiva.

CAPÍTULO II
DERECHO A LA JUSTICIA GRATUITA

Artículo 3. Derecho a la justicia gratuita.

1. Las personas físicas que sean parte en un litigio contemplado en la presente Direc-
tiva tendrán derecho a obtener la adecuada justicia gratuita a fin de garantizar su acceso
efectivo a la justicia conforme a las condiciones establecidas en la presente Directiva.

2. La justicia gratuita se considerará adecuada cuando garantice:
a) el asesoramiento previo a la demanda con vistas a llegar a un acuerdo antes de la

presentación de demanda;
b) la asistencia jurídica y la representación ante los tribunales, así como la exención de

las costas procesales para el beneficiario, incluidos los gastos a que se hace refe-
rencia en el artículo 7 y los honorarios de personas que actúen en el juicio a reque-
rimiento del tribunal, o ayudas para sufragarlas.

En los Estados miembros en que pueda condenarse a la parte que pierde el juicio al
pago de las costas de la parte contraria, en caso de que el beneficiario perdiera el juicio la
justicia gratuita incluirá las costas de la parte contraria a condición de que las hubiera
cubierto igualmente si el beneficiario tuviera su domicilio o su residencia habitual en el
Estado miembro del foro.

3. Los Estados miembros no estarán obligados a ofrecer asistencia jurídica o represen-
tación ante los tribunales en los procedimientos que permitan específicamente a las partes
asumir personalmente su propia defensa, salvo decisión en contrario del tribunal u otras
autoridades competentes destinada a garantizar la igualdad entre las partes o en vista de
la complejidad del asunto.

4. Los Estados miembros podrán requerir de los beneficiarios de la justicia gratuita el
pago de aportaciones razonables a sus costas procesales, teniendo en cuenta las condi-
ciones contempladas en el artículo 5.

5. Los Estados miembros podrán prever que las autoridades competentes puedan de-
cidir que el beneficiario de la justicia gratuita reembolse la misma, total o parcialmente, si
su situación financiera ha mejorado sustancialmente o si la decisión por la que se concedió
la justicia gratuita se adoptó atendiendo a información inexacta facilitada por el beneficiario.
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Artículo 4. No discriminación.

Los Estados miembros concederán el beneficio de justicia gratuita sin discriminación a
los ciudadanos de la Unión y a los nacionales de terceros países que residan legalmente
en uno de los Estados miembros.

CAPÍTULO III
CONDICIONES Y ALCANCE DE LA JUSTICIA GRATUITA

Artículo 5. Condiciones relativas a los recursos financieros.

1. Los Estados miembros concederán el beneficio de justicia gratuita a las personas
contempladas en el apartado 1 del artículo 3 que no puedan hacer frente, en su totalidad o
en parte, a las costas procesales mencionadas en el apartado 2 del artículo 3 debido a su
situación económica, a fin de garantizar su acceso efectivo a la justicia.

2. La situación económica de una persona será evaluada por la autoridad competente
del Estado miembro del foro teniendo en cuenta distintos elementos objetivos como la
renta, el patrimoneo y la situación familiar, incluida la evaluación de los recursos de las
personas que dependan económicamente del solicitante.

3. Los Estados miembros podrán establecer límites por encima de los cuales se consi-
dere que los solicitantes de justicia gratuita pueden hacer frente, en su totalidad o en parte,
a las costas procesales mencionadas en el apartado 2 del artículo 3. Dichos límites se
establecerán basándose en los criterios definidos en el apartado 2 del presente artículo.

4. Los límites definidos con arreglo al apartado 3 del presente artículo no impedirán que
el solicitante de justicia gratuita que supere los límites pueda obtener el beneficio de justi-
cia gratuita si demuestra que no puede hacer frente a las costas procesales mencionadas
en el apartado 2 del artículo 3 debido a las diferencias en el coste de la vida entre los
Estados miembros del domicilio o residencia habitual y del foro.

5. No habrá obligación de otorgar la justicia gratuita a los solicitantes en la medida en
que puedan efectivamente recurrir, en el caso concreto, a otros mecanismos que cubran
las costas procesales mencionadas en el apartado 2 del artículo 3.

Artículo 6. Condiciones relativas al fondo del litigio.

1. Los Estados miembros podrán prever que las solicitudes de justicia gratuita relativas
a una acción judicial que parezca manifiestamente infundada puedan ser denegadas por
las autoridades competentes.

2. Si se ofrece un asesoramiento previo a la demanda, podrá denegarse o anularse el
beneficio de justicia gratuita subsiguiente por motivos relacionados con el fondo del litigio
siempre y cuando se garantice el acceso a la justicia.

3. Al resolver sobre el fundamento de una solicitud, y sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 5, los Estados miembros valorarán la importancia del asunto en concreto para el
solicitante, aunque también podrán tener en cuenta su naturaleza cuando el solicitante
alegue un daño a su reputación sin haber sufrido perjuicio material o financiero alguno, o
cuando la solicitud se refiera a una reclamación directamente vinculada a la actividad
empresarial del solicitante o al ejercicio autónomo de una profesión por parte del mismo.
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Artículo 7. Gastos vinculados al carácter transfronterizo del litigio.

La justicia gratuita concedida en el Estado miembro donde se halle el tribunal cubrirá
los siguientes gastos directamente vinculados al carácter transfronterizo del litigio:

a) los servicios de interpretación;
b) la traducción de los documentos presentados por el beneficiario a instancias del

tribunal o de la autoridad competente y que sean necesarios para resolver el asunto;
y

c) los gastos de desplazamiento que corran por cuenta del solicitante, cuando la ley o
el tribunal de dicho Estado miembro requieran la comparecencia ante el tribunal de
las personas relacionadas con la defensa de su pretensión por el solicitante, y cuan-
do el tribunal decida que no existen otros medios satisfactorios de tomar declaración
a tales personas.

Artículo 8. Gastos cubiertos por el Estado miembro del domicilio o residencia habitual.

El Estado miembro en que esté domiciliado o resida habitualmente el solicitante facili-
tará ayudas en concepto de justicia gratuita a tenor de lo dispuesto en el apartado 2 del
artículo 3 para cubrir:

a) los gastos correspondientes a la asistencia de un letrado local o de cualquier otra
persona habilitada por la ley para prestar asesoramiento jurídico realizados en dicho
Estado miembro hasta que se haya presentado la solicitud de justicia gratuita en el
Estado miembro donde se halle el tribunal, de conformidad con la presente Directi-
va,

b) la traducción de la solicitud y de la documentación acreditativa necesaria cuando se
presenta la solicitud a las autoridades de dicho Estado miembro.

Artículo 9. Continuidad de la justicia gratuita.

1. La justicia gratuita seguirá concediéndose total o parcialmente a los beneficiarios a
fin de cubrir los gastos realizados para que una resolución sea ejecutada en el Estado
miembro donde se halle el tribunal.

2. Un beneficiario que en el Estado miembro donde se halle el tribunal haya recibido
justicia gratuita obtendrá la justicia gratuita contemplada por el Derecho del Estado miem-
bro en el que se solicite el reconocimiento o la ejecución.

3. La justicia gratuita seguirá facilitándose en caso de interposición de un recurso, bien
por el beneficiario, bien en su contra, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 5 y 6.

4. Los Estados miembros podrán disponer que se reexamine la solicitud en cualquier
fase del litigio por los motivos expuestos en los apartados 3 y 5 del artículo 3, el artículo 5
y el artículo 6, incluyendo los procedimientos a que se hace mención en los apartados 1 a
3 del presente artículo.

Artículo 10. Procedimientos extrajudiciales.

El beneficio de justicia gratuita también cubrirá los procedimientos extrajudiciales, con
arreglo a las condiciones estipuladas en la presente Directiva, cuando la ley los imponga a
las partes, o cuando el juez remita a las partes en el litigio a dichos procedimientos.
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Artículo 11. Instrumentos auténticos.

El beneficio de justicia gratuita para la ejecución de instrumentos auténticos en otro
Estado miembro se concederá con arreglo a las condiciones estipuladas en la presente
Directiva.

CAPÍTULO IV
PROCEDIMIENTO

Artículo 12. Autoridad que concede la justicia gratuita.

La justicia gratuita será concedida o denegada por la autoridad competente del Estado
miembro donde se halle el tribunal, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 8.

Artículo 13. Presentación y transmisión de las solicitudes de justicia gratuita.

1. Las solicitudes de justicia gratuita podrán presentarse:
a) ante la autoridad competente del Estado miembro en que el solicitante tenga su

domicilio o su residencia habitual (autoridad expedidora), o bien
b) ante la autoridad competente del Estado miembro en el que se halle el tribunal o en

el que deba ejecutarse la resolución (autoridad receptora).
2. Las solicitudes de justicia gratuita se cumplimentarán, y la documentación acredita-

tiva correspondiente se traducirá:
a) a la lengua o a una de las lenguas oficiales del Estado miembro de la autoridad

receptora competente que corresponda con una de las lenguas de las instituciones
de la Comunidad; o bien

b) a otra lengua que dicho Estado miembro haya indicado que acepta de conformidad
con el apartado 3 del artículo 14.

3. Las autoridades expedidoras competentes podrán decidir negarse a remitir una soli-
citud que de modo manifiesto:

a) carezca de fundamento, o
b) escape al ámbito de aplicación de la presente Directiva.
Se aplicarán a estas decisiones las condiciones previstas en los apartados 2 y 3 del

artículo 15.
4. La autoridad expedidora competente prestará su ayuda al solicitante para que la

solicitud vaya acompañada de toda la documentación acreditativa que le conste sea ne-
cesario para que pueda resolverse sobre la solicitud. Asimismo, le prestará su ayuda para
la realización de cualquier traducción necesaria de los documentos acreditativos, de con-
formidad con la letra b) del artículo 8.

La autoridad expedidora competente remitirá la solicitud a la autoridad receptora com-
petente del otro Estado miembro en el plazo de 15 días a partir de la fecha de recepción de
la solicitud debidamente cumplimentada en una de las lenguas a que se refiere el apartado
2, y de los documentos acreditativos, traducidos, si fuera necesario, a alguna de dichas
lenguas.

5. Los documentos remitidos en aplicación de la presente Directiva estarán exentos de
la legalización y de cualquier otra formalidad equivalente.
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6. Los Estados miembros no podrán percibir ninguna remuneración por los servicios
prestados en virtud del apartado 4. El Estado miembro en el que el solicitante de justicia
gratuita tenga su domicilio o su residencia habitual podrá disponer que el solicitante esté
obligado a devolver los costes de traducción sufragados por la autoridad expedidora com-
petente en caso de que la autoridad competente deniegue la solicitud de justicia gratuita.

Artículo 14. Autoridades competentes y lenguas.

1. Los Estados miembros designarán a la autoridad o autoridades competentes para
remitir («autoridades expedidoras») y recibir («autoridades receptoras») las solicitudes.

2. Cada Estado miembro facilitará a la Comisión la siguiente información:
- los nombres y direcciones de las autoridades receptoras o expedidoras competentes

mencionadas en el apartado 1;
- los ámbitos geográficos sobre los que tienen competencia;
- los medios a su disposición para recibir las solicitudes; y
- las lenguas que podrán utilizarse para cumplimentar la solicitud.
3. Los Estados miembros notificarán a la Comisión la lengua o lenguas oficiales de las

instituciones de la Comunidad distintas de la suya o de las suyas en las cuales la autoridad
receptora competente acepta que se cumplimenten las solicitudes de justicia gratuita que
reciba con arreglo a la presente Directiva.

4. Los Estados miembros comunicarán a la Comisión la información mencionada en los
apartados 2 y 3 antes del 30 de noviembre de 2004. Notificarán a la Comisión cualquier
modificación posterior de dicha información a más tardar dos meses antes de que la modi-
ficación entre en vigor en dicho Estado miembro.

5. La información mencionada en los apartados 2 y 3 se publicará en el Diario Oficial de
las Comunidades Europeas.

Artículo 15. Tramitación de las solicitudes.

1. Las autoridades nacionales competentes para pronunciarse sobre las solicitudes de
justicia gratuita velarán por que se informe cumplidamente al solicitante sobre la tramita-
ción de la solicitud.

2. Las decisiones deberán ser motivadas cuando resulten total o parcialmente denega-
torias.

3. Los Estados miembros garantizarán la posibilidad de revisar o recurrir toda decisión
denegatoria de una solicitud de justicia gratuita. Los Estados miembros podrán exceptuar
los casos en que la solicitud de justicia gratuita sea denegada por un órgano jurisdiccional
contra cuya resolución sobre el fondo del asunto no pueda interponerse recurso en virtud
de la legislación nacional, o por un tribunal de apelación.

4. Cuando los recursos contra una decisión que deniegue o anule la justicia gratuita con
arreglo al artículo 6 sean de índole administrativa, siempre estarán sujetos en última ins-
tancia a una revisión judicial.

Artículo 16. Formulario normalizado.

1. Con el fin de facilitar la transmisión de las solicitudes, se establecerá un formulario
normalizado para las solicitudes de justicia gratuita y para su transmisión, con arreglo al
procedimiento contemplado en el apartado 2 del artículo 17.
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2. El formulario normalizado para la transmisión de solicitudes de justicia gratuita
se establecerá a más tardar el 30 de mayo de 2003.

El formulario normalizado para las solicitudes de justicia gratuita se establecerá
a más tardar el 30 de noviembre de 2004.

CAPÍTULO V
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 17. Comité.

1. La Comisión estará asistida por un Comité.
2. En los casos en que se haga referencia al presente apartado, serán de aplica-

ción los artículos 3 y 7 de la Decisión 1999/468/CE.
3. El Comité aprobará su reglamento interno

Artículo 18. Información.

Las autoridades nacionales competentes cooperarán con el fin de informar al
público y a los profesionales de la justicia sobre los distintos sistemas de justicia
gratuita, en particular a través de la Red Judicial Europea creada de conformidad
con la Decisión 2001/470/CE.

Artículo 19. Disposiciones más favorables.

La presente Directiva no impedirá que los Estados miembros establezcan dis-
posiciones más favorables para los solicitantes y los beneficiarios de la justicia gratuita.

Artículo 20. Relación con otros instrumentos.

La presente Directiva primará, entre los Estados miembros y en relación con la
materia a la que se aplica, sobre las disposiciones contenidas en acuerdos bilatera-
les y multilaterales celebrados por los Estados miembros, incluidos:

a) el Acuerdo Europeo relativo a la transmisión de solicitudes de asistencia jurí-
dica gratuita, firmado en Estrasburgo el 27 de enero de 1977, modificado por
el Protocolo adicional al Acuerdo Europeo relativo a la transmisión de solicitu-
des de asistencia jurídica gratuita, firmado en Moscú en 2001;

b) el Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 tendente a facilitar el
acceso internacional a la justicia.

Artículo 21. Incorporación al Derecho nacional.

1. Los Estados miembros adoptarán las disposiciones legales, reglamentarias y
administrativas necesarias para dar cumplimiento a lo dispuesto en la presente Di-
rectiva, a más tardar el 30 de noviembre de 2004 con excepción de la letra a) del
apartado 2 del artículo 3, para el cual la incorporación de la presente Directiva al
Derecho nacional se producirá a más tardar el 30 de mayo de 2006. Informarán de
ello inmediatamente a la Comisión.
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Cuando los Estados miembros adopten dichas disposiciones, éstas incluirán una refe-
rencia a la presente Directiva o irán acompañadas de dicha referencia en su publicación
oficial. Los Estados miembros establecerán las modalidades de la mencionada referencia.

2. Los Estados miembros comunicarán a la Comisión el texto de las disposiciones
básicas de Derecho interno que adopten en el ámbito regulado por la presente Directiva.

Artículo 22. Entrada en vigor.

La presente Directiva entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de las
Comunidades Europeas.

Artículo 23. Destinatarios.

Los destinatarios de la presente Directiva son los Estados miembros, de conformidad
con el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea.

Hecho en Bruselas, el 27 de enero de 2003.

(1) DO C 103 E de 30.4.2002, p. 368.
(2) Dictamen emitido el 25 de septiembre de 2002 (no publicado aún en el Diario Ofi-

cial)
(3) DO C 221 de 17.9.2002, p. 64.
(4) DO L 174 de 27.6.2001, p. 1.
(5) DO L 281 de 23.11.1995, p. 31.
(6) DO L 24 de 30.1.1998, p. 1.
(7) DO L 174 de 27.6.2001, p. 25.
(8) DO L 184 de 17.7.1999, p. 23.
(9) DO L 12 de 16.1.2001, p. 1; Reglamento modificado por el Reglamento (CE) n°

1496/2002 de la Comisión (DO L 225 de 22.8.2002, p. 13).
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II.- NORMAS PROCESALES

II. 1. LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL. Ley 1/2000 de 7 de enero. (B.O.E. 7/2000, publi-
cado el 8/01/2000)

Artículo 32. Intervención no preceptiva de abogado y procurador.

1. Cuando, no resultando preceptiva la intervención de abogado y procurador, el de-
mandante pretendiere comparecer por sí mismo y ser defendido por abogado, o ser repre-
sentado por procurador, o ser asistido por ambos profesionales a la vez, lo hará constar así
en la demanda.

2. Recibida la notificación de la demanda, si el demandado pretendiera valerse también
de abogado y procurador, lo comunicará al tribunal dentro de los tres días siguientes, pu-
diendo solicitar también, en su caso, el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica
gratuita. En este último caso, el tribunal podrá acordar la suspensión del proceso hasta que
se produzca el reconocimiento o denegación de dicho derecho o la designación provisional
de abogado y procurador.

3. La facultad de acudir al proceso con la asistencia de los profesionales a que se refiere
el apartado 1 de este Artículo corresponderá también al demandado, cuando el actor no
vaya asistido por abogado o procurador. El demandado comunicará al tribunal su decisión
en el plazo de tres días desde que se le notifique la demanda, dándose cuenta al actor de
tal circunstancia. Si el demandante quisiere entonces valerse también de abogado y procu-
rador, lo comunicará al tribunal en los tres días siguientes a la recepción de la notificación,
y, si solicitare el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita, se podrá
acordar la suspensión en los términos prevenidos en el apartado anterior.

4. En la notificación en que se comunique a una parte la intención de la parte contraria
de servirse de abogado y procurador, se le informará del derecho que les corresponde
según el Artículo 6.3 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, a fin de que puedan realizar
la solicitud correspondiente.

5. Cuando la intervención de abogado y procurador no sea preceptiva, de la eventual
condena en costas de la parte contraria a la que se hubiese servido de dichos profesionales
se excluirán los derechos y honorarios devengados por los mismos, salvo que el tribunal
aprecie temeridad en la conducta del condenado en costas o que el domicilio de la parte
representada y defendida esté en lugar distinto a aquel en que se ha tramitado el juicio,
operando en este último caso las limitaciones a que se refiere el apartado 3 del Artículo 394
de esta Ley.

Artículo 33. Designación de procurador y de abogado.

1. Fuera de los casos de designación de oficio previstos en la Ley de Asistencia Jurídica
Gratuita, corresponde a las partes contratar los servicios del procurador y del abogado que
les hayan de representar y defender en juicio.

2. No obstante, el litigante que no tenga derecho a la asistencia jurídica gratuita podrá
pedir que se le designe abogado, procurador o ambos profesionales, cuando su interven-
ción sea preceptiva o cuando, no siéndolo, la parte contraria haya comunicado al tribunal
que actuará defendida por abogado y representada por procurador.
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Estas peticiones se harán y decidirán conforme a lo dispuesto en la Ley de Asistencia
Jurídica Gratuita, sin necesidad de acreditar el derecho a obtener dicha asistencia, siem-
pre que el solicitante se comprometa a pagar los honorarios y derechos de los profesiona-
les que se le designen.

Artículo 394. Condena en las costas de la primera instancia.

1. En los procesos declarativos, las costas de la primera instancia se impondrán a la
parte que haya visto rechazadas todas sus pretensiones, salvo que el tribunal aprecie, y
así lo razone, que el caso presentaba serias dudas de hecho o de derecho.

Para apreciar, a efectos de condena en costas, que el caso era jurídicamente dudoso se
tendrá en cuenta la jurisprudencia recaída en casos similares.

2. Si fuere parcial la estimación o desestimación de las pretensiones, cada parte abona-
rá las costas causadas a su instancia y las comunes por mitad, a no ser que hubiere
méritos para imponerlas a una de ellas por haber litigado con temeridad.

3. Cuando, en aplicación de lo dispuesto en el apartado 1 de este Artículo, se impusieren
las costas al litigante vencido, éste sólo estará obligado a pagar, de la parte que correspon-
da a los abogados y demás profesionales que no estén sujetos a tarifa o arancel, una
cantidad total que no exceda de la tercera parte de la cuantía del proceso, por cada uno de
los litigantes que hubieren obtenido tal pronunciamiento; a estos solos efectos, las preten-
siones inestimables se valorarán en tres millones de pesetas, salvo que, en razón de la
complejidad del asunto, el tribunal disponga otra cosa.

No se aplicará lo dispuesto en el párrafo anterior cuando el tribunal declare la temeridad
del litigante condenado en costas.

Cuando el condenado en costas sea titular del derecho de asistencia jurídica gratuita,
éste únicamente estará obligado a pagar las costas causadas en defensa de la parte con-
traria en los casos expresamente señalados en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita.

4. En ningún caso se impondrán las costas al Ministerio Fiscal en los procesos en que
intervenga como parte.
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II. 2. LEY DE ENJUICIAMIENTO CRIMINAL

TÍTULO V
DEL DERECHO DE DEFENSA Y DE LA ASISTENCIA JURÍDICA GRATUITA

EN LOS JUICIOS CRIMINALES

Artículo 118

Toda persona a quien se impute un acto punible podrá ejercitar el derecho de defensa,
actuando en el procedimiento, cualquiera que éste sea, desde que se le comunique su
existencia, haya sido objeto de detención o de cualquiera otra medida cautelar o se haya
acordado su procesamiento, a cuyo efecto se le instruirá de éste derecho.

La admisión de denuncia ó querella y cualquier actuación procesal de la qué resulte la
imputación de un delito contra persona o personas determinadas, será puesta inmediata-
mente en conocimiento de los presuntamente inculpados.

Para ejercitar el derecho concedido en el párrafo primero, las personas interesadas
deberán ser representadas por Procurador y defendidas por Letrado, designándoseles de
oficio cuando no los hubiesen nombrado por sí mismos y lo solicitaren, y en todo caso,
cuando no tuvieran aptitud legal para verificarlo.

Si no hubiesen designado Procurador o Letrado, se les requerirá para que lo verifiquen
o se les nombrará de oficio, si, requeridos, no los nombrasen, cuando la causa llegue a
estado en que se necesite el consejo de aquéllos o haya de intentar algún recurso que
hiciese indispensable su actuación.

Artículo 118 bis.

Del mismo modo que en el artículo anterior se procederá cuando se impute un acto
punible contra un Diputado o Senador, los cuales podrán ejercitar su derecho de defensa
en los términos previstos en el artículo anterior, todo ello sin perjuicio de lo previsto en el
artículo 71.2 y 3 de la Constitución española.

Artículo incluido por la L0 712002. de 5 de julio

Artículo 121.

Todos los que sean parte en una causa, si no se le hubiere reconocido el derecho a la
asistencia jurídica gratuita, tendrán obligación de satisfacer los derechos de los Procurado-
res que les representen, los honorarios de los Abogados que les defiendan, los de los
peritos que informen a su instancia y las indemnizaciones de los testigos que presentaren,
cuando los peritos y testigos, al declarar, hubiesen formulado su reclamación y el Juez o
Tribunal la estimaren.

Ni durante la causa ni después de terminada tendrán obligación de satisfacer las demás
costas procesales, a no ser que a ello fueren condenados.

El Procurador que, nombrado por los que fueren parte en una causa, haya aceptado su
representación, tendrá la obligación de pagar los honorarios a los Letrados de que se valie-
sen los clientes para su defensa.

Los que tuvieren reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita, podrán valerse
de Abogado y Procurador de su elección; pero en este caso estarán obligados a abonarle
sus honorarios y derechos, como se dispone respecto de los que no tengan reconocido
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dicho derecho, salvo que los profesionales de libra elección renunciaran a la percepción de
honorarios o derechos en los términos previstos en el artículo 27 de la Ley de Asistencia
Jurídica Gratuita.

Artículo 122.

 Se usará papel de oficio en los juicios sobre faltas y en las causas criminales, sin
perjuicio del correspondiente reintegro si hubiere condenación de costas.

Artículo 520.

1. La detención y la prisión provisional deberán practicarse en la forma que menos
perjudique al detenido o preso en su persona, reputación y patrimonio.

La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la
realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos. Dentro de
los plazos establecidos en la presente Ley, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta
y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la Autoridad
judicial.

2. Toda persona detenida o presa será informada, de modo que le sea comprensible, y
de forma inmediata, de los hechos que se le imputan y las razones motivadoras de su
privación de libertad, así como de los derechos que le asisten y especialmente de los
siguientes:

a. Derecho a guardar silencio no declarando si no quiere, a no contestar alguna o
algunas de las preguntas que le formulen, o a manifestar que sólo declarará ante el
Juez.

b. Derecho a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpable.
c. Derecho a designar Abogado y a solicitar su presencia para que asista a las dili-

gencias policiales y judiciales de declaración e intervenga en todo reconocimiento
de identidad de que sea objeto. Si el detenido o preso no designara Abogado, se
procederá a la designación de oficio.

d. Derecho a que se ponga en conocimiento del familiar o persona que desee, el
hecho de la detención y el lugar de custodia en que se halle en cada momento. Los
extranjeros tendrán derecho a que las circunstancias anteriores se comuniquen a
la Oficina Consular de su país.

e. Derecho a ser asistido gratuitamente por un intérprete, cuando se; trate de extran-
jero que no comprenda o no hable el castellano.

f. Derecho a ser reconocido por el Médico forense o su sustituto legal y, en su defec-
to, por el de la Institución en que se encuentre, o por cualquier otro dependiente del
Estado o de otras Administraciones Públicas.

3. Si se tratare de un menor de edad o incapacitado, la autoridad baja cuya custodia se
encuentre el detenido o preso notificará las circunstancias del apartado 2.d) a quienes
ejerzan la patria potestad, la tutela o la guarda de hecho del mismo y, si no fueran halladas,
se dará cuenta inmediatamente al Ministerio Fiscal. Si el detenido menor o incapacitado
fuera extranjero, el hecho de la detención se notificará de oficio al Cónsul de su país.

4. La autoridad judicial y los funcionarios bajo cuya custodia se encuentre el detenido o
preso, se abstendrán de hacerle recomendaciones sobre la elección de Abogado y comu-
nicarán, en forma que permita su constancia, al Colegio de Abogados el nombre del Abo-
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gado elegido por aquél para su asistencia o petición de que se le designe de oficio. El
Colegio de Abogados notificará al designado dicha elección, a fin de que manifieste su
aceptación o renuncia. En caso de que el designado no aceptare el referido encargo, no
fuera hallado o no compareciere, el Colegio de Abogados procederá al nombramiento de
un Abogado de oficio. El Abogado designado acudirá al centro de detención a la mayor
brevedad y, en todo caso, en el plazo máximo de ocho horas, contadas desde el momento
de la comunicación al referido Colegio.

Si transcurrido el plazo de ocho horas de la comunicación realizada al Colegio de Abo-
gados, no compareciese injustificadamente Letrado alguno en el lugar donde el detenido o
preso se encuentre, podrá procederse a la práctica de la declaración o del reconocimiento
de aquél, si lo consintiere, sin perjuicio de las responsabilidades contraídas en caso de
incumplimiento de sus obligaciones por parte de los Abogados designados.

5. No obstante, el detenido o preso podrá renunciar a la preceptiva asistencia de Letra-
do si su detención lo fuere por hechos susceptibles de ser tipificados, exclusivamente,
como delitos contra la seguridad del tráfico.

6. La asistencia del Abogado consistirá en:
a. Solicitar, en su caso, que se informe al detenido o preso de los derechos estableci-

dos en el número 2 de este artículo y que se proceda al reconocimiento médico
señalado en su párrafo f).

b. Solicitar de la Autoridad judicial o funcionario que hubiesen practicado la diligencia
en que el Abogado haya intervenido, una vez terminada ésta, la declaración o
ampliación de los extremos que considere convenientes, así como la consignación
en el acta de cualquier incidencia que haya tenido lugar durante su práctica.

c. Entrevistarse reservadamente con el detenido al término de la práctica de la dili-
gencia en que hubiere intervenido.

TÍTULO II
DEL PROCEDIMIENTO ABREVIADO

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 767.

 Desde la detención o desde que de las actuaciones resultare la imputación  de un delito
contra persona determinada será necesaria la asistencia  letrada. La Policía Judicial, el
Ministerio Fiscal o la autoridad judicial  recabarán de inmediato del Colegio de Abogados la
designación de un  abogado de oficio, si no lo hubiere nombrado ya el interesado.

 Artículo 768.

 El abogado designado para la defensa tendrá también habilitación legal  para la repre-
sentación de su defendido, no siendo necesaria la  intervención de procurador hasta el
trámite de apertura del juicio oral.  Hasta entonces cumplirá el abogado el deber de seña-
lamiento de domicilio a  efectos de notificaciones y traslados de documentos.
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Artículo 771.

 En el tiempo imprescindible y, en todo caso, durante el tiempo de la  detención, si la
hubiere, la Policía Judicial practicará las siguientes  diligencias:

 1.ª Cumplirá con los deberes de información a las víctimas que prevé la  legislación
vigente. En particular, informará al ofendido y al perjudicado  por el delito de forma escrita
de los derechos que les asisten de acuerdo  con lo establecido en los artículos 109 y 110.
Se instruirá al ofendido de  su derecho a mostrarse parte en la causa sin necesidad de
formular  querella y, tanto al ofendido como al perjudicado, de su derecho a nombrar
Abogado o instar el nombramiento de Abogado de oficio en caso de ser  titulares del
derecho a la asistencia jurídica gratuita, de su derecho a,  una vez personados en la causa,
tomar conocimiento de lo actuado, sin  perjuicio de lo dispuesto en los artículos 301 y 302,
e instar lo que a su  derecho convenga. Asimismo, se les informará de que, de no personar-
se en  la causa y no hacer renuncia ni reserva de acciones civiles, el Ministerio Fiscal las
ejercitará si correspondiere.

 2.ª Informará en la forma más comprensible al imputado no detenido de  cuáles son los
hechos que se le atribuyen y de los derechos que le  asisten.  En particular, le instruirá de
los derechos reconocidos en los apartados  a), b), c) y e) del artículo 520.2.

Artículo 776.

 1. En la primera comparecencia el Secretario judicial informará al  ofendido y al perju-
dicado de sus derechos, en los términos previstos en  los artículos 109 y 110, incluso
aunque previamente lo hubiera hecho la  Policía Judicial. En particular, se instruirá de las
medidas de asistencia  a las víctimas que prevé la legislación vigente y de los derechos
mencionados en la regla 1.ª del artículo 771.

 2. La imposibilidad de practicar esta información por la Policía Judicial  y por el Juez en
comparecencia no impedirá la continuación del  procedimiento, sin perjuicio de que se
proceda a realizarla por el medio  más rápido posible.

 3. Los que se personaren podrán desde entonces tomar conocimiento de lo  actuado e
instar la práctica de diligencias y cuanto a su derecho  convenga, acordando el Juez lo
procedente en orden a la práctica de estas  diligencias.

Artículo 784.

1. Abierto el juicio oral, se emplazará al imputado, con entrega de copia  de los escritos
de acusación, para que en el plazo de tres días comparezca  en la causa con abogado que
le defienda y procurador que le represente. Si  no ejercitase su derecho a designar procu-
rador o a solicitar uno de  oficio, se le nombrará en todo caso procurador de oficio. Cumpli-
do ese  trámite, se dará traslado de las actuaciones originales, o mediante  fotocopia, a los
designados como acusados y terceros responsables en los  escritos de acusación, para
que en plazo común de diez días presenten  escrito de defensa frente a las acusaciones
formuladas.

 Si la defensa no presentare su escrito en el plazo señalado, se entenderá  que se
opone a las acusaciones y seguirá su curso el procedimiento, sin  perjuicio de la responsa-
bilidad en que pueda incurrirse de acuerdo con lo  previsto en el Título V del Libro V de la
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Ley Orgánica del Poder Judicial.  Una vez precluido el trámite para presentar su escrito, la
defensa sólo  podrá proponer la prueba que aporte en el acto del juicio oral para su  prác-
tica en el mismo, sin perjuicio de que, además, pueda interesar  previamente que se libren
las comunicaciones necesarias, siempre que lo  haga con antelación suficiente respecto
de la fecha señalada para el  juicio, y de lo previsto en el párrafo segundo del apartado 1
del artículo  785. Todo ello se entiende sin perjuicio de que si los afectados  consideran que
se ha producido indefensión puedan aducirlo de acuerdo con  lo previsto en el apartado 2
del artículo 786.

TÍTULO III
DEL PROCEDIMIENTO PARA EL ENJUICIAMIENTO RÁPIDO

DE  DETERMINADOS DELITOS

Artículo 796.

 1. Sin perjuicio de cuanto se establece en el Título III del Libro II y de  las previsiones
del capítulo II del Título II de este Libro, la Policía  Judicial deberá practicar en el tiempo
imprescindible y, en todo caso,  durante el tiempo de la detención, las siguientes diligen-
cias:

 1.ª Sin perjuicio de recabar los auxilios a que se refiere el ordinal 1.ª  del artículo 770,
solicitará del facultativo o del personal sanitario que  atendiere al ofendido copia del infor-
me relativo a la asistencia prestada  para su unión al atestado policial. Asimismo, solicitará
la presencia del  médico forense cuando la persona que tuviere que ser reconocida no
pudiera  desplazarse al Juzgado de guardia dentro del plazo previsto en el artículo  799.

 2.ª Informará a la persona a la que se atribuya el hecho, aun en el caso  de no procederse
a su detención, del derecho que le asiste de comparecer  ante el Juzgado de guardia
asistido de abogado.  Si el interesado no manifestare expresamente su voluntad de com-
parecer  asistido de abogado, la Policía Judicial recabará del Colegio de Abogados  la
designación de un letrado de oficio.

LIBRO VI
DEL PROCEDIMIENTO PARA EL JUICIO SOBRE FALTAS

Artículo 962.

1. Cuando la Policía Judicial tenga noticia de un hecho que presente los caracteres de
falta tipificada en el artículo 617, en el artículo 623.1 cuando sea flagrante o en el artículo
620 del Código Penal, siempre que en este último caso el ofendido sea alguna de las
personas a las que se refiere el artículo 173.2 del mismo Código, cuyo enjuiciamiento
corresponda al Juzgado de Instrucción al que se debe entregar el atestado o a otro del
mismo partido judicial, procederá de forma inmediata a citar ante el Juzgado de guardia a
los ofendidos y perjudicados, al denunciante, al denunciado y a los testigos que puedan
dar razón de los hechos. A1 hacer dicha citación se apercibirá a las personas citadas de
las respectivas consecuencias de no comparecer ante el Juzgado de guardia. Asimismo,
se las apercibirá de que podrá celebrarse el juicio de faltas de forma inmediata en el
Juzgado de guardia, incluso aunque no comparezcan, y de que han de comparecer con los
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medios de prueba de que intenten valerse. Al denunciante y al ofendido o perjudicado se
les informará de sus derechos en los términos previstos en los artículos 109, 110 y 967.

2. A la persona denunciada se le informará sucintamente de los hechos en que consista
la denuncia y del derecho que le asiste de comparecer asistido de abogado. Dicha informa-
ción se practicará en todo caso por escrito.

3. En estos casos la Policía Judicial hará entrega del atestado al Juzgado de guardia, en
el que consten las diligencias y citaciones practicadas y, en su caso, la denuncia del ofen-
dido.

4. Para la realización de las citaciones a que se refiere este artículo, la Policía Judicial
fijará la hora de la comparecencia coordinadamente con el Juzgado de guardia. A estos
efectos, el Consejo General dei Poder Judicial, de acuerdo con lo establecido en el artículo
110 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, dictará los Reglamentos oportunos para la
ordenación de los servicios de guardia de los Juzgados de Instrucción en relación con la
práctica de estas citaciones, coordinadamente con 1a Policía Judicial.

Artículo 963.

1. Recibido el atestado conforme a lo previsto en el articulo anterior, si el Juez de
guardia estima procedente la incoación de juicio de faltas, decidirá la inmediata celebra-
ción del juicio en el caso de que hayan comparecido las personas citadas o de que, aun no
habiendo comparecido alguna de ellas, el Juzgado reputare innecesaria su, presencia.
Asimismo, para acordar la inmediata celebración del juicio, el Juzgado de guardia tendrá
en cuenta si ha de resultar imposible la práctica de algún medio de prueba que se conside-
re imprescindible.

2. Para acordar la celebración inmediata del juicio de faltas será necesario que el asun-
to le corresponda al Juzgado de guardia en virtud de las normas de competencia y de
reparto.
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II. 3. LEY DE PROCEDIMIENTO LABORAL

Artículo 21.-

1.- La defensa por abogado tendrá carácter facultativo en la instancia, con excepción
de lo previsto en el artículo siguiente, pero podrá utilizarla cualquiera de los litigantes, en
cuyo caso será de su cuenta el pago de los honorarios o derechos respectivos, con las
excepciones fijadas en el artículo 2.d) de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita.

2.- Si el demandante pretendiese comparecer en el juicio asistido de abogado o repre-
sentado por procurador o graduado social colegiado, lo hará constar en la demanda. Asi-
mismo, el demandado pondrá esta circunstancia en conocimiento del Juzgado o Tribunal
por escrito, dentro de los dos días siguientes al de su citación para el juicio, con objeto de
que, trasladada tal intención al actor, pupeda éste estar representado por procurador o
graduado social colegiado, designar abogado en otro plazo igual o solicitar su designación
a través del turno de oficio. La falta de cumplimiento de estos requisitos supone la renuncia
de la parte al derecho de valerse en el acto de juicio de abogado, procurador o graduado
social colegiado.

3.- Si en cualquier otra actuación, diversa al acto del juicio, cualquiera de las partes
pretendiese actuar asistido de Letrado, el Juez o Tribunal adoptará las medidas oportunas
para garantizar la igualdad de las partes.

4.- La solicitud de designación de abogado por el turno de oficio por los trabajadores y
los beneficiarios del Sistema de la Seguridad Social comportará la suspensión de los pla-
zos de caducidad o la interrupción de la prescripción de acciones.
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III.- NORMAS ESPECÍFICAS DEL REAL E ILUSTRE COLEGIO DE ABOGADOS
DE ZARAGOZA

III. 1. ESTATUTO DEL REAL E ILUSTRE COLEGIO DE ABOGADOS DE ZARA-
GOZA

Artículo 5. Funciones.

Son funciones del Colegio:
5. Organizar y gestionar los Servicios de Asistencia Jurídica Gratuita, Asisten-

cia al Detenido y cuantos otros servicios de asistencia y orientación jurídica
existan o puedan crearse.

Artículo 71. Competencias.

La Junta de Gobierno tiene competencia para aquellas materias no atribui-
das específicamente a la Junta General y, entre ellas las siguientes:

15. Aprobar los Reglamentos del Turno de Oficio, de Asistencia a Detenidos y de
los Servicios de Orientación Jurídica .

Artículo 93. De las comisiones.

1. La Junta de Gobierno podrá crear con carácter permanente o temporal comi-
siones que le auxilien para el mejor desempeño de sus funciones, así como supri-
mirlas

2. Las comisiones estarán presididas en todo momento por un miembro de la
Junta de Gobierno por delegación del Decano. La Junta de Gobierno puede acordar
la incorporación a cada una de las mismas de colegiados no pertenecientes a la
Junta.

3. Los acuerdos de las comisiones tendrán el carácter de propuestas a la Junta
de Gobierno salvo que ejerciten competencias otorgadas por este Estatuto o delega-
das por la Junta de Gobierno.

4. A título enunciativos, las Comisiones son:
a) Comisión de Deontología.
b) Comisión de Defensa de la Defensa.
c) Comisión de Honorarios.
d) Comisión de Formación y Cultura.
e) Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita y Servicios de Orientación Jurídica.

Artículo 102. Infracciones muy graves.

Constituyen infracciones muy graves:
l) Y con relación al Turno de Oficio:

1) La percepción de honorarios del cliente de Turno de Oficio sin tener dere-
cho a ello.

2) La inasistencia injustificada a una vista o actuación procesal de análoga
naturaleza.
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3) La no prestación, sin causa justificada, de la guardia de 24 horas para la que se
haya sido designado.

4) El no estar localizable en el periodo asignado para quienes presten el Turno de
Asistencia al Detenido por asistencias individualizadas.

5) La conformidad en juicio penal, cuando resulte de manifiesta temeridad.

Artículo 103. Infracciones graves.

Constituyen infracciones graves:
q) Y con relación al Turno de Oficio:

1) La inasistencia injustificada la Turno de Asesoría, consulta o tramitación que se
tenga asignado.

2) La sustitución no autorizada en el servicio.
3) La alegación de insostenibilidad, cuando resulte de manifiesta temeridad.
4) La percepción de honorarios del cliente de turno, o del contrario por condena en

costas, sin ponerlo en conocimiento del Jefe del Servicio.
5) La ocultación de alguna causa de incompatibilidad para acceder al servicio.
6) No facilitar al Jefe del Servicio la documentación cuando sea requerido.

Artículo 104. De las infracciones leves.

Constituyen infracciones leves:
e) Y en relación al Turno de Oficio:

1) No retirar antes de iniciar la guardia o no devolver en el plazo de 48 horas desde
la finalización de la misma el teléfono móvil o sistema de localización que se
utilice por el Servicio.

2) La no remisión de los partes de asistencia en el plazo de 7 días desde la finaliza-
ción de la guardia.
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III. 2. REGLAMENTO DE LOS TURNOS DE OFICIO, ASISTENCIA AL DETENIDO Y
SERVICIOS DE ORIENTACIÓN JURÍDICA DEL REAL E ILUSTRE COLEGIO DE ABO-
GADOS DE ZARAGOZA

I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1º. Competencia de Turno de Oficio.

El Real e Ilustre Colegio de Abogados de Zaragoza, en cumplimiento de lo dispuesto en
los arts. 4, 1º, d) y 7 del Estatuto General de la Abogacía Española tiene asumida a través
de sus Abogados y dentro del territorio de su competencia la obligación de asistencia al
detenido o preso y la defensa por turno de oficio.

El Real e Ilustre colegio de Abogados de Zaragoza podrá organizar por sí mismo o
mediante convenio con otros organismos o colectivos las funciones de asesoría jurídica y
defensa que se deriven de los Servicios de Orientación Jurídica que su Junta de Gobierno
decida crear.

Artículo 2º. Servicios de Turno de Oficio, Asistencia al Detenido y Orientación Jurídica.

Para el cumplimiento de lo dispuesto en el Artículo anterior, se establecen inicialmente,
sin perjuicio de los que se puedan crear o constituir en lo sucesivo, los siguientes servicios:

1. Servicio de Turno de Oficio.
2. Servicio de Asistencia al Detenido.
3. Servicio de Orientación Jurídica del Turno de Oficio (S.O.J.).
4. Servicio de Asistencia y Orientación Jurídica a los Inmigrantes (S.A.O.J.I.).
5. Servicio de Asistencia a la Mujer (S.A.M.).
6. Servicio de Asesoría a la Mujer (S.A.M.U.).
7. Servicio de Orientación Penitenciaria (S.O.P.)
8. Servicio de Asistencia Jurídica Especializada a Víctimas de la Violencia Doméstica

(S.A.V.V.I.D.).
9. Servicio de Asistencia Jurídica a Menores (S.A.M.E.).

Artículo 3º. Comisión de Turno y su composición.

Por delegación permanente del Excmo. Sr. Decano y conforme a lo dispuesto en el
estatuto General de la Abogacía y en el Estatuto de este Real e Ilustre Colegio de Aboga-
dos de Zaragoza, la jefatura de los turnos de oficio y asistencia al detenido y de los Servi-
cios de Orientación Jurídica la ostentará, bajo su responsabilidad, el Diputado miembro de
la Junta de Gobierno que en cada momento se designe.

Para auxiliarle en dicha labor se creará una Comisión denominada de los Turnos de
Oficio, Asistencia al detenido y Servicios de Orientación, de la que formarán parte como
Presidente el Diputado de la Junta de Gobierno que ésta decida, el Gerente del colegio y
otros miembros Diputados o no que como colaboradores puedan ser designados por la
Junta de Gobierno.
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Artículo 4º. Adscripción de los Abogados al Turno de Oficio y demás Servicios de
Orientación Jurídica.

La adscripción e incorporación a los Turnos de Oficio y Asistencia al Detenido y a los
Servicios de orientación Jurídica será voluntaria.

No obstante, por causa de necesidad o extrema urgencia, la Junta de gobierno podrá
convertir los Turnos de Oficio y Asistencia al detenido en obligatorios, de forma permanen-
te o temporal, en todo el territorio de su jurisdicción o en parte del mismo. Igualmente y por
concurrir circunstancias especiales que así lo aconsejen, podrá designar a cualquiera de
los Abogados del Colegio para su intervención o defensa en un determinado asunto.

Artículo 5º. Condiciones generales para la adscripción.

Serán condiciones generales para acceder a cualesquiera de los Servicios enumerados
en el Artículo 2º, sin perjuicio de las especiales que para cada uno de ellos se requieran, las
siguientes:

a) Tener residencia habitual y despacho abierto en el ámbito territorial del Real e Ilustre
Colegio de Abogados de Zaragoza. Y para el caso de los Servicios que se prestan
en las distintas demarcaciones territoriales, tener residencia habitual y despacho
abierto en el correspondiente partido judicial, salvo que la Junta de gobierno dispen-
se éste último requisito de forma excepcional y para una mejor organización y efica-
cia del servicio.

b) Llevar más de tres años en el ejercicio efectivo de la profesión.
c) Estar en posesión del diploma del curso de Escuela de Práctica Jurídica o de cursos

equivalentes homologados por el Colegio, o haber superado los cursos o pruebas de
acceso a los servicios de turno de oficio y asistencia letrada al detenido establecidos
por la Junta de Gobierno.

d) Haber superado los cursos de especialización homologados, en aquellos casos en
que éstos sean necesarios conforme a la normativa aplicable en cada momento y en
orden a la especialidad de los asuntos.

Artículo 6º. Condiciones económicas y de disponibilidad horaria.

Para inscribirse en los servicios anteriormente reseñados será necesario estar al co-
rriente en el pago de las cuotas y cargas colegiales prevenidas en el Artículo 34 del estatu-
to General de la Abogacía Española.

Los Abogados que presten servicios en entidades públicas o privadas con sujeción a un
horario, deberán acreditar documentalmente mediante certificación de la empresa, su ple-
na disponibilidad para actuar ante Juzgados y Tribunales, y para atender, en su caso, el
turno de Asistencia al Detenido.

Artículo 7º. Plazo de adscripción.

Anualmente y en el plazo que señale la Junta de Gobierno, los Abogados residentes en
la Provincia de Zaragoza que cumplan las condiciones establecidas en este Reglamento,
podrán solicitar su adscripción a los servicios referidos en el Artículo 2º.
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Para dicha adscripción, se remitirán, con la suficiente antelación, a cada uno de los
Abogados residentes, los impresos necesarios para efectuar la oportuna solicitud. Los
impresos remitidos deberán ser cumplimentados en todos los términos por los Abogados
que deseen inscribirse y presentados, en el plazo que se señale en la convocatoria, en el
Departamento del Turno de Oficio del Real e Ilustre Colegio de Abogados de Zaragoza.

La falta de cumplimentación de todos los datos interesados en los impresos o la remi-
sión fuera del plazo establecido, conllevará la no admisión en el Servicio.

Artículo 8º. Formación de listas y bajas.

Una vez cerrado el plazo concedido en la convocatoria, se expondrán las listas de los
Abogados admitidos para cada uno de los Servicios.

La adscripción a los distintos servicios de Turno, de Asistencia al Detenido y de Orien-
tación, se formalizará para todo el año siguiente, comprometiéndose los inscritos a no
causar baja en el Servicio salvo por baja en el ejercicio profesional u otra circunstancia
imprevista y grave que lo justifique, a juicio de la Comisión de Turno.

La baja en el servicio estará condicionada a asumir la finalización de las asignaciones
ya efectuadas, salvo cuando aquella se produzca por baja en el ejercicio de la profesión,
en cuyo caso, el Abogado que cause la baja vendrá obligado a ponerlo en conocimiento de
la Comisión de Turno de Oficio con la necesaria antelación, a fin de que se designe otro
Letrado que pueda continuar aquellos asuntos no finalizados, siempre procurando no cau-
sar perjuicio o indefensión a la persona cuya defensa le fue encomendada.

Los Abogados que cumplan los requisitos exigidos a lo largo del año para el que se
convocan los distintos servicios, serán incluidos en las listas del Turno de Oficio en el
momento en que cumplan aquellos. Y serán incluidos en las listas de Abogados suplentes
para los Servicios de Asistencia al Detenido y de Orientación Jurídica para aquellos casos
que por cualquier baja u otras causas sean necesarios a juicio de la Comisión de Turno.

Artículo 9º. Prestación personal y sustitución

Todas las actuaciones que requieran los asuntos asignados en el turno de oficio, asis-
tencia al detenido y Servicios de Orientación Jurídica deberán ser realizadas personal-
mente por el Abogado designado.

Caso de concurrir varias diligencias judiciales, el abogado del turno deberá atender
preferentemente aquella correspondiente a su actuación de oficio.

Cualquier sustitución deberá ser comunicada por escrito, firmado por el titular y el
sustituto, que deberá estar en la lista correspondiente, justificando la necesidad de la
misma, sin perjuicio de la aprobación de la Comisión del Turno de Oficio.

En toda sustitución que se apruebe, el Abogado sustituto que asuma el servicio será
responsable del cumplimiento de éste y de las consecuencias que pudieran derivarse de
su actuación.

En el supuesto de sustituciones aprobadas por la Comisión del Turno de Oficio, las
retribuciones que corresponden al Abogado titular, serán percibidas por el sustituto.
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Artículo 10º. Requerimiento de documentación.

La Comisión del Turno de Oficio, sin perjuicio de las comprobaciones que pueda intere-
sar, podrá exigir a los Abogados inscritos en los Turnos de Oficio y Servicios de Orienta-
ción, que le proporcionen fotocopia de las actuaciones judiciales practicadas que estime
necesario y, siempre que no afecte al secreto profesional, el Abogado requerido vendrá
obligado a cumplimentar el requerimiento efectuado dentro del termino que se señale a
tales fines.

II
SERVICIO DE TURNO DE OFICIO

Artículo 11º. Del Turno de Oficio con Asistencia Jurídica Gratuita.

Se entiende por actuación en Turno de Oficio la defensa en cualquiera de los órdenes e
instancias jurisdiccionales, por designación del Colegio de Abogados, a favor de aquellas
personas físicas que lo soliciten y hayan obtenido el derecho de asistencia jurídica gratuita
de acuerdo con lo establecido en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, y de aquellas que
no hubiesen designado Abogado en aquellos procedimientos penales en que la interven-
ción de éstos sea obligatoria.

Artículo 12º. Del Turno de Oficio sin Asistencia Jurídica Gratuita.

Asimismo se entenderá por actuación en Turno de Oficio la defensa de aquellas perso-
nas físicas o jurídicas que pidan tal designación de Abogado, aún cuando no tengan reco-
nocido, o no soliciten, el derecho a asistencia jurídica gratuita.

Estas peticiones se harán y decidirán conforme a lo dispuesto en la Ley de Asistencia
Jurídica, formulándose ante el propio Juzgado en el que se esté tramitando el procedi-
miento o por escrito ante el Colegio de Abogados en el supuesto de que la finalidad de la
petición sea la de interponer una acción judicial.

Artículo 13º. Provisión de Fondos.

En los supuestos de solicitudes de designación de Abogado en Turno de Oficio sin
derecho de asistencia jurídica gratuita, el solicitante deberá comprometerse a pagar los
honorarios del Abogado y efectuar una previa provisión de fondos en el supuesto de que el
Colegio de Abogados se la requiriera.

Artículo 14º. Normativa aplicable.

Todas las actuaciones de los Abogados en Turno de oficio se regirán por la normativa
prevista en la Ley de Asistencia Jurídica y su Reglamento en todo aquello que no esté
expresamente regulado en normas específicas.
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Artículo 15º. Listas de Turno de Oficio.

Dentro de las actuaciones en Turno de Oficio se establecen diferentes listas en función
de la materia jurídica de que se trate, realizándose la designación de los Abogados inscri-
tos en la lista correspondiente.

1) Lista de Turno Civil: comprende todos los asuntos que se sustancien ante la jurisdic-
ción civil ordinaria con excepción de los atribuidos a los Juzgados de Familia.

2) Lista de Turno de Familia: comprende todos los asuntos que sustancien ante los
Juzgados de este orden.

3) Lista de Turno Penal: comprende la intervención en todos los procedimientos que se
tramiten en la jurisdicción penal incluida la militar.

4) Lista de Turno Social: comprende todos aquellos asuntos que se tramiten ante la
jurisdicción social.

5) Lista de Turno Administrativo General: comprende todos los asuntos cuya compe-
tencia esté atribuida a la Jurisdicción Contencioso-Administrativa y aquellos asun-
tos en vía administrativa en que fuera preceptiva la intervención de Abogado.

6) Lista de Turno de Menores: comprende todos los asuntos tramitados ante los Juzga-
dos de Menores.

7) Lista de Turno de Extranjería: comprende todos los asuntos tramitados por aplica-
ción de la Ley de Extranjería.

8) Lista de Turno Penitenciario: comprende todos los asuntos derivados de la aplica-
ción de la legislación penitenciaria y que se tramitan ante los Juzgados de Vigilancia
Penitenciaria.
Las listas enumeradas podrán ser modificadas o ampliadas por la Junta de Gobierno
del Colegio de Abogados, de acuerdo con las necesidades existentes en cada mo-
mento.

Artículo 16º. Listas vinculadas.

Podrán inscribirse en las listas del Turno de Oficio los Abogados que reúnan los requi-
sitos exigidos en el artículo 5 del presente Reglamento y además los siguientes específi-
cos:

a) Para la lista de Turno Penal habrá que estar inscrito también en el Servicio de Asis-
tencia al Detenido.

b) Para la lista de Turno de Menores habrá que estar inscrito también en el Servicio de
Asistencia al Detenido.

c) Para la lista de Turno de Extranjería habrá que estar inscrito también en el Servicio
de Asistencia al Detenido y a la lista de Turno Administrativo.

d) Para la lista del Turno Penitenciario habrá que estar inscrito en el Servicio de Orien-
tación Penitenciaria.
La Junta de Gobierno podrá restringir la adscripción a número determinado de Listas
de Turno si lo estima oportuno para el mejor funcionamiento del Servicio.

Artículo 17º. Orden de las designaciones.

Las listas del Turno de Oficio se elaborarán por orden alfabético de apellidos y las
consiguientes designaciones se efectuarán por riguroso turno.
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No obstante, con la finalidad de aplicar en la medida de lo posible el principio de unidad
de defensa y evitar la concurrencia de una pluralidad de Abogados, los asuntos conexos
relativos a un mismo solicitante se asignarán al mismo Abogado, salvo circunstancias
especiales que lo impidan.

En todo caso la asignación de los Turnos de Oficio en los procedimientos a tramitar en
los Juzgados de los distintos Partidos Judiciales de la Provincia, se efectuará como criterio
general a los Letrados residentes y con despacho abierto en dicho partido judicial y que
figuren inscritos en la lista correspondiente.

Artículo 18º. Obligación de defensa.

La designación de Abogado en Turno de Oficio conlleva la obligación de desempeñar la
dirección jurídica hasta la finalización del procedimiento en la instancia de que se trate,
incluidos los incidentes, recursos, medidas previas y provisionales que puedan producirse,
así como la interposición del recurso que pueda proceder contra la sentencia o resolución
que ponga fin a la instancia y la ejecución de ésta dentro de los dos años siguientes a la
fecha de haber sido dictada.

Artículo 19º. Defensa en segunda instancia.

La dirección jurídica de la segunda instancia, en los recursos interpuestos conforme a lo
reseñado en el artículo anterior, corresponderá al mismo Letrado que ha intervenido en la
primera instancia, si aquella ha de sustanciarse en el territorio del Colegio de Abogados de
Zaragoza.

En este caso el Abogado designado habrá de ponerlo en conocimiento del Colegio y se
le computará como una actuación distinta de la acreditada en la primera instancia.

Artículo 20º. Acreditación de asuntos.

La intervención del Abogado en el Turno de Oficio asignado deberá acreditarse remi-
tiendo al Colegio fotocopia de la designación colegial a la que se unirá el documento que
justifique la iniciación o finalización del procedimiento.

La remisión de las acreditaciones se efectuará a medida que se vayan produciendo,
incluyéndose dentro del cómputo de cada trimestre las recibidas antes del día 15 del último
mes de cada trimestre.

III
SERVICIO DE ASISTENCIA AL DETENIDO

Artículo 21º. Del Servicio de Asistencia al Detenido.

Se entiende por Asistencia Letrada al detenido o preso, la preceptivamente prestada al
que no hubiere designado Abogado para cualquier diligencia policial que no sea conse-
cuencia de un procedimiento penal en curso, para su primera declaración ante un órgano
judicial, o cuando este se lleve a cabo por medio de auxilio judicial y el detenido o preso no
hubiera designado Letrado en el lugar donde se preste.
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Las actuaciones de un procedimiento penal posterior a la primera declaración del dete-
nido o preso, aunque se trate de la primera declaración ante un órgano judicial, se consi-
derarán incluidas en la defensa en Turno de Oficio, salvo que no prosiga el procedimiento
judicial, en cuyo caso se computará, a efectos retributivos, como una asistencia individual.

En los supuestos en que se haya prestado asistencia a varios detenidos por un mismo
asunto y resulte incompatibilidad de defensa, el Abogado deberá comunicarlo a la Comi-
sión de Turno de Oficio para que por esta se designe nuevos Letrados que se hayan de
hacer cargo de la continuación de los procedimientos que en su caso se inicien.

Artículo 22º. Partidos Judiciales.

Para la prestación del Servicio de Asistencia al Detenido el territorio del Real e Ilustre
Colegio de Abogados de Zaragoza se estructurará en las siguientes demarcaciones territo-
riales:

- Partido judicial de Calatayud.
- Partido judicial de Caspe.
- Partido judicial de Daroca.
- Partido judicial de Ejea de los Caballeros.
- Partido judicial de La Almunia de Doña Godina.
- Partido judicial de Tarazona.
- Partido judicial de Zaragoza.
La Junta de Gobierno del Colegio podrá modificar, agrupando o dividiendo, las citadas

demarcaciones territoriales en función de las necesidades del Servicio y de los Abogados
adscritos al mismo.

Artículo 23º. Requisitos de inscripción en el Servicio de Asistencia al Detenido.

Anualmente se abrirá la inscripción al Servicio de Asistencia al Detenido en cada una
de las demarcaciones territoriales señaladas en el artículo anterior.

Asimismo los que se inscriban en el partido judicial de Zaragoza podrán solicitar su
inclusión, además de penal general, en las especialidades de Menores y Extranjería.

Los Abogados que se inscriban deberán reunir los requisitos generales establecidos en
el artículo 5 del presente Reglamento y además los siguientes:

a) Residir y tener despacho abierto en el partido judicial en el que desee inscribirse.
b) Estar inscrito en la Lista de Turno de Oficio Penal.
c) Para inscribirse en el Servicio de Asistencia al Detenido en materia de Extranjería,

estar inscrito en la lista de Turno de Extranjería.
d) Para inscribirse en el Servicio de Asistencia al Detenido en materia de Menores,

estar inscrito en la lista de Turno de Menores.
El Servicio de Asistencia al detenido en los partidos judiciales distintos del de Zaragoza

deberá ser prestado por los Abogados inscritos en cada uno de ellos con independencia de
la materia de que se trate, asignándose la defensa del mismo por Turno de Oficio a dicho
Abogado, salvo los supuestos de imposibilidad por aplicación de la normativa aplicable.

Artículo 24º. Guardias de Asistencia al Detenido.

En la demarcación del partido judicial de Zaragoza el Servicio de Asistencia al Detenido
se organizará mediante un turno de guardia permanente.
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Los Abogados inscritos se constituirán, con arreglo a las listas que se confeccionen, en
grupos de guardia de veinticuatro horas de duración, compuestos por el número de Aboga-
dos que proceda en función de las normas acordadas por el Ministerio de Justicia.

Los grupos de guardia se configurarán necesariamente con Letrados adscritos a la lista
de Turno Penal y asimismo, en la medida de lo posible, se procurará que en cada grupo
figure un Letrado que además esté adscrito a la lista de Turno de Menores y otro que lo
esté a la Lista de Turno de Extranjería, para atender los asuntos específicos de dichas
materias que puedan presentarse.

Las guardias comenzarán a las catorce horas del día señalado y terminarán a las cator-
ce horas del día siguiente, sin perjuicio de que dicho horario pueda modificarse por la Junta
de Gobierno del Colegio, a propuesta de la Comisión del Turno de Oficio de acuerdo con
las necesidades del Servicio.

Artículo 25º. Localización permanente.

Los Abogados adscritos al Servicio de Asistencia al Detenido deberán facilitar un nú-
mero de teléfono en el que podrán ser localizados durante el tiempo de duración de la
guardia, para recibir los avisos de asistencia al detenido.

Artículo 26º. Equipos de Guardia.

La Junta de Gobierno del Colegio, a propuesta de la Comisión de Turno de Oficio,
establecerá las normas de funcionamiento del Servicio de acuerdo con las necesidades de
cada momento, incluyendo la posibilidad de encargar la coordinación del grupo de guardia
y distribución de las asistencias a uno de los integrantes del mismo.

Artículo 27º. Obligaciones.

El Abogado adscrito al Servicio de Asistencia al Detenido, durante el horario de guar-
dia, deberá cumplir las siguientes obligaciones específicas:

a) Estar permanentemente localizable en el número de teléfono que él mismo facilite.
b) Acudir a prestar la asistencia al detenido con la mayor inmediatez posible y, en todo

caso, siempre dentro de las ocho horas siguientes a la comunicación de la policía,
guardia civil o juzgado correspondiente.

c) Prestar la asistencia de acuerdo con lo dispuesto en la legalidad vigente.
d) Informar al detenido o asistido que puede solicitar el derecho a asistencia jurídica

gratuita, que puede designar Abogado de su libre elección o que le sea designado
por Turno de Oficio, en cuyo caso asumirá él automáticamente su defensa.

e) Entregar en el Colegio de Abogados dentro de las 48 horas siguientes a finalizar la
guardia los impresos correspondientes a las asistencias realizadas debidamente re-
llenados y el aparato de teléfono o comunicación que le hubiere sido facilitado por el
Colegio.

Artículo 28º. Asignación de asuntos.

Todas las peticiones de asistencia relativas a un mismo asunto, con independencia del
número de detenidos, serán asignadas al mismo Abogado, salvo en supuestos de incom-
patibilidad de las defensas.
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A efectos retributivos, el servicio de guardia de cada abogado comprenderá hasta un
máximo de seis asistencias y si se superaran las mismas se retribuirá como otra guardia
adicional, cualesquiera que fueran las realizadas.

Artículo 29º. Guardias en los Partidos Judiciales.

En las demás demarcaciones territoriales, el Servicio de Asistencia al Detenido se or-
ganizará por asistencias individualizadas mientras el número de estas no alcance el pro-
medio que permita su organización mediante guardias de 24 horas.

A estos efectos, en función del número de Abogados adscritos al Servicio de Asistencia
al Detenido en cada demarcación territorial, y el promedio de asistencias realizadas en el
año anterior, la Comisión de Turno de Oficio, previo informe del Delegado del Colegio en el
Partido Judicial correspondiente, distribuirá a los Abogados de forma que siempre haya
uno localizable durante un período de tiempo determinado.

IV
SERVICIOS DE ORIENTACIÓN JURÍDICA

Artículo 30º. De los Servicios de Orientación Jurídica.

Los Servicios de Orientación Jurídica del Real e Ilustre Colegio de Abogados de Zara-
goza se regirán por las normas de organización vigentes en cada momento, actuando en
todo caso este Reglamento como norma supletoria para resolver todo lo no previsto en las
específicas de cada Servicio.

Artículo 31º. Requisitos para la inscripción en los Servicios de Orientación Jurídica.

Serán requisitos para acceder a los Servicios de Orientación Jurídica los establecidos
en el artículo 5 del presente Reglamento y los que puedan recoger sus normas específicas.

Cada Abogado podrá adscribirse anualmente, a uno solo de los Servicios de Orienta-
ción Jurídica, salvo que excepcionalmente pudiera acordarse otro criterio, en función de
las circunstancias concurrentes.

Artículo 32º. Del Coordinador del Servicio.

Cada Servicio de Orientación Jurídica podrá contar con un Coordinador del mismo
designado por la Junta de Gobierno del Colegio, actuando, en todo caso, bajo la supervi-
sión de la Comisión del Turno de Oficio.

V
NORMAS COMUNES

Artículo 33º. Excepciones de retribución del Turno de Oficio

No serán retribuibles con cargo a los fondos del turno de oficio aquellos supuestos
contemplados en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita de 10 de enero de 1996, y con el
alcance en la misma establecido.
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En caso de que el Abogado designado de oficio hubiere obtenido el pago de sus hono-
rarios, deberá comunicarlo a la Comisión de Turno de Oficio de este Colegio, a los fines de
devolución de las cantidades eventualmente percibidas con cargo a los fondos públicos
por su intervención en el procedimiento concreto.

El Abogado designado de turno de oficio en aquellos asuntos judiciales en que el inte-
resado haya renunciado expresamente a la solicitud de reconocimiento de asistencia jurí-
dica gratuita, tendrá derecho al cobro de los honorarios que en dicho asunto haya podido
devengar.

Además, conforme a la Ley 53/84 de 26 de diciembre sobre incompatibilidades del
personal al servicio de las administraciones públicas, no podrán percibir la retribución con
cargo al turno de oficio, aquellos Abogados, que aún habiendo sido designados de turno de
oficio, por estar incluidos en las respectivas listas, perciban cualquier tipo de remuneración
directa o indirecta de las administraciones publicas, Entes, Organismos o Empresas de
ellas dependientes.

Artículo 34º. Retribución del Turno de Oficio.

Las intervenciones debidamente acreditadas en los Turnos de Oficio, Asistencia al
Detenido y Servicios de Orientación Jurídica se abonarán a medida que se libren los fon-
dos por parte del Ministerio de Justicia u Organismo Competente para tal fin, efectuándose
la pertinente transferencia bancaria a favor de los Letrados de forma inmediata, sin perjui-
cio de facilitarse por parte del Colegio una liquidación detallada a cada interesado en la
que se reflejen los importes percibidos en atención a las actuaciones realizadas.

El pago de las retribuciones se efectuará con arreglo a los baremos establecidos para
cada asunto judicial, que son publicados por el Ministerio de Justicia.

Para el pago de las retribuciones de los Servicios de Orientación Jurídica, los Letrados
adscritos a los mismos, deberán pasar la factura correspondiente a los servicios realizados
cuando así lo exija el Convenio firmado con el organismo que financie el Servicio concreto.

Artículo 35. Gastos de desplazamiento.

Los gastos de desplazamiento fuera del partido judicial de residencia, para la practica
de diligencias judiciales o de asistencia al detenido, que no se encuentren ya incluidos en
los baremos publicados por el Ministerio de Justicia, serán abonados a los Abogados ins-
critos en los Turnos de Oficio y Servicios de Orientación Jurídica, previa justificación docu-
mental, con cargo a los gastos de infraestructura respectivos.

Artículo 36. Cargas colegiales.

Para el cobro de aquellas retribuciones que deben percibir los Letrados por conceptos
incluidos en este Reglamento, será requisito imprescindible estar al corriente en el cumpli-
miento de las obligaciones y cargas colegiales.
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VI
RÉGIMEN DISCIPLINARIO

Artículo 37º. Facultad disciplinaria.

La facultad disciplinaria se ejercerá de conformidad con lo previsto en la normativa
reguladora de los Colegios Profesionales, con arreglo a lo establecido en el Estatuto Gene-
ral de la Abogacía Española y conforme al Estatuto de este Real e Ilustre colegio de Abo-
gados de Zaragoza, y a la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, además de aquella norma-
tiva que resulte de directa aplicación.

La tipificación y sanción de las infracciones cometidas por los colegiados con motivo de
la prestación del Turno de Oficio y Servicios a que este reglamento se refiere, se adecuará
a dicha normativa, sin perjuicio de establecer las oportunas medidas que resulten precisas
como consecuencia de dichas infracciones y dada la regulación especial del Turno de
Oficio y Asistencia al Detenido y demás servicios de orientación jurídica.

Artículo 38º. Procedimiento.

La Comisión del Turno de Oficio, en cuanto tenga noticia de cualquier posible infracción
de las obligaciones contempladas en el presente Reglamento, propondrá la apertura del
periodo de Información Previa previsto en el Reglamento de Procedimiento Disciplinario
aprobado el 25 de junio de 1993 y adaptado a la Ley 30/92 de 29 de noviembre que regula
el régimen jurídico de las Administraciones Públicas y el procedimiento administrativo
común.

Finalizadas las actuaciones de la información previa, y en todo caso en el plazo máxi-
mo de treinta días hábiles desde la resolución que acordó abrir dicho periodo de informa-
ción previa, la Comisión del Turno de Oficio propondrá a la Junta de Gobierno la apertura
de expediente disciplinario o el archivo de las actuaciones.

En caso de infracciones leves, sin necesidad de tramitar expediente disciplinario la
Comisión de Turno de Oficio podrá proponer al Decano la sanción prevista para las mis-
mas, previa audiencia del interesado o escrito de descargos y mediante resolución motivada.

Artículo 39º. Separación cautelar del Servicio

Abierto un expediente disciplinario como consecuencia de infracciones cometidas con
motivo de la prestación del turno de oficio, Asistencia al detenido y demás servicios de
orientación jurídica, y cuando la gravedad de los hechos denunciados así lo aconseje, la
Comisión del Turno de Oficio de este Colegio, podrá proponer, además de la incoación del
oportuno expediente disciplinario, la separación cautelar del servicio del Abogado presun-
tamente responsable, por un periodo máximo de seis meses hasta tanto se resuelva el
expediente disciplinario incoado al efecto.

Artículo 40º. Medidas accesorias

Las infracciones cometidas con motivo de la prestación del Turno de Oficio, Asistencia
al Detenido y Servicios de orientación Jurídica, serán sancionadas conforme a lo previsto
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en el Estatuto General de la Abogacía, así como en el Estatuto de este Real e Ilustre
Colegio de Abogados de Zaragoza, y la ley de Asistencia Jurídica Gratuita, llevarán apare-
jada, además, la exclusión del Abogado en el Servicio respectivo, por los siguientes pla-
zos:

a) Si fuese sancionado como autor de una falta grave, quedará inhabilitado para incor-
porarse al Servicio con motivo de cuya prestación se hubiere cometido la falta,
durante un periodo máximo de dos años naturales, y si fuera reincidente, hasta un
periodo de tres años.

b) Si la sanción recaída lo fuese por comisión de una falta muy grave, no podrá incor-
porarse al Servicio del que se trate durante un periodo mínimo de dos años y máxi-
mo de tres años. Y si fuere reincidente, podrá ser separado del servicio de forma
definitiva.

Todo ello sin perjuicio de la sanción que pudiera imponerse en relación con su ejercicio
profesional y la rehabilitación en el mismo que pueda producirse respecto de este último
conforme al Estatuto General de la Abogacía y al Estatuto de este Real e Ilustre Colegio de
Abogados.


